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Los chichimecas y el tratado de paz 
Lic. Rafael Rosado Cabrera 


ablar de los chichimecas, es hablar de un grupo inmenso, desde un punto de 
vista territorial, y sumamente heterogéneo entre sí. 


Pero dentro de ese grupo inmenso de personas y culturas, de lo que fue llamado la 
gran chichimeca, cuya definición territorial, aunque aún imprecisa, es gran parte de lo 
que se conoce como Aridoamérica, el presente se centrará en una región y un contexto 
específico: los chichimecas jonaz, y el tratado que dio origen a San Luis de la Paz, 
Guanajuato. 


La conquista de México, no fue sólo la caída de Tenochtitlán, como comúnmente 
se cree; por el contrario, fue progresivo y lento. Y fue indispensable para ello, la 
colaboración de múltiples jefes y caciques indígenas, quienes, al lado, o comisionados 
por los castellanos, entablaron diversas batallas a lo largo del actual territorio nacional. 


Tal es el caso de Don Nicolás de San Luis Montañez, indio otomí que emprendió 
la conquista de la zona de la sierra gorda en 1552', generándose un pacto de paz, según 
afirma Miguel Sánchez Álvarez”, entre chichimecas y castellanos, representados por el 
contingente otomí. 


De dicho tratado, surgió una merced, donde se estipula una primera fundación de 
San Luis de la Paz, -conocido como San Luis Jilotepec*- la cual, fue confirmada el 25 de 
diciembre de 1554. No obstante la paz, las relaciones seguían tensas entre chichimecas 
y castellanos, en virtud de que los primeros no se avenían a rendir vasallaje a “(...) 
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alguien que ni conocían y les parecía totalmente exótico (...)”*, es decir, al rey de 


Castilla. continúa... 


1 Cfr. Sánchez Álvarez, Miguel: Los chichimecas y su integración en el modernismo y capitalismo. 
Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales. Universidad Intercultural de Chiapas. Buenos 
Aires. 2019. p. 45. 


2 Vid nota anterior. 


3 Cfr. Brambila Paz, Rosa: El topónimo de Jilotepec: ¿un doble significado territorial?, en 
Dimensión Antropológica, vol. 22, mayo-agosto, 2001, pp. 35-59. Disponible en: http://www. 
dimensionantropologica.inah.gob.mx/?p=630 


4 Rionda Arreguín, Isauro: Capítulos de historia colonial guanajuatense. Universidad de Guanajuato. 
Guanajuato, Guanajuato, México. 1993. p. 34. 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 1 


Dirección 
Mgda. Ma. Rosa Medina Rondríguez 


Comité editorial 
MPG. Luis Ernesto González González 
Consejera Lic. Imelda Carbajal Cervantes. 
Lic. Héctor Carmona García 
Lic. Rocío Carrillo Díaz 
Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Representante legal: Lic. Héctor Carmona García 


Conceptualización, supervisión, administración de proyectos: 
Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Revisión y corrección de estilo: Lic. Rafael Rosado Cabrera 
Diseño editorial: Jorge Hernández Rentería y Rafael Rosado Cabrera 
Escritores invitados 
Abogado José Carlos Guerra Aguilera, 

Mtro. Israel González Ramírez, 

Juez Mtra. Karen Marisol Rodríguez Onofre, 

En la portada: Ilustración cultura Chichimeca 
Ilustradoras invitadas 
De portada: LCC. Emilia del Carmen Nava Luna 


Interiores: Luisa Fernanda Rosado Muñoz 


Esta Gaceta es una publicación de la Editorial Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
Versión electrónica a cargo de la unidad académica de investigaciones jurídicas. 


GACETAGUDIC Gaceta Judicial, Año 5. No 2, abril-junio 2023, es una publicación trimestral del Poder Judicial del 

oso Estado de Guanajuato, Circuito Superior Pozuelos No. 1, Col. Noria Alta, Guanajuato, Guanajuato, 
C.P. 36050, Tel. 4737352200. www.poderjudicial-eto.gob.mx, página electrónica: https:/Awww. 
poderjudicial-gto.zob.mx/index.php?module=uaij, Editor responsable: MPG Luis Emesto González 
González. Reserva de Derechos al Uso Exclusivo No. 04-2018121417340500-102, ISSN: 2954-3665, 
ambos otorgados por el Instituto Nacional del Derecho de Autor. Licitud de Título y Contenido No. 
17312, otorgado por la Comisión Calificadora de Publicaciones y Revistas Ilustradas de la Secretaría de 
Gobernación Responsables de la actualización de este sitio: Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano, Tel. 
473 73 5 22 00, Exts. 1012, Correo electrónico: investigaciones.juridicas(Ypoderjudicial-gto.gob. 
mx Fecha de última modificación: 27 de marzo de 2023. Tamaño del archivo 8.52 MB. 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


: ERAS | 


Indice 
Los chichimecas y el tratado de paz Primera, segunda y tercera 
de forros 
Abreviaturas, latinismos, extranjerismos y siglas empleadas 8 


Primera sección. Criterios del poder judicial del estado de Guanajuato 


Gráfica de las tesis 14 
Texto completo de los criterios relacionados con el delito de homicidio 16 
Segunda sección. Casos y cosas de derecho 


De la nueva condena al estado mexicano, por el nefasto arraigo y la ilegal 


prisión preventiva oficiosa. 111 
Tercera sección. Judicantes 
El aspecto ético de la reparación del daño en materia penal 133 
Cuarta Sección. Papers jurídicos 
Paper en materia de ejecución penal 


Más de diez años de un subsistema y un cambio de paradigmas: la reinserción 


social y el juez de ejecución 142 


Paper en materia procesal penal 


Ineficacia de la necropsia cuando el médico legista no intervino en el 


levantamiento del cadáver 154 


Abrir dani 2098 | Año 5 | No. 2. ————— 


MGDA. MA. ROSA MEDINA RODRÍGUEZ 


PRESIDENTA DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA Y DEL 
CONSEJO DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


SALAS CIVILES 


SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO 


PRIMERA SALA 
MGDO. GUSTAVO 
RODRÍGUEZ JUNQUERA 
SEGUNDA SALA 
MGDA. MA. ELENA 
HERNÁNDEZ MUÑOZ 

TERCERA SALA z% 

MGDO. FRANCISCO JAVIER 
ZAMORA ROCHA 
al 2 

QUINTA SALA 
MGDA. RUTH ALEJANDRA 
YÁNEZ TREJO 


SEXTA SALA 
MGDA. ALMA DELIA 
CAMACHO PATLÁN 


SÉPTIMA SALA 
MGDO. CARLOS ISRAEL 
GÓMEZ MARTÍNEZ 


OCTAVA SALA 
MGDO. JOSÉ LUIS 
ARANDA GALVÁN 


NOVENA SALA 
MGDO. ROBERTO 
ÁVILA GARCÍA 


CUARTA SALA 
MGDA. CLAUDIA IBET 
AMEZCUA RODRÍGUEZ 


DÉCIMA SALA 
MGDA. CAROLINA 
OROZCO ARREDONDO 


PRIMERA SALA 
MGDO. VÍCTOR FEDERICO 
PÉREZ HERNÁNDEZ 


SEGUNDA SALA 
MGDO. JOSÉ DE JESÚS 
MACIEL QUIROZ 


TERCERA SALA 
MGDA. MA. CRISTINA 
CABRERA MANRIQUE 


CUARTA SALA 
MGDO. HÉCTOR 
TINAJERO MUÑOZ 


QUINTA SALA 
MGDO. FRANCISCO 
MEDINA MEZA 


: ERP | 


SALAS PENALES 


SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO 


es 
66 
20 
38 
20 


SEXTA SALA 
MGDO. DANIEL FEDERICO 
CHOWELL ARENAS 


SÉPTIMA SALA 
MGDO. LUIS ALBERTO 
VALDEZ LÓPEZ 


OCTAVA SALA 
MGDA. GLORIA 
JASSO BRAVO 


NOVENA SALA 
MGDO. PLÁCIDO 
ÁLVAREZ CÁRDENAS 


DÉCIMA SALA 
MGDA. ARCELIA MARÍA 
GONZÁLEZ GONZÁLEZ 


SECRETARIA GENERAL DEL SUPREMO 
TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO 
LIC. TERESITA DEL NIÑO JESÚS LUNA VÁZQUEZ 


——————  Abrirdunio 2098 | Año 5 | No. 2. ————— 


EA 


CONSEJO DEL PODER JUDICIAL 
DEL ESTADO DE GUANAJUATO 


PONENCIA 1 
CONSEJERO 
LIC. ALFONSO GUADALUPE RUIZ CHICO 


PONENCIA 3 
CONSEJERA 
LIC. IMELDA CARBAJAL CERVANTES 


PONENCIA 4 
CONSEJERO 
MTRO. ARTURO RAZO TAPIA 


SECRETARIO GENERAL DEL CONSEJO 
MTRO. LUIS EUGENIO SERRANO ORTEGA 


ESCUELA DE ESTUDIOS E INVESTIGACIÓN JUDICIAL 


DIRECTOR DE LA ESCUELA DE ESTUDIOS E INVESTIGACIÓN JUDICIAL 
MPG. LUIS ERNESTO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 


TITULAR DE LA UNIDAD ACADÉMICA DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS 
JUEZ DR. JUR. GILBERTO MARTIÑÓN CANO 


——— bittdunio 20881 Año 5 | No. 2. ————— 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


PRELIMINARES 


a Gaceta del Poder Judicial de Guanajuato, en esta ocasión contiene 
4 secciones: Criterios jurisdiccionales, Casos y cosas de derecho, y 


Papers jurídicos. 


La primera parte contiene las versiones oficiales de los criterios cuya 


invocación legal es citar la presente fuente. 


Mientras, los contenidos de los artículos, comentarios y opiniones, 
vertidos en las subsecuentes porciones son exclusivamente responsabilidad de 
sus autores y no representan la postura oficial del Poder Judicial del Estado de 


Guanajuato. 


Se permite la copia o redistribución total o parcial de la presente obra 
con la condición de que se precise la fuente, el autor y la creación en el Poder 


Judicial del estado de Guanajuato. 
DECLARACIONES 


I. Todo artículo que se publique en la gaceta del Poder Judicial debe 
seguir la metodología propia que consta en el portal oficial de Investigaciones 


Jurídicas. 


II. Se asegura la publicación de réplicas científicas a los trabajos, siempre 
y cuando verse sobre el tema principal del texto replicado, la extensión sea de 


15 páginas máximo y se satisfagan los requisitos metodológicos propios. 
TIT. La revista publicará artículos de autores invitados y de todo aquel 


interesado en difundir su opinión sobre temas relacionados conla ciencia jurídica, 


mismos que podrán enviar libremente al correo electrónico investigaciones. 
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juridicas(apoderjudicial-gto.gob.mx. Los trabajos enviados serán evaluados 
por el comité editorial de la revista, quien determinará si admite o niega la 
publicación. 


El envío del artículo implica la declaración formal del remitente de que 


es inédito y de su autoría; así mismo acepta ceder de manera irrevocable, los 


derechos de autor al Poder Judicial de Guanajuato. Del mismo modo asume, 
de manera individual, la responsabilidad de potenciales daños que su escrito 
pudiera causar, desligando a esta institución. 


Cfr. 


Dr. Jur. 


LCCO 


Lic. 


passim 


pp. 


Vid 


Vid. in extenso. 


Abreviaturas, latinismos, extranjerismos y siglas empleadas 


Confrontar 


Doctor en derecho 


Licenciada en comunicaciones 


Licenciado (a) 


Maestro en política y gobierno 


Número 


En varias partes 


páginas 


Ver 


Ver ampliamente 


Presentación editorial 


lguna vez Umberto Eco escribió que los libros no están hechos 
para ser creídos, sino para ser sometidos a preguntas, y sí. 
Cuando consideramos un libro, no debemos preguntarnos qué 


dice, sino qué significa. 


Esto aplica para el resultado de toda investigación jurídica ya que 
debe contestar preguntas e incitar a otras. De otra manera, solo sirven 


para engrosar la literatura inútil. 


Con esa misión, el arco narrativo de la gaceta número II del año, 
contiene, en la primera parte relativa a tesis y jurisprudencias estatales, 
una recopilación de criterios guanajuatenses sobre el delito de homicidio 
que muestran como se han solventado, en los últimos 40 años, diferentes 
cuestionamientos sobre el concepto de muerte, la forma de probar el 
homicidio, los alcances de las calificativas aleves, supuestos de legítima 


defensa, caso de concurso de delitos y otros temas relacionados. 


La segunda porción, casos y cosas de derecho, como balde de agua 
fría contra el sistema jurídico mexicano, analiza varias resoluciones 
de la corte interamericana de derechos humanos focalizando el caso 
Tzompaxtle Tecpile en la que se declaró la responsabilidad del Estado 
mexicano por aplicar disposiciones constitucionales que violan el derecho 


fundamental de la presunción de inocencia, concretamente por la prisión 


preventiva oficiosa y el arraigo. 


Todavía hay muchos que sostienen la primacía constitucional 
sobre el orden internacional, pero esta resolución lo dice claro y 


puntual: la constitución mexicana, en los rubros indicados, trasgrede 


derechos fundamentales, es inconvencional y obliga a los legisladores a 
cambiarla como a los jueces a inaplicarla, so pena de responsabilidades 


internacionales en caso de insistir. 


Ciertamente, algunos desde hace mucho gritaban la insostenibilidad 
de la prisión preventiva y el arraigo; pero poco, francamente poco se 
había hecho para superar el problema y así lo remarca la resolución 


internacional. 


En la tercera parte, judicantes se interiorizan razones de fondo 
en la que se sustenta la reparación del daño en materia penal. Mismo 
tema que evidencia que el fin del derecho penal, no es como se sostenía 
antaño, un fin de solo retribución o un anhelo quimérico de prevención 
(dígase especial negativo, general negativo, general positivo, de la 


unión dialéctica, ni de castigo dual etc, etc.) sino que además de castigar 


pretende el restablecimiento del tejido social. 


Mientras, la cuarta parte, se conforma con 2 paper jurídicos. Uno 
que aborda el papel del juez de ejecución, que es un tema aun joven en 
México y recuerda que el derecho penal no concluye con las categorías 
del delito, sino que sigue con un elemento de dogmática cuantitativa, la 
individualización de las consecuencias jurídicas, su ejecución hasta el 
cumplimiento de la condena, pasando por los beneficios penitenciarios 
hasta la cancelación de antecedentes penales. Tema que ahora corresponde 
supervisar a los jueces de ejecución que dieron fin al imperio absolutista 


del administrativo vigilante penitenciario. 


El segundo paper jurídico penal tiene su génesis en otra resolución 
de la corte interamericana de derechos humanos, el caso Digna Ochoa, 


que contiene varios tópicos trascendentes y, uno de ellos, es precisamente 


la dispraxis que aún se lleva a cabo en muchas partes en el país; 
consistente en la elaboración de la necropsia sin que el médico legista 
acuda al lugar del descubrimiento, ordene el levantamiento del cadáver y 
asiente las evidencias atmosféricas. Ni se le dé, a dicha práctica forense, 
el trato de una prueba irreproducible como ordena el código nacional de 


procedimientos penales. 


Adicionalmente se reseña sobre los chichimecas en Guanajuato y, a 


lo largo de la publicación, se distribuyen dibujos que refieren su pasado. 


Con todos estos temas, la reflexión esta puesta en el tintero. 
Definitivamente hay un desafío para el sistema jurídico pero el reto 
no amedrenta y se mantiene una postura combativa ante el infortunio, 
asumiendo posturas concretas, respondiendo preguntas y lanzando otras; 


pues es la forma de alcanzar soluciones y, parafraseando a Umberto Eco, 


dándole un significado a los textos. 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñnón Cano 
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Legítima Defensa, 
existencia de la 


Mariano González 
Leal 


Segunda Sala Penal 


320/979 


Homicidio de un tercero 
ajeno a la riña, por uno 
de los contendientes. 


Enrique Bravo Padilla 


Cuarta Sala Penal 


13/980 


Legítima defensa 
putativa. No puede 
haberla si el acusado 
reconoce que la actitud 
de la víctima se limitó 
a llevarse la mano 

a la cintura, como 
pretendiendo sacar un 
arma. 


Miguel Valadez Reyes 


Primera Sala Penal 


111/980 


Homicidio. Falta de 
relación causal. 


Miguel Valadez Reyes 


Primera Sala Penal 


1155/980 


Homicidio 
preterintencional. 


Enrique Bravo Padilla 


Cuarta Sala Penal 


301/980 


Si se condena por 
homicidio culposo, 
cuando la acción se 
ejercita por homicidio 
doloso, no hay cambio 


de clasificación delictiva. 


Miguel Valadez Reyes 


Primera Sala Penal 


97/981 


Causa de justificación. 
Procedencia. 


Enrique Bravo Padilla 


Cuarta Sala Penal 


158/981 


Calificativas en el 

delito de homicidio. 
Planteamiento diferente 
en conclusiones, que no 
puede ser corregido en 
la apelación. 


Miguel Valadez Reyes 
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Tentativa de homicidio. 
No puede haberla, si no 
hay la certeza de que el 
acusado pretendía privar 
de la vida al pasivo al 
tratar de disparar sobre 
él una pistola; sólo habrá 
tentativa de lesiones. 


Tratándose de 

la tentativa, la 
incomprobación del 
elemento subjetivo 
hace operante la figura 
subsidiaria prevista en el 
artículo 234 del Código 
Penal. 


Miguel Valadez Reyes | Primera Sala Penal 


María de Lourdes 


Vélez Moreno Sexta Sala Penal 


281/981 


241/981 


Homicidio.- Cuál es el 
daño que la Ley persigue 
reparar remitiéndose 

a las prestaciones 
indemnizatorias 
señaladas en materia 

de riesgos por la Ley 
Laboral. 


María de Lourdes 


Vélez Moreno Sexta Sala Penal 


17/982 


Quien priva de la vida a 
su propia esposa, revela 
gran peligrosidad. 


Miguel Valadez Reyes | Primera Sala Penal 


76/982 


Si el acusado hizo surgir 
la agresión, al repelerla 
no obra en legítima 
defensa. 


Miguel Valadez Reyes | Primera Sala Penal 


162/982 


Homicidio 
preterintencional. 


Enrique Bravo Padilla | Cuarta Sala Penal 


212/982 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


17 


Homicidio previsto en el 
artículo 218 del Código 

Penal. La comprobación 
del cuerpo del delito no 


Gilberto Martiñón 


incluye la imprudencia. |Moreno Tercera Sala Penal |256/982 
Confesión. Caso en 

que no se constituye 

aunque el acusado se 

manifiesta conforme con | Gilberto Martiñón 

la acusación. Moreno Tercera Sala Penal |275/982 
Legítima Defensa. Enrique Bravo Padilla | Cuarta Sala Penal 227/982 
Dictamen pericial de 

autopsia deficiente. No 

es eficaz para acreditar 

la materialidad del delito 

de homicidio. Diego León Rábago  |Quinta Sala Penal  |7/983 
Homicidio: Absorbe al 

delito de violación a las 

leyes de inhumación. Diego León Rábago | Quinta Sala Penal  |69/983 
Prueba circunstancial 

eficiente. Diego León Rábago Quinta Sala Penal  |68/983 
Homicidio con motivo Juez María Teresa 

de la práctica de un Isabel Martínez Juzgado Tercero Expediente 
deporte. Mercado Penal de León, Gto. | 51/98 

Si el inculpado desarma 

a su agresor y luego lo 

priva de la vida, no obra 

en legítima defensa. Miguel Valadez Reyes | Primera Sala Penal | 322/983 
Complicidad 

Correspectiva. Diego León Rábago  |Quinta Sala Penal  |296/983 
Legítima defensa Mariano González 

improcedente. Leal Segunda Sala Penal | 269/984 
Homicidio. Relación Gilberto Martiñón 

causal. Moreno Tercera Sala Penal |30/985 
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Legítima defensa. No 
existe si la agresión 
se hace consistir en 


Gilberto Martiñón 


injurias. Moreno Tercera Sala Penal |59/985 
Tentativa. Requiere 

prueba plena en torno al | María de Lourdes 

elemento subjetivo. Vélez Moreno Sexta Sala Penal 8/985 
Instigación. Requisitos 

para que se configure. Miguel Valadez Reyes | Primera Sala Penal | 188/985 
Responsabilidad 

imprudencial por 

atender un parto sin 

tener los conocimientos | Mariano González 

técnicos necesarios. Leal Segunda Sala Penal | 143/985 
Ventaja: Calificativa Gilberto Martiñón 

inexistente. Moreno Tercera Sala Penal | 153/985 
Premeditación. Requiere | María de Lourdes 

dolo específico. Vélez Moreno Sexta Sala Penal 372/984 
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Legítima Defensa, existencia de la.- Segunda Sala Penal.- Toca 


número 320/979.- Magistrado: Mariano González Leal. 


ebe señalarse que del conjunto de circunstancias procesales se 
desprende que R.R.R., en estado de ebriedad, avanzaba hacia J.H.V., 


quien marchaba hacia atrás con una pistola en la mano y diciendo a 


su agresor que se retirara o dispararía. Ante la insistencia tenaz de R.R.R., J.H. 
V., según su propia declaración que se encuentra robustecida por lo dicho por 
todos los testigos, se vio obligado a disparar, primero a los pies del ofendido 
para hacerlo retroceder, y sólo cuando R.R.R. fue nuevamente, con el arma 
empuñada, sobre el acusado, éste se vio obligado a hacer a su agresor un disparo 
en el pecho, de donde resultó la muerte del occiso. 


En este conjunto de circunstancias resulta intrascendente que la distancia 
que entre ambos mediaba haya sido de medio metro o de cuatro metros, ya que, 
de igual manera, la distancia disminuía minuto a minuto porque el hoy occiso 
persistía en su actitud amenazante y perseguidora de J .H. V., actitud que no 
dejaba lugar a dudas ya que portaba en la mano un arma con potencialidad 
lestva indubitable. Ahora bien, la legítima defensa descansa necesariamente 
en el presupuesto de una agresión ilegítima manifestada por actos externos 
de tal naturaleza, que evidencie una actitud decidida de acometer. porque sólo 
en esas circunstancias es permitido acudir a la violencia para evitar o repeler 
la agresión iniciada o manifestada. Agresión ilegítima o caracterizada por 
el empleo de un medio de fuerza actual, directa o inesperada, que ponga en 
peligro inmimente (sic) la vida o integridad personal del acometido. En este 
orden de ideas resulta incuestionable que J.H.V. estaba siendo víctima de una 
agresión y que de no haber realizado la conducta que llevó a cabo, hubiera sido 
víctima de un daño irreparable en su persona, sobre todo tomando en cuenta el 
estado de embriaguez de R.R.R., lo que hace considerar a éste más temible aún, 
y no disminuido en su potencialidad agresiva, como equívocamente pretende 


el Fiscal. 
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Ma a 


Por otra parte, el recurrente confunde lamentablemente los conceptos de 


amenaza y agresión, puesto que mientras que el primero implica la promesa 
intimidatoria de un mal futuro, el segundo significa la realización de una 
conducta inminentemente lesiva de un bien jurídico. lo que ocurre en la especie 


tomando en cuenta que ya había iniciado de hecho la actitud de R.R.R. tendiente 


inequívocamente a dañar la integridad física del acusado. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Abril 1980, No. 3. pp. 6-7 


Las casas de los chichimecas eran hechas de 
palma o pencas de maguey. 
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Homicidio de un tercero ajeno a la riña, por uno de los 
contendientes.- Cuarta Sala Penal.- Toca número 13/980.- 
Magistrado: Enrique Bravo Padilla. 


l acusado disparó contra sus contendientes, lesionando y causando la 


muerte a un tercero ajeno a la riña. 


Siguiendo las teorías de la Defensa Social, dicho homicidio debe estimarse 
cometido en riña, pues menor peligrosidad representa para la sociedad el sujeto 
que, además de aceptar un riesgo propio para su persona, delinque mediando 
provocación, que el que lo hace en forma simple intencional sin mediar 
provocación alguna, pues éste demuestra mayor peligrosidad social desde el 


momento que las personas no pueden prevenirse de él. 


Además, existiendo unidad de conducta, no debe sancionarse en forma 
distinta cada resultado, estimándolos uno en riña y otro simple intencional. en 
el caso concreto, sino referidos todos a las condiciones objetivas y subjetivas 


en que haya obrado el autor, y no escindiendo tal unidad de conducta. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Abril 1980. No. 3. p. 8 
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Legítima defensa putativa.-No puede haberla si el acusado 
reconoce que la actitud de la víctima se limitó a llevarse la 
mano a la cintura, como pretendiendo sacar un arma.-Primera 
Sala Penal.-Toca número 111/980.-Magistrado: Miguel Valadez 
Reyes. 


or otro lado, resulta incontestable que tampoco puede en el caso 
declararse operante la causa de inculpabilidad a que se contrae el artículo 
44, in fine, del Código Penal, a que alude el defensor del apelante en 
el escrito de agravios que hizo llegar a esta Sala, lo que implica que no está 


probada la llamada legítima defensa putativa. 


En efecto, el dispositivo legal que se comenta establece el error como 
causa de inculpabilidad, reconociendo exclusivamente el error de tipo; la 
fórmula determina que no existirá dolo si el error del agente incide en cualquier 
elemento componente del tipo o descripción legal, sin que interese la naturaleza 
del elemento típico, esto es, sin que importe que se trate de elementos materiales, 


subjetivos o, incluso de naturaleza normativa o axiológica. 


En el último párrafo de la norma de que se habla como se expresa en 
la exposición de motivos de la nueva Codificación Penal, se establecen las 
justificantes putativas con las mismas bases ya anotadas, habida cuenta que en 
el fondo o no se trata sino de un error, solamente que versa sobre elementos 
que componen las causas de justificación.- Aquí también el error puede ser 
puramente fáctico, creerse agredido sin serlo, o bien de naturaleza jurídica, 
suponer la autoridad que la orden de comparecencia le autoriza a penetrar sin 


permiso a un domicilio, etc. 


Como se ve, la legítima defensa putativa invocada por quien defiende 
al apelante, tiene como necesario supuesto el que exista un error, esto es, una 


creencia falsa equivocada, de parte del acusado, quien creyéndose objeto de una 
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agresión, sin que ésta exista, efectúa actos lesivos de repulsa, que se traduce 
en la causación del daño legalmente tipificado; y es innegable que en el caso 
no aparecen demostradas esas circunstancias, porque ningún error, ninguna 
equivocada interpretación podía haber de parte del acusado, porque claramente 
señala que vio que el ofendido se limitó a llevar la mano a la cintura, como 


pretendiendo sacar un arma, por lo que entonces en ningún momento podía 


haberse creído atacado, cuando los movimientos de su víctima eran apenas 
iniciadores de un verdadero acometimiento, de donde se deriva que no es dable 
declarar prosperante la causa de inculpabilidad de que se hace mérito y que, por 
consiguiente, si el de la Primera Instancia declara acreditada en el proceso la 
responsabilidad criminal del inconforme en la comisión del homicidio que se le 
atribuye, lo hace con estricta sujeción a derecho, dado que su propia confesión, 
de la que solo puede admitirse la parte que le es desafavorable (sic) y los 
restantes elementos aportados a la causa, que apoyan ese dato incriminatorio, 
son jurídicamente eficaces para patentizar que el procesado es el autor de la 
muerte que se le atribuye y que al ejecutarla no concurrió ninguna circunstancia 


que eliminara el carácter delictuoso de su proceder. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Agosto 1980. No. 5. pp. 3-4 
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Homicidio.- Falta de relación causal.- Primera Sala Penal.- Toca 
número 1155/980.- Magistrado: Miguel Valadez Reyes 


os agravios hechos valer por el Ministerio Público, son infundados e 

improcedentes.- Ello es así. porque como lo establece el artículo 13. 

del Código Penal que actualmente rige en la entidad, nadie podrá ser 
sancionado por un delito, si el resultado del cual depende la existencia del 
mismo, no es consecuencia de la propia conducta, de donde se desprende que 
para que a un acusado pueda reprochársele la causación de un daño penalmente 
tipificado, ha de comprobarse que entre éste y su conducta existe una relación 
de causalidad, lo que quiere decir que en el caso el resultado concreto habido. 
esto es, la muerte del que en vida se llamó. ..... , para poder atribuirse al 
inculpado debió motivarse por actos u omisiones realizadas por este último, 
lo que de ninguna manera está probado en el caso. En efecto, si bien es cierto 
que de acuerdo a la teoría de la equivalencia de las condiciones, todo factor del 
resultado típico es equivalente y debe conceptuarse causa de ese resultado, no 
menos cierto es que la conexión causal se determina por medio del recurso de 
no poder prescindir in mente de la condición, sin que desaparezca el resultado. 
En estos términos, resulta obvio que la conducta del acusado no fue causa 
determinante del resultado típico, por que si se suprime esa conducta, es 
indudable que de cualquier manera se hubiera presentado el proceso patógeno 
del infarto al miocardio y que la muerte hubiera acontecido.- Lo anterior se 
desprende claramente si se toma en cuenta que los legistas de la ciudad de 
León expidieron un certificado inicial, en el que hicieron constar que el occiso 
presentaba tan sólo contusiones en diversas partes del cuerpo, que no ponían 
en peligro su vida y tardaban en sanar hasta quince días, emitiendo una opinión 
similar los médicos adscritos al servicio de emergencia del Hospital General 
Regional, quienes incluso consignaron que los golpes sufridos por el pasivo se 
localizaban en partes blandas por lo que entonces si en el dictamen de autopsia 
se habla de que la víctima tenía fractura de dos costillas, así como sangre 


líquida y coágulos en cavidad torácica, lo mismo que infiltración sanguínea del 
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cuero cabelludo y sangre líquida y coágulos en todo el espacio sub-aracnoideo, 
con encéfalo congestionado, lo que provocó hemorragia intracraneana, debe 
concluirse que no se advierte relación ninguna entre estas lesiones tan graves 
y los simples golpes que en regiones blandas se apreciaron inicialmente por 
los propios legistas.- Por otro lado, en la peritación expedida por los médicos 


oficiales, se señala que es difícil relacionar las lesiones apreciadas al ahora 


occiso, con el infarto agudo del miocardio y que fue precisamente éste “la 
causa más importante, más decisiva de la muerte”, lo que quiere decir que 
el resultado final no tiene una conexión causal con la conducta atribuida al 
inculpado y que se hace consistir en haber inferido lesiones por culpa del 
ofendido, habida cuenta que estas lesiones no tienen etiológicamente una 
vinculación con el factor superviniente que provocó el deceso y que fue, según 
se ha dicho, un infarto al miocardio de suerte es que si atenta esa circunstancia 
el Juez consideró que no era jurídico reprochar al acusado la muerte de quien 
en vida se llamó ..... , por haber sido la misma provocada por una causa no 
atribuible a aquel, lo hizo con estricta sujeción a derecho, sin causar ningún 


agravio al inconforme. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Octubre 1980. No. 6. pp. 2-3 
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Homicidio preterintencional.- Cuarta Sala Penal. Toca Número 
301/980.- Magistrado: Enrique Bravo Padilla. 


ausa agravio al acusado el auto de 19 de septiembre de 1980, en que 
se le niega el beneficio de la libertad provisional bajo caución, aunque 


por razones distintas a la que expresa la defensa. 


En efecto, las primeras declaraciones de los presenciales que son aquellas 
a las que se debe otorgar mayor crédito por estimarse que fueron rendidas con 
mayor espontaneidad, como son los dichos de A.L.S., A.A.M., coinciden todos 
aquellos en lo esencial en el sentido de que el día de los hechos 19 de julio de 
1980, siendo alrededor de las 22:00 horas, el policía preventivo de patrulla 
E.F.G., trataba de detener a M.R.R. a resultas de un reporte recibido por radio 
cuando se encontraba de servicio con un compañero, a bordo de una patrulla 
respecto a una riña suscitada en la calle Gutiérrez Nájera; que al llegar al lugar 
de los hechos se dirigieron al grupo de muchachos que les fueron señalados 
como intervenientes en la riña, varios de los cuales atacaron a E.F.G., al bajarse 


y a su compañero que permaneció a bordo de una patrulla. 


Que E.F.G. sacó su pistola e hizo varios disparos al viento corriendo los 
atacantes, a uno de los cuales siguió hasta en frente (sic) de la casa 507 de la 
calle Gutiérrez Nájera, éste de nombre M.R.R., lo esperó con unas piedras en 
la mano que el policía con la pistola en mano le decía que soltara y que no se 
moviera, tirando M.R.R., las piedras y corriendo al interior de la casa 507 de 
la calle Gutiérrez Nájera, siendo entonces cuando E.F.G., le disparó a M.R.R,, 
a una distancia de tres metros según . A.L.S., o de cinco metros conforme a 
lo dicho por A.A.M., hiriendo en el pecho a J.J.L.S., que se encontraba en el 


interior del domicilio en cuestión, cerca de la puerta, causándole la muerte. 
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La Fe Ministerial del lugar de los hechos, describe los dos escalones de 
acceso que existen al domicilio mencionado y la forma en que se encontró 
el cadáver del ofendido con la cabeza hacia el fondo de la casa y los pies 
pegados a los escalones; mientras el dictamen médico de autopsia expedido 
por los médicos legistas describe la herida del proyectil de arma de fuego que 


presentaba el occiso con orificio de entrada en la cara anterior del hemitórax 


izquierdo a nivel del segundo espacio intercostal sin orificio de salida, con 
dirección de adelante hacia atrás, de izquierda a derecha y de arriba a abajo, 
habiéndose encontrado el proyectil, en la pared posterior del hemitórax derecho 


a nivel del séptimo espacio intercostal. 


Tales constancias procesales valoradas conforme a los artículos 272, 
276 y 277 en relación al 273 del Código Procesal Penal, establecen indicios 
suficientes para estimar hasta el momento que el homicidio de J.J.L.S. se 
cometió bajo la hipótesis atenuante que prevé al (sic) artículo 43 del Código 


Penal, es decir, en forma preterintencional, con error en-el golpe. 


Así se desprende del hecho de que el acusado E.F.G. haya disparado 
su arma contra M.R.R., cuando éste ya había soltado las piedras con las que 
amenazaba al acusado y corría rumbo al interior de la casa, lo que establece 
indicio de que fue dolosa en principio la conducta de E.F.G. cuando le disparó 
en esos momentos, aunque de la Fe Ministerial de la casa en cuestión, y el 
lugar en que se encontró el cuerpo de J.J.L.S. y la trayectoria de la lesión de 
arriba a abajo con orificio de entrada a nivel del segundo espacio intercostal y 
localización del proyectil a nivel del séptimo espacio intercostal, claramente 
se deduce que la intención de E.F.G. no fue de causar la muerte a M.R.R. 
con el disparo que él hizo, sino de lesionarlo ya que éste le fue hecho hacia 
las piernas, obviamente con intención de detener su carrera lesionándolo, a 
una distancia entre tres y cinco metros según dos de los presenciales; por ello 
también al fallar el disparo, “error en el golpe”, el golpe que fue a lesionar 
a J.J.L.S., causándole la muerte, cuando se encontraba junto a los escalones 


de acceso, obviamente a nivel inferior al de la calle el proyectil siguió una 
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trayectoria tan pronunciada de arriba a abajo, que coincide precisamente con la 
que causaría un disparo efectuado a las piernas del que corría, pues si hubiera 
sido hecho con la intención deliberada de matar, a una distancia entre tres y 
cinco metros, por más mal tirador que fuera el acusado, la trayectoria hubiera 
sido más o menos horizontal, dirigido a la caja del cuerpo del que corría, y no 
hubiera seguido la dirección pronunciada de arriba a abajo que se encuentra 


establecida en autos. 


Por ello, habiendo rebasado el resultado (homicidio) que se produjo, al 
querido o aceptado por el acusado (lesiones), la conducta de este para efectos 
de presunta responsabilidad penal resulta hasta el momento preterintencional 


en los términos del artículos 43 del Código Penal. 


Por lo que toca a la versión del acusado en el sentido de que disparó 
desde la puerta de entrada del domicilio en que sucedieron los hechos, hacia 
adentro, cuando fue golpeado por una de las hojas de la puerta de acceso, o 
teniendo las manos sobre los hombros del sujeto que trataba de detener, que 
apoyan gran número de testigos, presentados por la defensa; o deliberadamente 
agarrándose de una ventanita de la puerta para disparar hacia adentro, según 
versión modificada y posterior de uno de los presenciales, no merecen crédito 
ninguna de tales versiones, pues de ser cierto que el acusado disparó cuando 
se encontrada a la altura de la puerta de acceso, el occiso que conforme a la 
inspección ministerial del lugar de los hechos se encontraba parado en esos 
momentos a una distancia de dos escalones al recibir el disparo, tendría tatuaje 
de pólvora alrededor del orificio de entrada del proyectil, el cual no aparece 
en la descripción Ministerial del cadáver, ni tampoco en el dictamen médico 
de autopsia ya valorados antes, los cuales desvirtúan la versión que trata de 
hacer prevalecer la defensa mediante testigos que no reúnen los requisitos 
de verisimilitud del artículo 277 del Código Procesal Penal y sí apoyadas las 
versiones iniciales de los presenciales ya también valoradas antes, en el sentido 


de que el acusado hizo el disparo a una distancia de entre tres y cinco metros. 
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En concecuencia, (sic) la presunta comisión del delito de homicidio 
cometido por E.F.G.; con las pruebas existentes hasta el momento, debe 
estimarse perpetrado en forma preterintencional, conforme al artículo 43 del 
Código Penal, castigable con pena de prisión de 3 días a 8 años, por lo que el: 
medio aritmético no excede de cinco, teniendo derecho el acusado a gozar de 


su libertad provisional bajo caución conforme a la fracción Primera del artículo 


20 constitucional aunque por razones distintas a las que trata de hacer valer la 
defensa, que además de no probadas resultan incongruentes consigomismas, 
(sic) pues si pretende probar una excluyente de incriminación, la libertad del 
acusado sería, en ese caso, suponiéndolo sin conceder, completa y no sujeta a 


caución. 


Por ello, con apoyo en tal dispositivo constitucional y tomando en 
consideración la forma en que sucedieron los hechos, cuando el acusado trataba 
de detener en ejercicio de sus funciones de policía preventivo a un individuo 
peligroso que no obstante que el acusado se encontraba armado aun así pretendía 
hacerle frente con una piedra en una mano, después de agredirlo conjuntamente 
con otro compañero, la actitud del acusado de presentarse voluntariamente para 
responder de la caución penal formulada en su contra, que no demuestran deseo 
de eludir la acción de la justicia, su capacidad económica mala, son indicios que 
deben tenerse en cuenta para fijarle una caución que deberá otorgar ante el Juez 
apelado, por cantidad de $15,000.00, en cualquiera de las formas establecidas 
por la Ley a fin de que disfrute de su libertad provisional bajo caución, debiendo 
el Juez de Autos calificar la garantía que en su caso ofrezca el acusado, y en su 
oportunidad girar las boletas de libertad correspondientes al C. Alcalde de la 
Cárcel Municipal, haciéndole saber al acusado las obligaciones del artículo 399 


del Código Procesal Penal. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Febrero 1981. No. 8. pp. 65-69 
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Si se condena por homicidio culposo, cuando la acción se ejercita 
por homicidio doloso, no hay cambio de clasificación delictiva.- 
Primera Sala Penal.- Toca Número 97/981.- Magistrado: Miguel 
Valadez Reyes. 


erra el inconforme al sostener en sus agravios que el juzgador cambió 


de clasificación el delito ya que habiéndose ejercitado acción por 

homicidio simple, condenó por homicidio culposo, pues al aducir tal 
cosa confunde dos nociones jurídicas del todo distintas, o (sic) saber: el tipo 
penal y la culpabilidad. 


En efecto, por lo primero ha de entenderse simplemente el conjunto de 
elementos que estructuran la figura que define el autor de la Ley Punitiva, es 
decir, el modelo que de manera rígida se establece para indicar a los gobernados 
aquello que han de evitar o de hacer, so pena de hacerse acreedores a una 
represión y, por ello, tiene aplicación en todos aquellos casos en que el obrar 
de un individuo colma todos los supuestos requeridos en esa estructura formal, 
independientemente de las cuestiones de naturaleza subjetiva o personal que 
concurran en cada caso. En cambio, lo segundo, que tiene una naturaleza no 
material ni objetiva, sino por el contrario, de orden subjetivo, se refiere a la 
determinación de la especial forma en que se cometió por el sujeto activo el 
hecho tipificado, es decir, a cuál era el estado de su psique, de su disposición 
anímica, de su voluntad al momento de delinquir y ésto, por razones obvias 
debe decidirse en cada especie, cada vez que se haya declarado que lo hecho 


por tal persona tiene los elementos de la definición legal. 


Es así que nuestra Legislación admite tres distinas (sic) formas de 
culpabilidad: el dolo, la culpa y la preterintención, estatuyendo que se obrará 
de manera dolosa cuando se quiera o se admita el resultado; que el actuar será 
culposo cuando no se quiere el hecho legalmente descrito, pero que este se causa 


por la inobservancia del cuidado que incumbe personalmente y que en el caso 
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de representárselo como posible, haya la confianza de que no se actualizará; y 
que la preterintención se hará patente cuando se irrogue un resultado mayor al 


querido o aceptado, si el mismo se produce culposamente. 


De modo es que si en el fallo que pone fin a la Instancia, que es en donde, 


ya con vista de todas las pruebas recabadas en la instrucción, puede hacerse un 


exhaustivo y definitivo análisis de ese vehículo sicológico que liga al autor de 
un hecho típico con el resultado dañoso, se determina que obró no con dolo, 
sino con culpa, ello no significa que se esté cambiando la clasificación del tipo, 
ya que éste se deja incólume, al declararse, como se había declarado ya desde 
el auto de formal prisión, que la conducta del activo encuadra dentro de la 
definición penal, sino que tan sólo se puntualiza la forma de culpabilidad que en 
el caso aparece probada, a lo que no solo está facultado, sino incluso obligado 
al juzgador, pues es precisamente de acuerdo a la especial característica que 
reviste el juicio de reproche que se hace al procesado, que puede condenársele 
a sufrir las sanciones previstas en la Ley aplicable para cada especie de 


culpabilidad. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Agosto-Septiembre de 1981. No. 11. pp. 258-259. 
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Causa de justificación.- Procedencia.- Cuarta Sala Penal.-Toca 


número 158/981.-Magistrado: Enrique Bravo Padilla. 


n efecto el acusado disparó contra el ofendido en defensa de bienes 
jurídicos ajenos cuando eran objeto de una agresión ilegítima de este 
quien en la madrugada trataba de introducirse a la fuerza, forzando 
la puerta de entrada de la habitación en que se encontraban encerradas en 
su domicilio dos mujeres familiares del acusado; ello bajo los influjos de la 


inhalación voluntaria de substancias tóxicas. 


En tales condiciones resulta razonable el medio empleado por el acusado 
para defender la seguridad de las mujeres de su familia ante el peligro inminente 
que representaba para su integridad personal que se tratara de forzar la puerta de 
la habitación donde se encontraban, en condiciones de nocturnidad; situación 
que ni las mujeres mencionadas, ni el acusado provocaron, menos aún en 
forma dolosa y sin que existiera en tales circunstancias medio práctico y menos 
perjudicial de evitar la agresión pues resulta evidente que era difícil conseguir 
el auxilio policíaco oportuno y tampoco es razonable exigir al acusado otra 
conducta diversa asumiendo mayor riesgo personal, por ejemplo que se 
enfrentara sin armas al desconocido que trataba de forzar la puerta de acceso 
a la habitación de sus familiares, durante la noche, pues precisamente para 
caso como el presente el artículo 10 Constitucional autoriza a los ciudadanos 
poseer armas para su defensa, sin que sea el rifle calibre 22 conque (sic) disparó 
al ofendido de aquellas armas que por su calibre o por su potencia de fuego 
estén reservadas expresamente para el uso exclusivo del Ejército y Armada 
nacionales conforme a los artículos 9, 10 y 11 de la Ley Federal de Armas y 


Explosivos. 
En consecuencia, estando probada plenamente en favor del acusado la 


causa de justificación prevista en el artículo 33, fracción II del Código Penal 


se revoca el auto de formalmente preso dictado en su contra como presunto 
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responsable de la comisión del ilícito de disparo de arma de fuego, con efectos 
de sobreseimiento en los términos del artículo 286, 291 y 292 del Código de 
Procedimientos Penales. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Octubre-Noviembre de 1981. No. 12. pp. 338-339, 
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Calificativas en el delito de homicidio.- Planteamiento diferente 
en conclusiones, que no puede ser corregido en la apelación.- 
Primera Sala Penal. Toca número 76/981.- Magistrado.- Miguel 
Valadez Reyes. 


l juez a quo sostiene en el considerando tercero de su resolución que el 
homicidio llevado a término por el procesado debe connotarse simple 
intencional y que, consecuentemente, no es dable reputarlo cometido 
con la calificativa de premeditación, invocada por el fiscal adscrito en su pliego 


de conclusiones. 


Esa determinación del inferior es impugnada por el representante social, 
a través de los motivos de inconformidad que se dejan transcritos en parte 
distinta de este fallo y por los que sigue sosteniéndose que en el acto antijurídico 
consumado por el acusado medió la agravante de que con anterioridad se hace 


cita. 


Sobre este particular debe decirse que, por razones de orden estrictamente 
técnico, no resultan prosperantes los agravios del Ministerio Público, porque, 
como es bien sabido, es en las conclusiones de la Primera Instancia donde se 
perfecciona el ejercicio de la acción penal, es decir, que es en ese momento 
cuando el órgano acusador puntualiza su pretensión punitiva, estableciendo de 
manera precisa cuáles son sus solicitudes finales y el tratamiento jurídico que 
en forma concreta considera debe el juzgador dar a los hechos de que se ocupó 
la instrucción, de donde se sigue que si bien no es necesario que el pliego 
acusatorio sea prolijo en la exposición y razonamiento de las circunstancias 
y modalidades concurrentes a la realización de un hecho delictuoso, es de 
todo punto menester que contenga, aunque sea de modo suscinto, (sic) los 
hechos conducentes, relacionados con las cuestiones de derecho surgidas, de 
acuerdo con los preceptos de la Ley aplicable y la específica proposición de la 


representación social. Y si esto es así, incuestionable resulta que lo que el fiscal 
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adscrito al Tribunal de la Primera Instancia hace valer en torno a la calificativa 
de premeditación, es por demás deficiente, porque se limita a solicitar la 
aplicación de la pena concerniente al homicidio calificado y a sostener que el 
que fue materia del proceso se consumó concurriendo la premeditación, toda 
vez que de la propia confesión del reo, resulta que: “pero yo traía en la mente 


matar a mi esposa y durante todo el día anduve pensativo en la forma de hacerlo 


... pero el de la voz ya se encontraba con las intenciones de matarla”. 


Como se ve, ningún razonamiento es expuesto en sus conclusiones por 
el Ministerio Público, tendiente a demostrar que, en efecto, se integran en la 
especie las exigencias técnico-jurídicas necesarias para la configuración de la 
calificativa a que se alude, lo que provocó la imposibilidad de que el juzgador 
pudiera en su sentencia acogerla, porque de hacerlo así estaría supliendo la 
deficiencia en la acusación, arrogándose Facultades que le son privativas al 
Ministerio Público, con la consiguiente violación del principio de orden legal, 
elevado al rango de garantía constitucional, normado por el artículo 21 de la 
Carta Magna, según el cual la persecución de los delitos es facultad exclusiva 


de la institución de mérito. 


En apoyo de lo que aquí se sostiene, cabe hacer invocación de lo sustentado 
por el más Alto Tribunal de la República, a través de la tesis de Jurisprudencia 
consultable en la página 44 del Volumen CXV del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente a la segunda parte de su sexta época, en el sentido 
de que: “si el Ministerio Público en el pliego de conclusiones, incurre en error 
técnico, al no aducir los razonamientos que son pertinentes para demostrar que 
en efecto, se hubieran dado las calificativas a que se haga mérito, y sólo se 
limita a invocar los preceptos que definen las calificativas en cita, así como 
el artículo que sanciona el delito calificado, y si la autoridad responsable da 
por probadas las calificativas de referencia, con ello suple agravio en favor 
del Ministerio Público en perjuicio del reo, como apelante, con violación del 


artículo 21 Constitucional, puesto que el representante de la acción penal, por 
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ser perito en derecho, está obligado a hacerlo y demostrar que la conducta 
observada por el acusado, era adecuada a dichas calificativas, y por ello viola 


garantías si incurre el juzgador en agravar el delito de que se trata”. 


No sería razón válida para admitir la agravante esgrimida por la Fiscalía, 
la circunstancia de que en los agravios formulados ante esta Instancia se haga, 
en ellos sí, un plausible estudio de dicha calificativa, analizando sus elementos, 
para demostrar que en el caso está sobradamente probada, porque si el titular 
de la acción punitiva incurrió, según se ha hecho notar ya, en grave error, 
al formular sus conclusiones, lo que se tradujo en que el delito se reputara 
cometido de manera simple intencional y en torno a esa pretensión el acusado 
alegó y se defendió, ya en la Segunda Instancia el Ministerio Público no puede 
subsanar el desavío tratando de agravar la situación jurídica del procesado, 
pretendiendo que el hecho delictivo encuadra y tiene los perfiles de un tipo 
calificado, de donde se sigue que si este Tribunal de apelación modificase lo 
resuelto por el del Primer Grado, con base en el pedimento perfeccionado e 
impusiera al activo una penalidad mayor, estaría también vulnerando en su 


perjuicio la garantía del artículo 21 de la Constitución General de la República. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Diciembre 1981-Enero 1982. No. 13. pp. 2-5. 
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Tentativa de homicidio.- No puede haberla, si no hay la certeza 
de que el acusado pretendía privar de la vida al pasivo al tratar 
de disparar sobre él una pistola; sólo habrá tentativa de lesiones.- 
Primera Sala Penal.- Toca número 281/981.- Magistrado: 


Miguel Valadez Reyes. 


1, según lo prescribe el artículo 17 del Código Penal, hay tentativa 
punible cuando con la finalidad de cometer el delito se realizan actos 
u omisiones idóneos dirigidos inequivocadamente a consumarlo, si el 
resultado no se produce o se interrumpe la conducta por causas extrañas a la 
voluntad del agente, es incontestable que se requiere la concurrencia de dos 
elementos para la estructuración de una tentativa merecedora de castigo, esto 
es, el que el agente determine, decida, la perpetración de un cierto y concreto 
hecho típico y que para actualizar su propósito, comience a desplegar los actos 


que a su juicio son aptos para realizarlo. 


Ahora bien, en el caso concreto que se resuelve el elemento de carácter 
objetivo a que antes se alude, es decir, el que por parte del agente se desarrollara 
una conducta potencialmente apta para irrogar un daño físico reputado en 
la Ley como delito, está suficientemente probado, con las declaraciones del 
ofendido y la testigo presencial, quienes coinciden en afirmar que el inculpado 
apuntó la pistola que portaba sobre el primero de ellos, pretendiendo en su 
contra dispararla, ya que accionó el llamador o “gatillo” sólo que el arma no 
funciono y no fueron expelidos los proyectiles, aseveración que encuentra un 
pleno apoyo en la inspección ministerial que se practicó sobre el arma de fuego 
reconocida por el inculpado como aquella que traía consigo en la fecha de 
autos, por la que se hizo constar que dos de las balas útiles con que estaba 
provista, ostentaban en su base huella de amartillamiento y que, pese a ello, 


no fueron disparados sus proyectiles, lo que colocaría el supuesto en examen 
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dentro de la hipótesis de una tentativa de delito imposible, por inidoneidad en 
el medio empleado, que también es reprimible, según lo consigna el artículo 18 


de la Codificación Sustantiva en cita. 


Empero, por lo que atiende al elemento de naturaleza subjetiva, es decir, a 
la orientación teleológica de la voluntad del agente, debe decirse que no puede 
afirmarse que esté cabalmente precisado que su intención fuera la de matar a 
aquel sobre quien trató de disparar su pistola, porque el realizar un acto de tal 
naturaleza lo mismo puede obedecer al afán de causar un daño a la salud que al 
de privar de la vida, pues si ésto no fuere así, todos aquellos casos en los que 
se lesiona a una persona con un arma de fuego y en los que no se determinó 
específicamente el alcance del daño que se quería motivar, caerían dentro del 
supuesto de una tentativa de homicidio, lo que desde luego no es admisible, 
como tampoco puede serlo el colegir la pretensión del agente por lo objetivo 
de sus actos, si estos admiten, como en la especie, diversas interpretaciones; 
mas como quiera que lo que se desea, al apuntar sobre alguien una pistola y 
realizar lo que es necesario para dispararla, es cuando menos lesionarle, resulta 
inobjetable que sobre esa intención delictiva sí hay absoluta certeza, por lo que 
entonces debe así declararse en esta resolución y, consecuentemente, decretar 
que los actos atribuidos al acusado, integran una tentativa de lesiones y que 
el proceso iniciado en su contra deberá instruirse precisamente por ese hecho 
antijurídico, que engasta dentro de los supuestos de los artículos 17 y 200 del 
Código Penal, sufriendo una modificación en este punto lo resuelto por el de la 


Primera Instancia. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Diciembre 1981-Enero 1982. No. 13. pp. 5-7. 
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Tratándose de la tentativa, la incomprobación del elemento 
subjetivo hace operante la figura subsidiaria prevista en el 
artículo 234 del Código Penal.- Sexta Sala Penal.- Toca número 
241/981.- Magistrada: Ma. De Lurdes (sic) Vélez Moreno. 


a tentativa es punible, señala el artículo 17 del Código Penal que rige 


en el Estado, cuando con la finalidad de cometer un delito se realizan 
actos u omisiones idóneos dirigidos inequívocamente a consumarlo si 
el resultado no se produce o se interrumpe la conducta por causas extrañas a la 


voluntad del agente. 


La fórmula transcrita alude claramente a la finalidad que persigue el 
activo con su conducta y con ello a un elemento subjetivo que no aparece 
indubitablemente acreditado en el caso e impide considerar que en su 
aspecto material esta figura en proyección al tipo de homicidio descrito en 
el artículo 201 del mismo Ordenamiento Sustantivo, quede convenientemente 
establecida, recuérdese que tratándose del cuerpo del delito, lo que el artículo 


19 constitucional exige es prueba plena, no probabilidades. 


En la especie, respecto a si el acusado intentó lesionar o matar al 
agraviado no hay prueba evidente, la gravedad con que el ataque sufrido se 
reviste tomando como base la versión del agraviado debe tomarse con reservas 
porque si el agente de autoridad. que presenció los hechos afirmó que uno de los 
golpes dirigidos a aquel pegó a la joven que lo acompañaba y que el mismo fue 
un “cintarazo”, ello desmiente que del arma se haya servido el activo tratando 
de valerse de la potencialidad lesiva que le es propia, de suerte que partiendo 
de esto la univocidad de los medios empleados por el inculpado para causar 
la muerte del agraviado si bien no queda del todo descartada, ya no puede 


afirmarse con el mismo vigor. 
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Desde este punto de vista sólo muy remotamente podría presumirse 
que el activo tuviera la intención de matarlo y si esta reflexión no es fácil, 
es precisamente su dificultad lo que impide que el dispositivo de la Tentativa 
pueda tener aplicación. Pero siendo un hecho que el acusado puso en peligro 
por lo menos la salud del agraviado, este peligro más adecuadamente encuadra 
en la figura subsidiaria que señala en su segunda parte el artículo 234 del citado 
Ordenamiento Represivo por lo que, en observancia de la Garantía de exacta 
aplicación de la Ley Penal y supliendo esta Sala la deficiencia de los agravios 
expresados, se impone modificar la apreciación de los hechos que en el auto 
recurrido se contiene encuadrándolos en el supuesto delictivo citado en último 
término, que es el que viene a quedar establecido con las constancias sumariales 
en términos de la regla general que señala el artículo 158 del Código Procesal 


también invocado. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Febrero-Marzo 1982. No. 14. pp. 107-108. 
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Homicidio.- Cuál es el daño que la Ley persigue reparar 
remitiéndose a las prestaciones indemnizatorias señaladas en 
materia de riesgos por la Ley Laboral.- Sexta Sala Penal.-Toca 


número 17/982.- Magistrada: Ma. de Lourdes Vélez Moreno. 


n general, la procedencia de la sanción reparadora del daño material, o 

moral causado por un delito está determinada en función precisamente 

de la existencia de un daño. En caso de Lesiones u Homicidio las 
prestaciones establecidas por la Ley Laboral aplicadas en materia penal quedan 
referidas a la reparación del aspecto material del daño y, si se trata de un 
Homicidio no puede dejarse inadvertido que el derecho a percibir esta prestación 
lo establece la Ley a favor de las personas que dependen económicamente de la 
víctima por resultar ofendidos por el delito al verse privados del sustento que 
aquella les proporcionaba, lo que no deja duda respecto a que éste es el daño 
material del que la Ley pretende resarcirlos remitiéndose a las prestaciones 
laborales en materia de riesgos a falta de pruebas específicas respecto del daño 
causado que, conforme a lo expuesto, no es el hecho de la muerte porque éste 


es irreparable. 


De acuerdo con lo anterior, si en el caso particular no hay prueba de 
que alguien sufrió el daño material que con dichas prestaciones se persigue 
reparar, falta un requisitio (sic) básico para la procedencia de la condena de 
que se habla que impide que las disposiciones sobre riesgos de la Ley Federal 
del Trabajo puedan tener aplicación, siendo lo procedente absolver al acusado 


inconforme de la prestación que se analiza. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Abril-Mayo 1982. No. 15. p. 165. 
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Quien priva de la vida a su propia esposa, revela gran 
peligrosidad.- Primera Sala Penal.- Toca ,numero 76/982.- 


Magistrado: Miguel Valadez Reyes. 


1 el artículo 89 del Código Penal previene que para el efecto de 

individualizar atinadamente el castigo que ha de aplicarse al responsable 

de un delito, debe el Juzgador justipreciar, amén de otras varias 
circunstancias, las relaciones que en su caso hubieran existido entre la víctima 
del acto criminoso y quien lo perpetra, es porque dicha vinculación plantea 
la posibilidad de que al realizar el hecho legalmente descrito, el inculpado no 
sólo vulnere el valor que se pretende preservar, sino que también quebrante el 
nexo habido con el agraviado y todo lo que él supone, sobre todo cuando de 
la relación derivan cuestiones tan importantes como la confianza, el respeto, 
la gratitud y la solidaridad, pues es obvio que al no atenderles el infractor 
demuestra el poco o nulo respeto que le merecen, evidenciando de esa forma un 
alto índice de antisocialidad, habida cuenta que son esos nexos los que en gran 
medida hacen posible la vida gregaria, ya que de no existir nadie fiaría en los 
demás, ni aún en sus más allegados, lo que significaría que entre los miembros 
de la comunidad sólo se fomentarán sentimientos de carácter negativo, lo que 
no es en manera alguna admisible, porque en la naturaleza del hombre está el 
irreprimible afán de integrarse a quienes le rodean, para lo que es menester 


confiar en ellos. 


En el caso, resulta incontestable que el acusado, al privar de la vida a su 
propia esposa, con la que había convivido durante más de 30 años, transgredió 
los más elementales deberes que la vinculación conyugal propicia, pues si 
quienes a ella están sujetos, no se sienten obligados a guardarse respeto y 
consideración, perdería todo sentido y su razón de ser el matrimonio, institución 
concebida para que hombre y mujer, a través del mutuo apoyo de su integración 
como pareja, que sólo se logra con la comprensión reciproca, no sólo perpetúen 
la especie, sino que den cimiento a la Sociedad, estructurando la familia, que 
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es su célula principal y realicen, en la medida de lo posible, sus propósitos 
existenciales, previéndose por ello mismo en la ley la posibilidad de disolver el 
lazo marital, cuando no se tengan las condiciones necesarias para satisfacer los 
requisitos que su propia naturaleza exige, o simplemente cuando se torne difícil 


o imposible la coexistencia entre los cónyuges. 


Con tal vulneración, el enjuiciado demuestra una temibilidad de grado 
muy alto, pues si no tuvo inhibiciones para violentar los valores que son 
indispensables para la existencia en común y para la vida familiar, es para 
patente es patente que tampoco las tendrá para lesionar otros de menor jerarquía, 
lo que lleva a deducir que encontrándose nuevamente en Sociedad en cualquier 
momento podría perpetrar otras acciones criminales, de donde, en mérito a los 
propósitos de defensa social, que inspiran y Justifican la legislación positiva, 
no sería conveniente ni acertado aplicarle un castigo que le permita a corto 


plazo su excarcelamiento. (sic) 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Agosto-Septiembre 1982. No. 17. pp. 292-293, 
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Si el acusado hizo surgir la agresión, al repelerla no obra en 
legítima defensa.- Primera Sala Penal.- Toca número 162/982.- 


Magistrado: Miguel Valadez Reyes. 


1el acusado manifiesta en su declaración que cuando ya había conseguido 

eludir la agresión primera de que lo hizo víctima el agraviado, alejándose 

del sitio en que lo sufriera, regresó a él, “para espantarlo con la pistola 
que traía fajada en la cintura”, ocultándose detrás de unas higuerillas, desde 
donde disparó “al barbecho” sólo porque advirtió el movimiento de unas 
hierbas, incuestionable es que de su propio aserto se colige la imposibilidad 
de que hubiere obrado al amparo de la eximiente relativa a la legítima defensa, 
pues que ésta presupone que la agresión que se impide o repele a través de la 
conducta dañosa, sea injustificada, es decir, que surja sin que deliberadamente 
se le provoque, pues solo así es dable declarar conforme a derecho lo que se 
hace para anular aquéllo que no está dentro de él. En la hipótesis contraria, si 
el acometimiento es buscado por el agente o por éste hecho surgir a propósito, 
ya no podría justificarse la lesión que irroga para evitarlo o rechazarlo, habida 
cuenta que, en tal caso, colocándose está (sic) al margen del orden jurídico, 
alentando propósitos rijosos o vindicativos, por lo que mal podría invocar la 


protección de lo que está precisamente quebrantando. 


De suerte es que si el apelante, pese a haberse liberado de la persecución 
que sobre él ejercía el ofendido, volvió a donde sabía que este se hallaba, 
preparado ya para cualquier acción violenta, supuesto que a la cintura llevaba una 
pistola, es incontestable que al utilizar dicha arma y dispararla sobre, el pasivo, 
su ánimo no era el de defender su integridad física, por más que éste último 
le hubiera atacado con un machete, sino de contender con él, de intercambiar 
acciones dañosas o, lo que sería peor, de cobrarse el daño que con antelación 
le había irrogado, actitudes ambas que por ser contrarias a lo normativamente 


permitido no pueden considerarse desprovistas de su naturaleza antijurídica. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Agosto-Septiembre 1982. No. 17. pp. 294-295, 
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Homicidio preterintencional.- Cuarta Sala Penal.- Toca número 
212/982.-Magistrado: Enrique Bravo Padilla. 


ara estimar comprobada la comisión dolosa de un ilícito, comprendiendo 
la simple intencionalidad que menciona el juez de los autos, es necesario 


que se acredite plenamente la hipótesis comprendida en el artículo 41 


del Código Penal que establece: 


“Obra con dolo quien quiere la realización del hecho legalmente descrito, 


así como quien la acepta, previéndola a lo menos como posible”. 


En la especie, de las probanzas valoradas antes se desprende que 
efectivamente Arturo se enojó con José cuando éste le escondió una cerveza de 
las que había estado ingiriendo y por ello le propinó puntapiés en las piernas y 
le arrojó una piedra que lo golpeó en la parte trasera del cráneo produciéndole 


un coágulo interno que le provocó la muerte tres días después. 


De los indicios de autos, se deduce que la muerte de José no fue el fin 


querido por el acusado y que ni siquiera lo previó como posible. 


En efecto, de haber querido Arturo causar un daño grave y no solamente 
leve a la víctima, entonces ésta debería presentar el 1? de marzo de 1982 huellas 
de los puntapiés que aquél le infirió en las piernas el 27 de febrero del mismo 
año, o sea apenas 2 días antes. Sin embargo, ni la fe Ministerial ni el dictamen 
de autopsia del agraviado asientan la existencia de huella alguna de violencia 


en las piernas. 


Al arrojar Arturo una piedra al ofendido ni por las características físicas 
del objeto, ni por la fuerza con que la arrojó está acreditado que quisiera causar 
un daño tan grave como la muerte, ni tampoco que lo hubiera previsto como 


posible. 
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Así se deduce del hecho de que el acusado no hubiera tratado de huir 
siquiera según afirma y lo corrobora su detención inmediata a la muerte de la 


victima. 


De que José, no onstante (sic) haber recibido golpe con la piedra en 
la parte trasera del cráneo, “el sábado la pasó tranquilamente, así como el 
domingo” según afirmó su propia madre María Trinidad, siendo hasta el lunes 
siguiente que “amaneció muy mal y se murió”. Lo cual es indicio de que la 
violencia con que se le propinó el golpe no era a propósito para causar un daño 
grave en forma normalmente previsible, necesaria y notoria pues entonces cabía 
esperar que el ofendido hubiera presentado síntomas de conmoción cerebral 
entendida como “estados producidos por traumatismos violentos en la cabeza 
con vértigo, pérdida del conocimiento, náuseas, pulso débil y respiración lenta” 
(Diccionario Médico 2da. edición, Salvat 1974, pág. 104). 


Las características físicas del instrumento, o sea la piedra, con que se 
golpeó en la cabeza al agraviado, independientemente de la violencia con que 
haya sido lanzada, tampoco permitían esperar en forma normal, previsible 
necesaria y notoria el daño que resultó, pues la madre del ofendido no hizo 
referencia al tamaño de la piedra no obstante que el presencial Juan “se la llevó” 
a ella, y tampoco procuró atención médica a su hijo; conducta inesperada sólo 
en el caso de que por el tamaño de la piedra y su conformación debiera esperarse 
un daño grave a consecuencia de un golpe propinado por dicho objeto. 

No puede argumentarse válidamente que el acusado haya tratado de 
causar un daño sin importarle el resultado, porque desde su declaración inicial 
su defensa la hizo consistir en que no recordaba lo sucedido por encontrarse muy 
ebrio, lo que no merece crédito pues el hecho de que aún con reticencias haya 
recordado no sólo la causa de su enojo con la víctima inmediatamente antes a 
los sucesos delictuosos y que durante la instrucción también haya aceptado que 


arrojó un objeto al agraviado son indicios de que sí recordaba lo sucedido, lo 
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que también corrobora el dicho de Eduardo que en los careos constitucionales 
sostuvo al acusado que no andaba muy borracho y que después de golpear al 


agraviado, inclusive se subió a su bicicleta y se retiró a bordo de ella. 


Sin embargo lo anterior es indicio de que el acusado en forma deliberada 


y consciente trató de causar daño a la víctima pero no tan grave como el que 


resultó, pues los medios no eran a propósito para ello ni por el tamaño de la 
piedra, ni tampoco por la fuerza con que la arrojó y la muerte del menor no 
la previó siquiera como posible, ni era el resultado que normalmente cabía 


esperar de ello, por lo cual tampoco trató de huir. 


Luego, aunque el acusado en ejercicio de sus derechos de defensa 
estatuidos por el artículo 20 Constitucional haya tratado de defenderse en forma 
no eficaz jurídicamente, haciendo afirmaciones que no le favorecían sino lo 
perjudicaban, pretendiendo que no recordaba los hechos por encontrarse ebrio, 
lo cual se encuentra desvirtuando, (sic) ello no es razón para juzgar su conducta 
delictiva en forma más grave de la que merece atendiendo a la verdad histórica 
que se deduce de los hechos probados del proceso; pues si bien es cierto que en 
principio la carga de la prueba de las modificaciones corresponde a quien las 
invoca, también lo es que aquellas atenuantes que no haya invocado el acusado 


pero que estén probadas en autos deben hacerse valer por el juzgador. 


En la especie todos los indicios en el mismo sentido a que se ha hecho 
referencia, llevan a la convicción de que el delito de homicidio en perjuicio 
de José fue cometido por Arturo en forma no simple intencional, sino 
preterintencional porque obrando dolosamente en principio, trató de causar un 
daño a la víctima, resultando otro de mayor gravedad que rebasó al propuesto y 
previsible a que normalmente cabía esperar de acuerdo a los medios empleados 
para ejecutarlo; sin que el homicidio resultante lo haya querido o se lo haya 
representado al menos como posible el acusado, ya que ni siquiera pretendió 


huir. 
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En tal virtud debe modificarse la parte de la sentencia apelada que estimó 


probada la responsabilidad penal de Arturo como autor simple intencional del 
delito de homicidio en perjuicio de José y considerarla acerditada (sic) a título 


preterintencional. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Octubre-Noviembre 1982. No. 18. pp. 372-375. 
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Homicidio previsto en el artículo 218 del Código Penal.-La 
comprobación del cuerpo del delito no incluye la imprudencia.- 
Tercera Sala Penal.-Toca número 256/982.-Magistrado: Gilberto 


Martiñón Moreno. 


e agravia al acusado al considerarse demostrada la corporeidad del 


delito de homicidio culposo al que se refiere el artículo 218 doscientos 
dieciocho del Código Penal, atendiendo a las razones que se exponen a 


continuación: 


En principio, el artículo mencionado prevé un tipo especial de homicidio 
culposo que puede ser cometido únicamente por conductores de vehículos que 
estén prestando servicio público o servico (sic) remunerado de transporte de 


personas. 


En el caso ni siquiera es sugerido que el acusado haya conducido a 
personas por una remuneración o en servico (sic) público, sino que por el 


contrario conducía el camión materialista cargado con arena. 


Lo anterior hace inaplicable el precepto que invoca el A-quo en la 


resolución que se recurre. 


Por otra parte, encuéntrase que el Juez de Primer Grado incurre en 
yerro al considerar demostrada la corporeidad del delito de homicidio con 
la justificación de los elementos que integran la culpa, pasando por alto las 
pruebas específicas a que se refiere el artículo 161 ciento sesenta y uno del 


Código de Procedimientos Penales, mismo que sí bien invoca, no aplica. 
Lo anterior obedeció aparentemente a que confundió dos nociones 


jurídicas diferentes: a).-El tipo penal y; B).La culpabilidad. El tipo penal no es 
otra cosa sino la figura típica tal como se define en la ley punitiva. 
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En cambio la culpabilidad se refiere a la forma específica en que el sujeto 


activo realiza el hecho típico que, en nuestro orden jurídico puede ser por dolo, 


culpa o preterintención. 


Ahora bien, debe recordarse que el cuerpo del delito lo integran el 


conjunto de elementos objetivos o externos que constituyen la materialidad de la 
figura delictiva descrita concretamente por la ley. Esto es, comprobar el cuerpo 
del delito, es demostrar la existencia de un hecho con todos sus elementos 
constitutivos tal como lo define la ley al considerarlo como delito y señalar la 
pena correspondiente y, en tratándose del delito de homicidio la ley procesal 
penal establece una forma específica de comprobación que queda determinada 


en el artículo 161 ciento sesenta y uno del Código de Procedimientos Penales. 


La imprudencia no es una figura típica sino una forma de comisión de 
delito. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Diciembre 1982-Enero 1983. No. 19. pp. 7-8. 
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Confesión.-Caso en que no se constituye aunque el acusado se 
manifiesta conforme con la acusación.-Tercera Sala Penal.-Toca 
número 275/982.-Magistrado: Gilberto Martiñón Moreno. 


anto la doctrina como la jurisprudencia se refieren a la confesión como 


el reconocimiento que hace un inculpado de su propia responsabilidad. 


En los delitos imprudencialmente cometidos la responsabilidad deriva 
de la violación de un deber de cuidado legalmente exigible, de donde se infiere 
que para que la manifestación del acusado pueda considerarse confesión debe 
incluir el relato del acto u omisión que implique la violación de un deber legal, 
de donde se sigue que no basta que el inculpado se manifieste conforme con la 
acusación del delito que se le imputa si del texto de su declaración no se infiere 
dato alguno que permita suponer fundadamente que actuó con falta de pericia, 


negligencia, descuido o irreflexión. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Diciembre 1982-Enero 1983. No. 19. p. 9. 
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Legítima  Defensa.-Cuarta Sala  Penal.-Toca número 
227/982.-Magistrado: Enrique Bravo Padilla. 


n autos obran únicamente tres relatos de la forma en que sucedieron los 
hechos, el del acusado, el de la presencial cuñada de la víctima y el del 


también presencial, el lechero. 


El dicho del acusado Genaro vertido en sus primeras declaraciones ante 
la policía judicial y ante el Ministerio Público Investigador merece crédito en la 
parte que acepta que el día 16 de agosto de 1980, siendo como las 11: 00 horas 
se encontraba a un lado de la carretera que va de Irapuato a Romita acompañado 
de unos lecheros, uno de ellos de nombre Juan, cuando se le acercó Roberto 
y le apuntó con una pistola a distancia aproximada de dos metros por lo que 
el emitente sacó la suya de calibre .38 Super disparándole toda la carga que 
traía que eran 6 tiros, acertándole todos los disparos y corriendo luego hacia su 


domicilio habiendo comenzado a seguirlo varios familiares del herido. 


Lo cual se encuentra apoyado en lo conducente por Virginia la propia 
cuñada del hoy occiso, en la parte que afirma en su declaración inicial y en 
los careos constitucionales con el acusado que en esa ocasión Genaro disparó 
la carga de su pistola en contra de Roberto a una distancia aproximada de 3 
metros; que luego se retiró del lugar haciendo más disparos “sería sobre ella” 
mientras huía rumbo a su casa después que volvió a cargar el arma; que en 
el lugar de los hechos se encontraba un señor con unos botes lecheros y más 


personas que corrieron; que el camino estaba mojado. 


Asimismo debe atenderse a la declaración del lechero Juan que merece 
mayor crédito por la independencia de su posición con respecto a las partes y 
cuya presencia en el lugar de los sucesos mencionan tanto el acusado como 
la cuñada del ofendido, proporcionando además razón fundada de su dicho, 


expresando que el día que sucedieron los hechos siendo como las 10:00 de la 
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mañana se encontraba en la carretera esperando la camioneta que iba a recoger 
la leche que vende el exponente y que cerca de él se encontraba Genaro cuando 
llegó Roberto y le sacó una pistola grande de pavón blanco, corriendo entonces 
el emitente a refugiarse en un tractor a 20 ó 30 metros de distancia; sin haber 
visto cuando Genaro le disparó a Roberto porque el declarante le dio la espalda 


y después vio que cayó Roberto y Genaro iba corriendo perseguido por los 


familiares de Roberto que se encontraban cerca, habiendo tirado Genaro 4 


disparos seguidos, primero, y ya cuando lo iban siguiendo nada más 2. 


Que se acercó el emitente a donde estaban sus botes de leche viendo 
desde allí que Roberto aún no moría y que estaba su hermano Ignacio a quien 
le entregó la pistola, aventándola éste al lodo diciendo que para qué la quería 


si estaba entrampada. 


El dictamen de autopsia expedido por los médicos legistas en Silao, Gto., 
establece que a la víctima se le apreciaban lesiones causadas por seis proyectiles 
de arma de fuego, aun cuando algunas de ellas hayan producido varios orificios 


de entrada y de salida en diversas superficies externas del cuerpo del agraviado. 


Todas estas constancias procesales en la parte a la que se concede crédito, 
adminisculadas (sic) entre sí merecen el valor de prueba plena al tenor de los 
artículos 272, 275, 276 y 277 en relación al 274 del Código de Procedimientos 
Penales para demostrar que efectivamente como lo asevera la defensa, Roberto 
desplegó una conducta que objetivamente implica una agresión inminente 
en contra de la integridad personal de Genaro, al sacar a corta distancia una 
pistola y apuntársela aun cuando no haya logrado dispararle ya fuera porque 
se entrampó el arma de lo cual sólo existe un indicio aislado que no lo 
prueba plenamente o porque no tuvo ocasión de hacerlo al sacar Genaro su 
arma y dispararle a Roberto la carga con seis tiros de la pistola .38 Super que 
portaba, retirándose luego del lugar, abasteciendo el arma con más cartuchos y 


haciendo otros disparos para proteger su huída de los familiares del agraviado 
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que lo persiguieron, pues así lo afirma el lechero presencial y lo corrobora 
circunstancialmente la cuñada del occiso aunque siendo reticente al manifestar 
que los dos tiros que efectuó el acusado cuando huía “sería sobre ella” lo que no 
tiene sentido pues ella no le impedía la huída y que apoya circunstancialmente 


la versión de que otros familiares lo perseguían. 


Así se desprende de la versión del lechero Juan cuya presencia en el lugar 
de los sucesos convienen tanto el acusado como la cuñada del hoy occiso, y 
que merece mayor crédito por la independencia de su posición respecto a las 
partes y por la razón fundada de su dicho, corroborando a su vez parte del 
dicho del acusado en el sentido de que la víctima le sacó primero una pistola 
a corta. distancia apuntándole con ella; y que el acusado a su vez disparó 
entonces contra el agraviado, con independencia del número de disparos que 
haya efectuado, pues ello no desvirtúa en lo esencial la versión del testigo ya 
que habiendo sido seguidos los disparos como afirmó no resulta inverosímil 
que se haya equivocado en el número de ellos manifestando que fueron 4 y no 


seis como sucedió. 


Sobre este particular, merece crédito el dicho de Genaro afirmando que 
disparó toda la carga de su pistola siendo un total de 6 disparos contra Roberto 
atinándoselos todos ellos, lo que resulta creíble al estar apoyado por el dictamen 


de autopsia expedido por los Médicos Legistas. 


Ahora bien por lo que toca a la parte de la declaración del acusado en que 
manifiesta que la víctima al momento de sacar su pistola y apuntarle con ella le 
hizo varios disparos, no se le concede crédito ya que se encuentra contradicha 
por el dictamen expedido por el perito del Departamento de Criminalística 
de la Procuraduría General de Justicia que establece que el agraviado no 
presentaba restos o huellas de pólvora en ninguna de sus manos que acreditaran 
que disparo un arma de fuego. Parte del dictamen al que se concede eficacia 


jurídica probatoria conforme al artículo 276 del Código de Procedimientos 
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Penales por estar apoyada por la versión de la cuñada del occiso que afirmó 
que éste no hizo ningún disparo, y circunstancialmente por el lechero Juan que 


tampoco lo manifestó. 


En cuanto al resto del dictamen no se le concede eficacia jurídica 


probatoria en cuanto al número de proyectiles que menciona causaron las 


lesiones que se le apreciaban a la víctima, pues queda en duda tal afirmación 
desde el momento que también se considera en el punto 4 de tal documento 
que a la víctima se le causaron las lesiones con proyectiles de armas de fuego 
de dos calibres distintos, lo que está en constradicción (sic) con las demás 
constancias de autos como son: el dicho del acusado, el de la cuñada del occiso 
y el del lechero presencial de las que se desprende que fue únicamente con una 
sola arma y necesariamente de un mismo calibre los proyectiles que lesionaron 


y causaron la muerte a la víctima. 


Tampoco merece crédito el dicho de Virginia, cuñada de la víctima en el 
sentido de que Roberto no portaba armas de fuego en el día de los hechos ya 
que además de la notoria parcialidad con que se produce tratando de perjudicar 
en sus (sic) situación jurídica al acusado aseverando en su primera declaración 
y en los careos constitucionales que el acusado hizo 10 ó 12 disparos en contra 
de la víctima lo cual se encuentra desvirtuado por las demás constancias del 
proceso ya valoradas con anterioridad y que el error en cuanto al número de 
disparos no es en número pequeño sino del doble o casi el doble de los que en 
realidad hizo el acusado lo que evidencia interés de tal testigo en tergiversar 
los hechos, existe también en constradicción (sic) con su dicho la versión del 
lechero Juan a la que se le concedió crédito por la independencia de su posición 
con respecto de las partes ya que no tenía motivo de odio o de rencor o de 
amistad íntima con alguna de ellas, en el sentido de que el hoy occiso sí portaba 
arma de fuego el día de los hechos pues le vio que sacó la pistola apuntándosela 
al ahora acusado, lo cual robustece la parte de la versión de acusado que así lo 


afirma y que por tanto debe considerarse verdadera en tal punto. 
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En tales condiciones debe declararse probada la causa de justificación 


prevista por el artículo 33 fracción II del Código Penal, ya que la conducta del 
acusado al disparar y lesionar causándole la muerte a la víctima, fue en defensa 
de bienes jurídicos propios contra una agresión ilegítima e inminente de parte 


de la victima. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Diciembre 1982-Enero 1983. No. 19. pp. 9-14. 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 57 


Dictamen pericial de autopsia deficiente.- No es eficaz para 
acreditar la materialidad del delito de homicidio.- Quinta Sala 


Penal.- Toca número 7 /983.- Magistrado: Diego León Rábago. 


l apelante expresa que la resolución le agravia al considerar no 


comprobado el cuerpo del delito de homicidio, que tipifica el artículo 


201 del Código Penal. Agrega el apelante que en autos si se comprobó 
eficientemente la materialidad del ilícito según la regla de comprobación 
establecida por el artículo 161 del Código de Procedimientos Penales toda 
vez que obra en el expediente la fe ministerial del cadáver, la declaración 
de testigos de identidad y el dictamen de autopsia practicada por los peritos 
médicos legistas. Señala, además, que el juez natural se contradice, en tanto 
que en el auto de formal prisión sí consideró comprobado el cuerpo del delito, 


mientras que en la sentencia establece lo contrario. 


La contradicción a que alude el Ministerio Público tiene la explicación 
en el hecho de con posterioridad al auto de formal prisión fueron aportadas 
a la causa nuevas probanzas, concretamente, de mucha importancia, el 
interrogatorio formulado por la defensa de los médicos legistas del hospital 
civil de la ciudad de San Felipe . De esta suerte, al desestimar el dictamen de 
autopsia, en base en tal interrogatorio, el juzgador no incurrió en contradicción, 
pues tal interrogatorio arrojó elementos de convicción eficientes para estimar la 


insuficiencia probatoria del citado dictamen. 


Al realizar un análisis acucioso, observamos lo siguiente: el dictamen 
médico de autopsia establece que el cadáver se encontraba al momento de la 
necropsia, en estado de descomposición. Situación lógica, pues la muerte ocurrió 
el 19 junio y la autopsia fue practicada hasta el día 27 del mismo-mes; situación 
que también expresa el doctor Luis, médico legista cuando expresa en oficio 
dirigido al representante social que el cadáver fue exhumado y al encontrársele 
en estado de putrefacción, la necropsia fue imposible. Tal circunstancia, 


es claro, fue obstáculo para realizar una correcta y adecuada necropsia. Por 
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otra parte, el dictamen determina que el médico legista encontró heridas 
contusas en el pulmón izquierdo, lóbulo superior, región posterior, inferior. 
Al examinar la cavidad torácica, encontró las estructuras óseas completas, la 
membranas que cubren a los pulmones y que se denominan pleuras, parietal 
y visceral, estaban íntegras; el pulmón izquierdo fue encontrado colapsado, 
con abundante cantidad de líquido sanguinolento, aproximadamente 150 
mililitros, con ruptura del lóbulo superior, región posteroexterna. Finalmente, 
el mismo dictamen determina que la hemorragia pulmonar izquierda provocó 
insuficiencia respiratoria por inundación broncoalveolar sanguinolento, lo que 


causó la muerte. 


Al ser interrogados los médicos legistas Francisco y Luis, coincidieron en 
los siguientes conceptos: que al carecer de medios instrumentales apropiados, 
dadas las condiciones en que se encontraba el cadáver, la práctica de la autopsia 
era imposible; que no es posible causar una lesión interna sin causar lesión 
externa; que para causar las lesiones a que se refiere el dictamen de autopsia 
tuvo que haber un traumatismo suficiente para provocar una hemorragia interna 
pulmonar, la que por inundación hubiese causado insuficiencia respiratoria y, 
por consiguiente, la muerte inmediata; que no es posible la lesión a que se 
refiere el dictamen sin que se hubiesen lesionado las estructuras óseas y sin 
lesionar las pleuras; que no es posible que alguien, con tales lesiones, pueda 


sobrevivir tanto tiempo. 


El juez de primer grado consideró que el resultado de este interrogatorio 
afectó esencialmente la validez del dictamen pericial de autopsia, en razón de 
que éste adoleció de las deficiencias ya referidas. Al analizar comparativamente 
ambos elementos probatorios, hemos encontrado que efectivamente el dictamen 
de autopsia no es útil como elemento de convicción, pues son muchos los 
aspectos que nos hacen dudar de la certeza de su contenido. Debemos tomar 
en consideración, que, en una adecuada interpretación de lo establecido en el 
artículo 276 del Código de Procedimientos Penales el juzgador tiene amplias 


facultades para la apreciación de los dictámenes periciales, de suerte que, en 
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cuanto éstos se encuentren contradichos por otras probanzas eficientes, en 
cuanto no satisfagan los lineamientos legales para su producción o en cuanto los 
razonamientos que en ellos se produzcan no sean lógicos y congruentes entre 
sí y con respecto de otras probanzas, el juzgador podrá negarles consideración 
probatoria. En tal concepto, procede afirmar que la denegación de mérito 


probatorio estimada por el juez natural es correcta pues, en efecto son diversos 


los aspectos que ponen en duda la certeza de la apreciación pericial: 1?- En 
el expediente se encuentra la declaración del doctor José, quien expresó que 
atendió a la ofendida tres meses antes de su muerte; que después de examinarla, 
diagnosticó “colitis” y que, al observar en ella fatiga general, le prescribió 
medicamentos para combatir tal enfermedad intestinal y para subirle la presión 
arterial, que tenía baja; que el día 6 de junio fue a la casa de la ofendida y observó 
que, además del anterior padecimiento, sufría trastornos en su ritmo menstrual, 
y le prescribió otro medicamento; que la examinó y no advirtió en ella huellas 
de golpes, hematomas o escoriaciones, especialmente en el abdomen; que la 
paciente se quejaba sólo de dolor de estómago y de vómito; el dictamen final 
fue “colitis y trastornos del ritmo menstrual”. Esta declaración se encuentra 
corroborada con la declaración del doctor Francisco, quien manifestó haber ido 
a ver a la ofendida el 19 de junio, encontrándola muy grave; ella le refirió dolor 
agudo en el bajo vientre y le dijo que había tenido sangrado vaginal desde hacia 
algún tiempo; el declarante adivirtió (sic) que ella tenía “anuria de cinco días” 
y presentaba una anemia aguda por el tiempo que había durado sangrando; que 
el declarante exploró la cara anterior del tórax y del abdomen, y no encontró 
huellas de violencia, además de que, ni la enferma ni nadie le indicaron que 
hubiese sido golpeada; agregó que al examinarla, la paciente vomitó un líquido 
cafesoso oscuro, sin poder afirmar que haya sido sangre; finalmente, afirmó que 
no asistió a la enferma al momento de su muerte. Coincidente con lo expresado 
por ambos testigos médicos, el doctor Joaquín dictaminó que la causa de la 
muerte de la ofendida fue “choque hemorrágico y metrorragia aguda”. Como 
puede apreciarse claramente, no existen puntos de contradicción entre tales 


atestas y, por el contrario, hay coincidencia esencial en sus contenidos. 
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Aunque se argumentase que la causa de la muerte no fue la que ellos 
expresaron, de cualquier forma esto sería una situación de criterio médico y no 
un índice de falsedad. Por lo tanto, es procedente concederles mérito probatorio 
a tales atestos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 277 del Código 
de Procedimientos Penales. Ahora bien, de lo anterior se deduce: a).- que la 
ofendida sufrió una enfermedad diagnosticada como “colitis y trastornos en el 
ritmo menstrual”; b) .- que ninguno de los médicos que la atendieron encontró 
en ella huellas de violencia externas, sobre todo en el tórax y en el abdomen; 
c).que ninguno de los médicos encontraron síntomas propios de una lesión 
pulmonar; d).- que dados los síntomas que reveló la enferma y de acuerdo 
a los exámenes practicados por los médicos, la causa probable (sic) de la 
muerte de ella fue “choque hemorrágico y metrorragia aguda”; causa diversa 
e independiente de una lesión pulmonar. Ahora bien, tomando en cuenta la 
fecha en que supuestamente la ofendida fue lesionada por las acusadas, resulta 
increíble que, primeramente, la ofendida no haya referido a los médicos el 
hecho de haber sido golpeada con ladrillos, y, en segundo término, que no 
haya referido a los médicos síntomas propios de una lesión pulmonar, si 
efectivamente padecía de esta. En consecuencia, estos antecedentes nos hacen 
ya dudar acerca de la posiblidad (sic) de que la causa de la muerte haya sido 


una lesión pulmonar, como la refiere el dictamen médico de autopsia. 


20.- En el interrogatorio, los médicos legistas expresaron que por el estado 
de descomposición del cadáver no fue posible practicar la autopsia, sin recursos 
instrumentales. Evidentemente, el cadáver, como ya ha quedado determinado, 
se encontraba en estado de descomposición, lo que hizo sumamente difícil la 
práctica de la necropsia. Se deduce de ello que para realizar una autopsia correcta 
y veraz en sus resultados, en tales condiciones, era necesario acudir al empleo 
de medios intrumentales (sic) accesorios, dentro de los que se comprende la 
práctica de exámenes de laboratorio y utilización de un equipo más complejo 
que el que comunmente se emplea para la autopsia de un cadáver en condiciones 
normales. En el dictamen de autopsia no se señala que se haya hecho uso de 


tales recursos, indispensables en el caso para formarse una segura convicción 
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acerca de las causas originadoras de la muerte. Tal deficiencia, entonces, nos 
plantea nuevamente la duda acerca de la veracidad de la determinación que el 


médico legista produce acerca de tal causa. 


3o.- En el mismo interrogatorio, los médicos legistas expusieron que 


si efectivamente la ofendida hubiese tenido una lesión pulmonar del tipo a 


que se refiere el dictamen de autopsia, necesariamente se hubiese producido la 
muerte inmediata. A efecto de cerciorarse de la veracidad de esta afirmación, 
consultamos la Patología y Clínica Médicas, de Jonathan Campbell y Meakings 
(Editorial Unión Tipográfica y Editorial Hispanoamericana, Madrid, 1950). 
En esa obra se establece que una hemorragia pulmonar abundante produce 
necesariamente la muerte en un lapso breve, al provocar asfixia; de no ser 
abundante la hemorragia y de no producir tal asfixia, la lesión del órgano 
cicatriza. El período de cicatrización es variable, según la edad y condiciones 
del paciente. En un individuo joven, la cicatrización se realiza en un período 
mucho menor a tres meses. De lo anterior, se deduce que la afirmación de los 
médicos interrogados es correcta, lo que nos lleva a la conclusión de que el 
dictamen pericial de autopsia no es correcto, puesto que la lesión pulmonar a 
que este se refiere no pudo causar la muerte tres meses después de producida 
la lesión, pues, o bien, tuvo que realizarse el proceso de cicatrización, o bien, 
la muerte debió producirse en un lapso mucho menor que el supuesto de tres 


meses. 


40.- El dictamen pericial de autopsia señala que en la cavidad torácica 
se encontró al pulmón izquierdo colapsado con abundante cantidad de líquido 
sanguinolento, aproximadamente 150 mililitros, con ruptura del lóbulo superior, 
región postereoexterna. Además de que los legistas interrogados expresaron 
que tal cantidad de líquido sanguinolento no es suficiente para producir la 
insuficiencia respiratoria y que no saben cómo midió el legista que practicó la 
autopsia tal líquido, consultamos la Patología Externa de E. Forgue (Editorial 
Gastón Doin, París, 1938) y en esta obra se determina que una lesión pulmonar 


que provoque hemorragia abundante ocasiona la muerte inmediata del paciente 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


62 GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


y tal hemorragia se vierte dentro de la cavidad torácica y permanece allí, 
por que evita su salida el diafragma. El dictamen de autopsia omite referir 
si se encontró líquido sanguinolento dentro de la cavidad torácica, donde se 
encuentra el pulmón. Además, en virtud de que los médicos que trataron a la 
ofendida antes de su muerte determinaron que ella sufría de hemorragia vaginal 


aguda, lo que consideraron le causó la muerte, la afirmación del citado tratadista 


evita la posibilidad de que la hemorragia pulmonar hubiese encontrado salida 
por la vía vaginal. En todo lo anterior, entonces, encontramos elementos de 
juicio eficientes para dudar de la veracidad del contenido del dictamen pericial 
en estudio. 


5o.- Al estudiar la obra citada en el punto anterior y El Diagnóstico 
Quirúrgico, de Duplay, Domoulin, Stern y otros tratadistas (Editorial Doin, 
París,1945), encontramos que las lesiones pulmonares pueden ser producidas 
por causas muy diversas: lesión neoplásica, es decir, existencia de tumor 
canceroso o de cualquiera otra índole; lesión tuberculosa; micosis (existencia 
de hongos) etc. Esto nos lleva a la conclusión de que era necesario, para 
dictaminar con corrección y veracidad, practicar un examen de laboratorio, 
que dichos tratadistas denominan “anatomopatológico”, mediante el cual se 
pudiese determinar la causa eficiente de la lesión. Al no haberse practicado este 
examen de laboratorio queda en entredicho el dictamen pericial y tal situación 


nos provoca duda sobre la certeza del dictamen pericial. 


Nos encontramos, entonces, ante una prueba insuficiente que no satisface 
los requisitos establecidos por el artículo 222 del Código Procesal Penal y que, 
al haber elementos probatorios en contrario que la desvirtúan y hacen dudar de 
su veracidad, se desestima como prueba eficiente, a la luz de lo dispuesto por 
el artículo 276 del mismo Ordenamiento Adjetivo. 


Por otra parte, al tratarse en el caso de una imputación de homicidio, 
resulta necesaria, para la acreditación de la materialidad del ilícito, la evidencia 


de que la muerte se produjo como consecuencia de la conducta de otro sujeto, 
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esto es, entre otros datos, que se pruebe la relación de casualidad. Al carecer de 
eficiencia probatoria el dictamen pericial de autopsia, debemos entender que la 
muerte fue causada por “choque hemorrágico y metrorragia aguda” y que esto 
fue provodado (sic) a su vez, por lo que se diagnosticó como “colitis y trastornos 
del ritmo menstrual”, como lo apreciaron los facultativos que certificaron las 


circunstancias de la muerte. Es así, entonces, que en el presente caso no se 


produjo el nexo causal entre la conducta de las acusadas y el resultado de la 
muerte de la ofendida. Ni duda cabe que efectivamente las acusadas agredieron 
y golpearon a la ofendida, pero sí cabe fundada duda de que tal golpiza haya 
producido determinante y directamente la muerte de esta. Y la duda debe 
favorecer, en todo caso a las acusadas, pues, como ha quedado apuntado, no 
existe elemento probatorio válido y eficiente del que pueda deducirse que la 


muerte de la ofendida se debió a los actos lesivos realizados por ellas. 


En consecuencia de todo lo anterior, resulta no probado en autos el 
cuerpo del delito de homicidio, tipificado por el artículo 201 del código Penal 
toda vez que no se satisfacieron los requesitos de comprobación establecidos 
por el artículo 161 del Código de Procedimientos Penales. En tal virtud, cabe 
confirmar la sentencia recurrida pues el agravio expresado por la Representación 
Social relativo a la responsabilidad resulta inoperante al no haberse acreditado 


la materialidad del ilícito en cuestión. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Febrero-Marzo 1983. No. 20. pp. 72-80. 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


64 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


Homicidio: Absorbe al delito de violación a las leyes de 
inhumación.- Quinta Sala Penal.- Toca número 69/983. 


Magistrado: Diego León Rábago. 


a sentencia recurrida determinó que se comprobó en autos el cuerpo del 
delito de violación a las leyes de inhumación, previsto por el artículo 
200 del Código Penal, conforme a la regla general de comprobación 


del artículo 158 del Código de Procedimientos Penales 


Consideramos que en este aspecto la sentencia causa agravio al acusado, 
toda vez que los actos de inhumación del cadáver realizados por el mismo 
acusado no constituyen jurídicamente delito autónomo, pues constituyen la 
forma de agotar los actos relativos a la comisión del delito de homicidio. En 
este aspecto, hacemos nuestra la reiterada tesis jurisprudencial de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, que con números 697 y 698, es visible en la 
recopilación de S. Castro Zavaleta y Luis Muñoz, Cárdenas Editor, México, 
1972. Esta Tesis, perfectamente aplicable a nuestro dispositivo penal, establece 
que el tipo penal de violación a las leyes de inhumación se refiere exclusivamente 
a personas ajenas al homicidio; establece, además, que los actos posteriores 
de inhumación de un cadáver vienen a constituir el agotamiento del delito 


principal, es decir, del homicidio, en el que quedan absorbidos. 


En consecuecia (sic) aunque los actos de inhumación del cadáver 
realizados por el acusado justifiquen los elementos del tipo penal, opera en favor 
de este la absorción de tales actos al delito de homicidio, con la consecuente 


situación de que tales actos no constituyen autónomamente un ilícito penal. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Junio-Julio 1983. No. 22. pp. 213-214. 
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Prueba circunstancial eficiente.- Quinta Sala Penal.- Toca 


número 68/983.- Magistrado: Diego León Rábago. 


| cuerpo del delito de homicidio, previsto por el artículo 201 del Código 
Penal, se encuentra debidamente comprobado en autos, conforme a la 


regla de acreditación del artículo 161 del Código de Procedimientos 


Penales, por lo cual, al considerarlo así el juez natural en la sentencia recurrida, 


no le causa agravio alguno al acusado. 


Obra en autos la fe ministerial del cadáver de quien se llamó Rogelio. El 
agente del Ministerio Público dio fe de las condiciones en que fue encontrado el 
cuerpo y detalló las lesiones apreciables externamente que el mismo presentó. 
Como puede apreciarse en la lectura del texto de esta descripción ministerial y 
de la descripción contenida en el dictamen médico-legista de necropsia, existe 
coincidencia esencial. La inspección referida, así, se encuentra corroborada y, 
en cambio, no se encuentra desvirtuada por la prueba que haga dudar de su 
veracidad. Al haber sido practicada tal inspección, con sujeción a lo establecido 
por los artículos 196 y 197 del Código de Procedimientos Penales, y atento a 
lo dicho anteriormente, procede concederle mérito probatorio pleno, según lo 


prescrito por el artículo 272 del citado ordenamiento adjetivo. 


Encontramos también en el sumario del certificado médico de autopsia 
en el cual los médicos legistas describen lo siguiente: Equinosis (sic) óculo- 
palpebral izquierdo, placa dermo-equimótica en cara anterior y lateral del tórax 
y en ambos miembros superiores; escoriaciones dermoepidérmicas en el dorso 
de la nariz, con hematoma difuso hematoma parietal izquierdo; escoriaciones 
lineales en meso e hipogastrio; escoriaciones dermo-epidérmicas en flanco 
izquierdo; dentro de la cavidad craneana: hemorragia interhemisférica y en la 
base del cráneo. Los médicos afirman que practicaron la docimasia pulmonar 
hidrostática y que obtuvieron como resultado la flotación del fragmento del 


pulmón, así como que presionaron los pulmones y no obtuvieron agua, sino 
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burbujas de aire. Los peritos determinaron que la causa de la muerte del ofendido 
fue el traumatismo craneoencefálico, que ocasionó hemorragia intracraneal 
e interhemisférica y en la base del cráneo. EL (sic) anterior dictamen se 
encuentra complementado por el perito de la Dirección de Servicios Periciales 
de la Procuraduría, en el que se determina que el cuerpo de la víctima presentó 


escoriaciones dermoepidérmicas ocasionadas por arrastre y que se practicó la 


docimasia pulmonar hidrostática, lo que arrojó un resultado negativo, de lo que 
se concluye que la muerte se debió a las lesiones sufridas en el cráneo. Ambos 
dictámenes periciales se encuentran corroborados por la inspección ministerial 
del cadáver y no se encuentran objetadas ni fueron desvirtuadas por prueba en 
contrario. La forma de practicarlos y de producirlos se sujetó a los lineamientos 
establecidos por el artículo 222 del Código de Procedimientos Penales. Por lo 
tanto, tales peritajes nos merecen consideración de pruebas eficaces, según la 


facultad concedida por el artículo 276 del mismo cuerpo de ley adjetiva. 


A efecto de satisfacer las exigencias del artículo 173 del Código Procesal 
Penal, obran en autos declaraciones de testigos que determinaron la identidad 


del cadáver y que establecieron que en vida llevo el nombre de Rogelio. 


Como apreciaremos posteriormente, de la declaración del acusado y de 
los elementos probatorios de autos se desprende que fue causa eficiente de 
la muerte del ofendido la acción realizada por el sujeto agente, con lo que se 


comprueba la existencia del nexo causal. 


Por consecuencia de todo lo anterior, resulta comprobado eficientemente 
el cuerpo del delito de homicidio, pues las pruebas del sumario acreditan 
suficientemente los elementos constitutivos del ilícito de homicidio. Por tanto, 


en este aspecto, la sentencia recurrida no causó agravio alguno al acusado. 


Es cierto que, como lo determina el juez natural, existen suficientes 
elementos probatorios en el sumario para considerar que el acusado fue el 


responsable de la comisión del delito de homicidio en agravio de Rogelio, 
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pero, debemos advertir desde un principio, tales elementos probatorios no son 
suficientes para determinar indubitablemente o, cuando menos, para formar 


una convicción fundada, que el acusado obró dolosamente. 


Es cierto que la llamada prueba circunstancial, constituida por 


indicios eficientes sobre hechos y circunstancias que lógicamente conducen 


a la certidumbre de que el acusado fue responsable de los actos que se le 
imputan, es bastante para fundar una sentencia condenatoria. Sin embargo, es 
preciso aclarar al respeco (sic) que pueden darse dos hipótesis que ameritan 
consideración especial: lo. Puede suceder que de los indicios, ordenados 
lógicamente, se deduzca que el acusado es responsable pero que de ellos no 
se obtenga la convicción plena de que el acusado fue dolosamente resposable, 
(sic) 20.- Puede suceder que los indicios, lógicamente ordenados, produzcan 
la convicción de que el acusado fue responsable, pero que, al no existir prueba 
eficiente para determinar cuál fue el móvil que impulsó eficazmente al acusado 


a delinquir, se carezca de la convicción de que su conducta fue dolosa. 


En ambos casos, y máxime si el acusado confiesa que por una acción 
imprudente suya se produjo la muerte del ofendido, en aplicación estricta del 
principio “in dubio pro reo”, debe considerarse que su confesión es eficaz, y, 


por ende, que su conduta fue culposa y no dolosa. 


En su sentencia el juez natural, produce un correcto análisis de las pruebas 
y de los indicios, para dar lugar a una prueba circunstancial de la que se deduce 
que el acusado fue el autor material del homicidio. Sin embargo, del enlace 
de las circunstancias indiciales no se llega a la conclusión necesaria de que el 


acusado obró dolosamente. 
En cuanto se refiere al aspecto del “dolo”, el juez natural argumenta 


con posibilidades y se funda en un análisis equivocado de los hechos y de las 


probanzas e indicios. 
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Conforme al artículo 41 del Código Penal, obra con dolo quien quiere 
la realización del hecho legalmente descrito. Esto significa que, aun cuando 
suceda momentáneamente, para que haya dolo es preciso que previamente a la 
acción haya habido un momento de reflexión, la cual consistirá en proponerse 
una finalidad como la de satisfacer un deseo de venganza, la de desahogar 
un odio, la de obtener algún beneficio, etc., y en seleccionar los medios para 
alcanzar tal finalidad. Ahora. bien, la finalidad que el sujeto agente persigue es 
el móvil de su conducta, es la motivación fundamental de esta, en consecuencia, 
es necesaria la prueba de la existencia del móvil determinante para que la 


conducta del sujeto agente pueda ser considerada como dolosa. 


Del análisis de las constancias de autos no obtenemos ni directamente ni 
por inferencias, la existencia del móvil que determinó la conducta lesiva del 
acusado. Antes bien de las declaraciones de los testigos de cargo, que refieren 
lo sucedido en los momentos antecedentes a los hechos en que aconteció la 
muerte del ofendido, se desprende que las relaciones existentes entre el acusado 
y éste eran amistosas y que no hubo dificultad alguna entre ellos. Además, el 
testigo Angel declaró que el acusado y el ofendido eran amigos; Carlos quien 
afirmó que tenía motivos de odio y rencor en contra del acusado por haber 
privado de la vida al hermano del propio declarante, manifestó que su hermano, 
el ofendido, y el acusado llevaban amistad desde hacía cuatro años y que el 
declarante no sabía si entre ellos existiera algún problema; Wenceslao, padre 
del acusado, declaró que entre éste y el ofendido nunca hubo rencillas y sí 
amistad cercana, pues siempre se llevaban muy bien y él asistía a comidas 
y fiestas en la casa del declarante. A pesar de que consideramos lo anterior 
suficiente para establecer que la conducta del acusado no fue dolosa, pues no 
se probó en autos el móvil de su acción lesiva, seguiremos con el análisis de 
probanzas para esclarecer la situación más adecuadamente y para despejar así 


las dudas que pudiesen surgir. 
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Al analizar los dictámenes médicos, de autopsia y complementario, 
encontramos una grave omisión: no se determinó la causa del traumatismo 
cráneo-encefálico que ocasionó hemorragia intracraneal e interhemisférica y 
en la base del cráneo, la que produjo la muerte del ofendido. Así, no sabemos, 
ni siquiera como mera posibilidad, si tal traumatismo mortal fue ocasionado 


con algún instrumento o si fue provocado por el choque de la cabeza en contra 


del piso duro o en contra de alguna pared. 


De las constancias de autos no se desprende dato alguno que ayude a 
esclarecer tal aspecto, pues además de que, con excepción de lo declarado por 
el acusado, no existe prueba alguna de la forma en que ocurrió la muerte, las 
insuficientes investigaciones y elementos que aporta el Ministerio Público no 
revelan ni la existencia del instrumento del delito o la posibilidad de que lo 
haya habido, ni que el traumatismo haya sido producido por causa diversa. 
La ausencia de determinación de la causa del traumatismo mortal es de suma 
importancia, pues no es posible establecer que la conducta del acusado fue 
dolosa si no se ha probado si utilizó algún instrumento para ocasionar la muerte 
del ofendido o si realizó acción diversa, como la de hacer que el cráneo chocara 
en contra de algún material duro. De esta suerte. Se plantea (sic) una situación 
de duda entre las posibilidades de que la acción del acusado haya sido dolosa, 
haya sido imprudente o simplemente que no haya sido determinante para 


producir el resultado lesivo. 


Es cierto que, como se demuestra con la confesión del acusado y con 
la fe ministerial del lugar en que fue encontrado enterrado el cadáver, el 
mismo acusado realizó la inhumación de éste. Esto, sin embargo, no puede 
constituir un indicio de que la acción de privar de la vida al ofendido haya sido 
dolosa, pues, como se desprende de las constancias del sumario, el acusado 
se presentó y sometió voluntariamente a la acción de la autoridad para su 
legal procesamiento, lo que es un fuerte indicio de su seguridad de que, al no 
considerarse responsable intencional de la muerte del ofendido, sería juzgado 


con apego a la justicia. 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


70 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


Al analizar las declaraciones del acusado, encontramos que en una 
actitud claramente defensiva, incurre en inexactitudes y en falsedades notorias, 
pero, debemos advertir, esto no puede significar que tales declaraciones 
sean totalmente mendaces. El juez natural, al observar esas inexactitudes y 
falsedades, considera que lo declarado por el acusado es confesión, por estar 
corroborado en autos, en lo que se refiere a su aceptación de haber participado 
directa e inmediatamente, en calidad de protagonista, en la privación de la vida 
del ofendido; pero, el juez desestima indiscriminadamente todos y cada uno de 


los aspectos declarados por el acusado, de carácter exculpatorio. 


Ante el Ministerio Público, el acusado declaró, en síntesis lo siguiente: 
Aproximadamente a las nueve de la mañana, llegó a una tienda en Calderones 
y después llegó su amigo Rogelio; ambos tomaron varias cervezas, sin saber 
cuántas; después ambos se fueron a la casa del declarante, donde tomaron dos 
cervezas caguamas, juntamente con Angel y Pedro; cerca de las trece horas, 
todos, excepto Pedro, llegaron a la tienda de Alicia, compraron dos o tres 
cervezas y se las tomaron afuera y compraron dos cervezas caguamas más para 
llevárselas; Rogelio y el declarante llegaron al rancho El Cedro, a la tienda 
de Chano, como a las tres y media o cuatro de la tarde, ambos se dirigieron 
al rancho de Calderones, por un camino de terracería, y a la altura de la mina 
de Las Torres, al ver las piletas, el declarante dijo a Rogelio que se metieran 
a nadar para que se les quitara el calor; ambos decidieron meterse y pasaron 
por la cerca; después, caminaron hasta las piletas y al llegar al bordo, Rogelio 
dijo al declarante que se aventara y este le respondió que lo hiciera él primero; 
ambos comenzaron a aventarse jugando y en esos enpujones (sic), el declarante 
logró aventar a Rogelio, el cual, al caer al agua, empezó a manotear, viendo el 
declarante que no podía nadar, acto seguido éste se lanzó al agua y llegó hasta 
donde estaba Rogelio y quiso cogerlo, pero éste impidió tal cosa al manotear; 
el declarante entonces al carecer de algún apoyo, decidió salir y al pararse en 
la orilla se dio cuenta de que Rogelio se había sumergido. 
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Hasta ese punto de la declaración del acusado apreciamos lo siguiente: 


1”.- Los hechos ocurridos entre las nueve y la diez y siete horas, sucedieron 
tal y como lo narró el acusado, con excepción de algunos detalles irrelevantes. 
Sabemos esto porque las declaraciones de Angel, de Alicia y de Miguel, lo 


constatan al coincidir esencialmente en los puntos principales. 


2?.- Es perfectamente creíble que ambos, acusado y ofendido, hayan 
decidido meterse a nadar al ver la pileta pues además de que, como lo declara 
Angel, frecuentemente “iban a nadar, de la inspección ministerial se obtiene el 
dato de que la cerca de alambre del lado sur de la mina se encontró levantada 
y de la inspección ocular con carácter de reconstrucción de hechos se obtiene 
el dato de que el acusado señaló físicamente que por el hueco existente, debajo 
de la cerca fue por donde se introdujeron, todo lo cual nos lleva a concluir 
que ambos, acusado y ofendido se introdujeron a los terrenos de la compañía 
minera voluntariamente y con la intención de meterse a nadar en la pileta. Nos 
parece relevante la anotación que el juez natural hace de que el acusado dudó 
para indicar por dónde se habían metido pues tal duda, finalmente aclarada 
al localizar el punto de la cerca referida, no puede constituir un indicio de 
falsedad del acusado, ya que no se demostró en autos que pudieron haberse 
introducido por lugar diverso. 


3o.- Con respecto a la descripción de los sucesos de los momentos 
previos a la producción de la muerte del ofendido y del momento en que ésta 
ocurrió, debemos contemplar que los hechos pudieron ocurrir solamente en 
las siguientes hipótesis: A).- Que la muerte del ofendido se hubiese producido 
fuera de los terrenos de la compañía minera, lo que significaría que el acusado 
hubiese hecho pasar el cadáver por debajo de la cerca de alambre para enterrarlo 
dentro de los mismos. Esta hipótesis debe descartarse totalmente, pues ni de 
la inspección ministrial (sic) ni de la inspección judicial se desprende que 
así hubiese podido suceder, ni tampco (sic) existen en autos pruebas que 


demuestran tal situación o que puedan hacernos deducir que ocurrió de tal 
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forma. B).- Que la muerte del ofendido hubiese acontecido en algún lugar 
dentro de los terrenos de la compañía minera. Hipótesis que también debe 
repudiarse ante la carencia de pruebas o de indicios que así lo hagan suponer. 
C) .-Que por virtud del forcejeo, la caída del ofendido se hubiese producido, 
no para el interior de la pileta, sino par (sic) el exterior, situación posible, pero 
tampoco probada en autos, la inspección ocular con carácter de reconstrucción 
de hechos arroja el dato de que no se encontró en la porción de terreno aledaño 
a la base del muro de la pileta ninguna huella de sangre visible, ni en las 
piedras del muro ni sobre la tierra. La hipótesis debe ser descartada, entonces. 
D).- Que como lo expresa el acusado, el mismo y el ofendido forcejearon y 
el primero logró aventar al segundo, cayendo este al agua y produciéndose 
su muerte por asfixia por sumersión. Hipótesis que debe ser descartada por 
las siguientes razones: Por que el dictamen pericial de autopsia reveló que la 
muerte se produjo por traumatismo cráneo-encefálico que ocasionó hemorragia 
intracraneal e interhemisférica y en la base del cráneo; porque, después de la 
práctica de la docimacia pulmonar hidrostática, los peritos dictaminaron que 
la muerte no se produjo por asfixia por imersión (sic); porque en el cadáver no 
se encontraron otras muestras características de la muerte causada por asfixia 
por imersión (sic), tales como la existencia de agua en el estómago, en el 
esófago o en los intestinos; la existencia de algas, ramas, trozos de tierra o de 
piedras aprisionados por las manos, dado que siempre quien se ahoga se aferra 
a todo lo que encuentra; existencia de heridas en las palmas de las manos, 
que indicasen que al no encontrar objeto en que apoyarse, el ofendido hubiese 
encajado las uñas en esa parte. E).- Que, así como lo señala el acusado el nivel 
del agua era de aproximadamente de un metro y medio con respecto al fondo 
de la pileta, como resultado del forcejeo y del “aventón” el ofendido cayo y 
su cabeza choco cerca del fondo con el travesaño de cemento, que aparece en 
la fotografía número siete, produciéndose la fractura y la hemorragia craneal 
y, consecuentemente, la muerte. Unica hipótesis admisible, dadas las escasas 
probanzas de autos. Ante lo anterior, cobra relevancia el interrogatorio que 
separadamente se formuló a los médicos y legistas Arturo y Pablo, quienes, en 


congruencia con nuestras consideraciones, afirmaron, después de analizar las 
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constancias de autos; que sí es posible que ante una caída repentina o por un 
impulso brusco, al golpearse la cabeza dentro de la pileta pueda producirse un 
traumatismo cráneo-encefálico como el sufrido por la víctima; que sí es posible 
al producirse de tal forma el traumatismo mortal se suspendiese inmediatamente 
los signos vitales y, concretamente, la respiración; que las lesiones corporales 


presentadas por el cadáver bien pudieron ser producidas al momento en que el 


cuerpo se deslizó hacia el fondo, porque la superficie de la pileta es irregular 
y áspera, porque el fondo de la pileta tiene declive y porque no es posible 
que tales lesiones hayan sido producidas después de sucedida la muerte del 
ofendido. 


No nos parece correcta la apreciación del juez natural de que las 
respuestas dadas por los peritos médicos carecen de mérito probatorio, toda 
vez que parten de la base falsa de que la pileta tema agua hasta la altura de un 
metro y medio, lo que es contrario a lo declarado por el acusado en el sentido de 
que la profundidad era de dos metros y medio. No nos parece correcta porque el 
acusado afirmó textualmente “que se imagina que sería de dos metros y medio” 
lo que no constituye una seguridad, sino solamente un cálculo aproximado, 
y porque ninguna prueba de autos revela que haya sido de otra forma como 
sucedieron los hechos o que la posibilidad contemplada por los peritos hubiese 


sido imposible en el caso. 


Ahora bien de todo lo anterior resulta que la aceptación que el acusado 
produce en su declaración de haber forcejeado, en juego, con el ofendido y 
de haber aventado a éste, no se encuentra desvirtuado en autos por prueba o 
indicio alguno. Como ya hemos dejado establecido, no existe prueba eficiente, 
ni siquiera circunstancial, de la que pueda inferirse que el acusado haya obrado 
dolosamente, y como se declaró, en lo que respecta a dicha aceptación sí se 
encuentra corroborada por los datos probatorios del sumario, en la forma antes 
apuntada, debe considerarse la narración del acusado de esos aspectos, es 
cierto, pues satisface los requisitos establecidos por el artículo 275 del Código 


Procesal Penal. 
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En cambio, como también ya quedó apuntado, no es verosímil la 
afirmación del acusado de que el ofendido pereció ahogado. Tampoco son 
veraces las modificaciones que a los aspectos del momento de la muerte 
introdujo el acusado en su declaración preparatoria, por las siguientes razones: 
1.- Porque su retractación de la primera declaración pretende ser justificada por 
la afirmación de circunstancias no probadas, tales como la presión policíaca; 2?.- 
Porque opera en el caso el principio de inmediatez de la prueba, según el cual 
tienen mayor eficacia probatoria las declaraciones producidas cercanamente al 
momento de los hechos, sobre de aquellas producidas con posterioridad y con 
la posibilidad de aleccionamientos; 3%.- Porque el acusado insiste en afirmar 
que el ofendido murio por acusa (sic) de asfixia por sumersión, circunstancia 


que se encuentra desvirtuada eficientemente en autos. 


Noentraremosal estudio de lasrestantes probanzas de autos, esencialmente 
los careos, pues de todas estas pruebas no se obtiene ningún dato que pueda 


aportar alguna luz para el esclarecimiento de los hechos. 


Hasta aquí, entonces, nos parece incontrovertible la afirmación del 
acusado de que al encontrarse en la barda de la pileta, él y el ofendido 
comenzaron a juguetear y que, en virtud de esto, el acusado logró aventar 
al ofendido provocando su caída dentro de la pileta. No existe prueba en el 
sumario que acredite que no sucedieron así las cosas o que haga dudar de que 
así fueron efectivamente. En cambio, apoyan tal convicción de pruebas, que si 
bien tienen el carácter de indirectas, sumadas lógicamente obligan a concluir 
la certidumbre de tal afirmación: 1%.- El acusado, sin coacción sin haber sido 
aconsejado por perito en derecho, motivado por un sentido de rectitud jurídica 
y moral, decidió presentarse voluntariamente ante el Ministerio Público y así 
lo hizo, esta circunstancia es reveladora, no de un sentido de remordimiento 
de conciencia, sino de la convicción que el acusado tenía de no haber sido 
responsable doloso de la muerte del ofendido. El acusado tuvo tiempo y 


oportunidad suficiente para darse a la fuga, pero su idea de poder aclarar las 
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cosas y su rectitud, lo impulsaron a someterse a la acción de la autoridad para su 
legal procesamiento. 2”.- Como ya hemos dejado establecido, las respuestas de 
los médicos legistas al cuestionario que les fue formulado tienden a establecer 
que la muerte del ofendido bien pudo haber sucedido por choque de su cabeza 
contra el fondo de la pileta, causado lo anterior por el impulso propio del 


“aventón” dado por el acusado al ofendido. Por lo tanto, existen bases para 


sustentar la convicción arriba referida. 


Ahora bien, de la propia confesión del acusado y de las declaraciones 
de Angel y Carlos, se desprende que el acusado estuvo ingiriendo bebidas 
embriagantes, concretamente cervezas y que la cantidad fue bastante. Lo 
anterior, dentro del lapso comprendido entre las nueve y las diecisiete horas. 
Indudablemente esto constituye ya por sí solo un indicio de imprudencia 
grave, tanto porque al suceder el jugueteo y el aventón el acusado no podía 
enocontrarse (sic) en condiciones físicas y psíquicas normales, como porque 
la ingestión de bebidas alcohólicas en cantidades excesivas es considerada 
jurídicamente como imprudente, dadas las posibilidades de resultados nefastos 
como el presente, en razón de la alteración de las facultades físicas y psíquicas. 
Sin duda, la voluntaria embriaguez provocó en el sujeto agente un estado 


subjetivo que le impidió prever lo que humanamente era previsible. 


Además de lo anterior, el jugueteo realizado por el acusado y por el 
ofendido revestía un grado de peligrosidad fácilmente apreciable. Basta 
observar la fotografía número siete, en la que se señala el punto donde se 
encontraban ambos, para darse cuenta de que tal jugueteo era peligroso; 
ambos se encontraban situados sobre la barda de escasa anchura, a una altura 
considerable en relación con el piso, por un lado, y con el fondo de la pileta por 
el otro, si bien es cierto que el ofendido participó, imprudentemente, también, 
en el jugueteo, esto no excluye la imprudencia del acusado, pues en los delitos 
de tipo culposo, es perfectamente posible la concurrencia de culpas para la 


producción del resultado lesivo. 
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Por último, es claro que el aventón que el acusado afirma le dio al 


ofendido, y que fue decisivo para la producción de la muerte de éste, constituyó 
el punto culminante de la imprudencia del acusado, pues dadas las condiciones 


de altura en que se encontraban ellos resultaba naturalmente peligroso. 


Concluimos, entonces, que la conducta del acusado fue culposa, pues 


realizó el supuesto jurídico establecido por el artículo 42 del Código Penal. Y, 
calificamos la conducta del acusado como gravemente culposa, sobre todo por 
la inmoderada ingestión de alcohol durante el período comprendido entre las 
nueve y las diecisiete horas y por las condiciones de altura del lugar donde el 
acusado y el ofendido se encontraban en relación con el piso y con el fondo de 


la pileta. 


En consecuencia, cabe modificar la sentencia recurrida en la forma 


apuntada. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Junio-Julio 1983. No. 22. pp. 214-227. 
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Homicidio con motivo de la práctica de un deporte.- Juzgado 
Tercero Penal de León, Gto.-Proceso número 51/98. Juez: María 


Teresa Isabel Martínez Mercado. 


ispone el artículo 16 de la Constitución General de la República que 


no podrá librarse ninguna orden de aprehensión o detención, a no ser 


por la autoridad judicial, sin que preceda la denuncia, acusación o 
querella de un hecho determinado que la ley castigue con pena corporal y sin 
que estén apoyadas aquellas con declaración bajo protesta de persona digna 
de fe o por otros datos que hagan probable la responsabilidad del acusado. De 
acuerdo al análisis de las probanzas aportadas por el Fiscal y remitidas a este 
tribunal por parte de la averiguación previa realizada por dicho funcionario 
se llega al conocimiento de que los requisitos señalados por el artículo 16 
constitucional, parcialmente transcrito para el libramiento de una orden de 
aprehensión, no se encuentran hasta el momento reunidos. En la especie está 
comprobala (sic) la existencia de un hecho delictuoso, como lo es el homicidio 
que tipifica el artículo 201 del Código Penal, pues al efecto obra la inspección 
ministerial del cadáver de José y el dictamen médico de autopsia respectivo, en 
el que se determina que la muerte del pasivo se debió a choque hipovolémico 
por hemorragia profusa proveniente de herida causada por instrumento punzo- 
cortante, penetrante de tórax, con lesión de pulmón izquierdo y a hemorragia 
intracraneana traumática, pruebas plenamente eficaces para el efecto anotado, 
en los términos de los artículos 272 y 276 del Código Procesal Penal. 


Sin embargo, no hay datos que señalen como probable autor de tal 


homicidio a Jesús, en contra del cual se solicita sea girada orden de aprehensión, 


por las siguientes razones: 
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De la ampliación del dictamen de autopsia, de 18 de noviembre de 
1982, se desprende que la hemorragia del tórax y la hemorragia intracraneana 
traumática por ruptura de una rama de arteria meníngea media derecha, fueron 
causa del deceso del ofendido y que dicha hemorragia intracraneana se debió a 


golpes repetidos en la cabeza. 


Conforme a lo declarado por Rubén y Jesús, la lesión que provocó la 
hemorragia del tórax fue inferida por el primero, pues el mismo acepta haber 
“encajado” en la espalda una varilla a José y el segundo dice que cuando el 
agraviado cayó al suelo, sangarando (sic) por boca y nariz, Rubén le dijo que “lo 
había picado” con una varilla, con las mismas probanzas se acredita que cuando 
esto ocurrió, Jesús y José estaban boxeando, con guantes, de los que para ello 
se utilizan, lo cual corroboran los atestos de María Concepción, Martha, Juana, 
Jorge, Pablo y Rosa María. Los indiciados de referencia categóricamente dicen 
que entre Jesús y José no hubo, en ningún momento, enojo; que intercambiaban 
golpes, sin ánimo de dañarse gravemente por practicar el boxeo, y de las 
declaraciones de los restantes testigos que hemos mencionado también se 
desprende que Jesús y José practicaban un deporte sin que entre ellos hubiera 
propósito deliberado de lesionarse en forma considerable luego, aún aceptando 
que los “golpes repetidos en la cabeza” que causaron hemorragia intracraneana, 
hayan sido propinados por Jesús cuando boxeaba con José, no puede decirse 
que obró antijurídicamente pues la actividad que realizaba es permitida por el 
Estado, abundando en lo expuesto, diremos que la antijuridicidad no es sólo la 
relación de contradicción entre la conducta y la norma jurídica, sino también la 
oposición de dicha conducta a los intereses colectivos, que no se da en el caso 
puesto que la colectividad acepta y fomenta la práctica de un deporte como lo 


es el boxeo. 
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En tales condiciones, y como en la especie no se hace probable la 
responsabilidad del acusado en la perpetración del delito de homicidio, no 
se satisfacen los requisitos del artículo 16 de la Constitución General de la 
República y, consecuentemente, se niega la orden de aprehensión, solicitada en 


contra de Jesús, respecto de tal delito. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Junio-Julio 1983. No. 22. pp. 249-251. 
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Si el inculpado desarma a su agresor y luego lo priva de la vida, 
no obra en legítima defensa.-Primera Sala Penal. Toca número 
322/983 .- Magistrado: Miguel Valadez Reyes. 


1 el propio inculpado hace notar en su deposición que su agresor perdió 

el objeto con que le atacaba el que cayó al piso, de donde él lo recogió 

y que con el mismo le ocasionó los daños en la salud que motivaron su 
fallecimiento, es inconcuso que de manera implícita está poniendo de relieve 
que al obrar no había ya un riesgo para valores de los que fuera titular, habida 
cuenta que el acometimiento que los puso en peligro era pretérito, por lo que, 
en tales circunstancias no fue el afán de defenderse lo que le impulsó a cometer 
el hecho criminoso que se le imputa, supuesto que tuvo perfecta noción de 
que su contrincante se encontraba inerme, ya que había logrado hacerse del 
arma que portaba, misma con que le mató, de lo cual se sigue que esa razón de 
que se habla sería ya de suyo suficiente para descartar que obrase dentro de la 
hipótesis justificativa que arguye porque, como ya lo dice el más Alto Tribunal 
de la República en la tesis de Jurisprudencia consultable a páginas 2721, del 
Tomo CXII del Semanario Judicial de la Federación, correspondiente a su sexta 
Epoca: “La legítima defensa consiste en obrar repeliendo una agresión injusta, 
actual, violenta y de la cual resulte un peligro inminente; y si en el caso a 
estudio, resulta que el reo lesionó mortalmente al occiso, después de que habla 


logrado desarmarlo, no existe ya peligro inminente de ser lesionado”. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Diciembre 1983-Enero 1984. No. 25. p. 2. 
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Complicidad Correspectiva.-Quinta Sala Penal.-Toca número 
296/983.-Magistrado: Diego León Rábago. 


a sentencia recurrida determinó que se comprobó el cuerpo del delito de 
homicidio, tipificado por el artículo 201 del Código Penal, conforme a 


la regla específica de acreditación del artículo 161 del Código Procesal 


Penal, lo anterior es correcto ya que existe en autos probanzas eficientes para 


así considerarla. 


Obran en autos las inspecciones ministeriales realizadas en los cadáveres 
de quienes se llamaron en vida Rafael, Sacramento, Serafín y Alfredo. Estas 
inspecciones coinciden esencialmente con las descripciones que producen 
los peritos legistas y no se encuentran desvirtuadas por prueba alguna. El 
Representante Social produce una descripción detallada de las circunstancias 
y lesiones que externamente les fueron apreciadas. Desde un punto de vista 
formal, tales inspecciones satisfacen los requisitos establecidos por los articulas 
196 y 197 del Código Procesal Penal, por lo cual, atento lo prescrito por el 


artículo 272 del mismo cuerpo legal, tienen validez probatoria. 


Encontramos en el sumario los siguientes certificados de necropsia: del 
cadáver de Rafael, que presentó herida producida por proyectil de arma de 
fuego en la línea esternal a la altura del quinto espacio intercostal; desgarro 
total del corazón, del pulmón izquierdo y del derecho. Los peritos dictaminaron 
que la herida de órganos vitales y la gran hemorragia interna fueron causa 
de la muerte. Del cadáver de Sacramento, que presento herida producida por 
proyectil de arma de fuego en la octava vértebra dorsal; destrucción de los 
cuerpos séptimo, octavo y noveno de la columna dorsal; desgarro total del 
corazón y del pulmón izquierdo. Los peritos dictaminaron que la destrucción 
de los órganos vitales fue la causa de la muerte. Del cadáver de Serafín, que 
presentó herida por proyectil de arma de fuego en la región subclavicular 


derecha; herida por proyectil de arma de fuego abajo de la tetilla derecha; 
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destrozo de la parrilla costal del hemitórax derecho y desgarro pulmonar 
izquierdo y derecho. Los peritos estimaron que la causa de la muerte fue la 
herida de los pulmones y la gran hemorragia interna del cadáver de Alfredo, 
que presentó herida producida por proyectil de arma de fuego en la parte media 
occipital, con gran salida de masa cerebral, herida producida por instrumento 
punzocortante en el epigastrio, con salida de colon transverso y salida de colon 
y estómago; fractura de los huesos del cráneo con vaciamiento de la masa 
cerebral. El perito dictaminó que la causa de la muerte fue el vaciamiento del 


cráneo y la herida y evisceración del colon. 


Estos peritajes provienen de médico legalmente autorizado para ejercer la 
profesión, que tiene carácter de perito oficial. Las partes descriptivas coinciden 
con la descripción ministerial antes estudiada. Estos peritajes son lógicos y 
fueron realizados después de aplicar las prácticas técnicas conducentes. Por lo 
tanto, al satisfacer los requerimientos del artículo 222 del Código Procesal Penal 
y al no encontrarse desvirtuadas por prueba alguna, tienen validez probatoria, 
lo que consideramos en uso de la facultad que nos concede el artículo 276 del 


citado cuerpo de ley. 


Obran en autos declaraciones útiles de testigos de identificación de los 
cadáveres, a efecto de satisfacer lo exigido que el artículo 173 del Código 


Procesal Penal. 


Con todos los anteriores elementos de prueba se satisfacen plenamente 
los requerimientos de la norma específica de acreditación, de suerte que es 
posible afirmar que sí se comprobó la materialidad del ilícito de homicidio en 
todos los casos y que la sentencia recurrida no causó agravio alguno al acusado 


al así considerarlo. 
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La sentencia recurrida establece que se comprobó la responsabilidad (sic) 
penal del acusado Miguel en la comisión del delito de homicidio en agravio de 
los ya mencionados ofendidos. Al respecto, procede hacer el siguiente análisis 


de probanzas. 


Francisco, testigo, manifestó que a las 16.00 horas del día cuatro de 


octubre de 1971 se reunió con Alfredo, Serafín, Sacramento y Rafael y se 
dirigieron al poblado de la Estancia del Carmen de Maravatío; que tomaron 
agua en un ojo de agua y siguieron por un camino que por la parte de atrás de 
una cerca que estaba de frente al lugar por donde caminaban empezaron a salir 
disparos de arma de fuego; el declarante se tiró al suelo y luego corrió; que no 


vio quién o quiénes producirían los disparos. 


Juan, testigo, manifestó que el día cuatro de octubre como a las cuatro de 
la tarde se reunió con. Francisco, Alfredo, Serafín, Sacramento y Rafael y se 
dirigieron al poblado de su vecindad, que al pasar por en medio de una cerca 
de piedra fueron balaceados, el declarante oyó como cien disparos; que de una 
esquina. de la cerca les tiraban tres o cuatro armas y reconoció rifles calibre 30- 
60, pues éstos hacen dos truenos y se distinguían de los demás tiros que salían 
de la cerca, los que el declarante consideró eran provenientes de pistolas; que 


no supo quienes tirarían, ya que los cubría la cerca. 


Estas declaraciones contienen, a nuestro juicio, versiones perfectamente 
creíbles. Obseramos (sic) que en los aspectos esenciales, ambas coinciden y que 
solamente en cuanto a la referencia específica a las armas el segundo testigo 
produce mayores detalles, pero sin alterar la sustancia. Estas declaraciones 
son producidas en forma ordenada, segura, sin dudas o reticencias (sic), 
lógicamente; provienen, además, de personas de cuya veracidad no podemos 
dudar. Por otra parte, son atestos que tienen corroboración en otras probanzas, 
a saber: 1?.- Los dictámenes periciales de autopsia que revelan que los cuatro 
cadáveres presentaron heridas producidas por proyectiles de arma de fuego; 


2”.- Las inspecciones oculares ministeriales que describieron las heridas 
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mencionadas; 3”.- Las declaraciones de testigos de identificación que afirmaron 
que los cadáveres pertenecieron a los ofendidos que los testigos refirieron que 
iban con ellos; 4”.- Oficio suscrito por el sub-jefe (sic) de la policía judicial, de 
fecha 10 de octubre de 1971, en el que refire (sic) que se observaron en el lugar 
de los hechos cuando menos ocho posiciones detrás de unas cercas, donde se 
presume estaban emboscados los homicidas, y se encontraron tres cartuchos de 
carabina de retrocarga, calibre 12, y otros cartuchos de rifle siete milímetros, 
y 30,0,6; este elemento constituye prueba indical (sic) y adquiere carácter de 
prueba plena al ser apoyada por el contenido de la inspección ocular ministerial 
del lugar de los hechos, a la que nos referimos seguidamente; -5*.- Inspección 
ocular ministerial del lugar de los hechos, en la que se da fe de la existencia de 
la cerca de piedra, de la existencia de huellas de sangre y de la existencia de 
otra cerca lateral. Esta inspección satisface los requerimientos de los artículos 
196 y 197 del Código Procesal Penal y no fue desvirtuada por prueba alguna, 
por lo cual, atento a lo dispuesto por el artículo 272 del mismo ordenamiento 
adjetivo, es prueba eficaz. En consecuencia, las declaraciones de los testigos 
que analizamos constituyen prueba plena, pues tienen corroboración en otras 
probanzas y satisfacen los requisitos establecidos por el artículo 277 del mismo 


cuerpo de ley invocado. 


El acusado J. Jesús declaró ante el sub-jefe (sic) de la policía judicial. 
Debemos señalar que esta declaración sólo se encuentra firmada por el propio 
acusado y por dicho sub-jefe (sic), pero que es ratificada propiamente ante el 
Representante Social. En esa primera declaración el acusado manifestó que 
José, Ciro, J. Guadalupe, Raúl, Francisco, lo invitaron para que participara en 
la muerte de Alfredo y Sacramento; que fueron al rancho Las Grullas y todos 
se acomodaron a esperar a los occisos; que en cuanto éstos pasaron, empezaron 
a dispararles balazos; que Francisco, quien se encontraba junto al declarante, 
no disparó, pero el declarante disparó tres balazos con un rifle siete milímetros 


que le facilitó José; que éste prometió al declarante mil pesos, pero no se los 
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entregó; que el declarante le tiró a dos de los muertos sin saber a cual le pegaría, 
que el declarante tenía rencillas con Alfredo ya que éste le había robado unos 


animales al padre del declarante en 1962. 


El mismo acusado J. Jesús declaró ante el Ministerio Público que en 


octubre de 1971 llegaron al rancho José y Miguel; que el primero invitó al 


declarante para que participara en la muerte de Alfredo y Sacramento; que le 
prometió al declarante mil pesos, pero nunca le dio la cantidad prometida; que 
los hechos ocurrieron a las cinco de la tarde en un terreno denominado Las 
Grullas y José le prestó al declarante un rifle siete milímetros, cargado con 
cinco tiros, más otros cinco que le entregó en mano; el declarante solamente 
disparó tres en contra de los dos ofendidos que iban corriendo juntos; que el 
declarante se colocó junto con Francisco en la parte alta del cerro del terreno 
y desde ahí hizo los diaparos (sic); que Francisco, a pesar de estar armado con 
un rifle siete milímetros no hizo disparos; que José, Miguel, Guadalupe, Ciro y 
Raúl, todos, se encontraban en la falda del cerro detrás de una cerca de piedra, 
el primero traía un rifle 30-06; el segundo, una retrocarga, los dos últimos, 


pistolas. 


Las dos anteriores versiones del acusado J. Jesús son coincidentes, 
con la salvedad de que en la segunda introduce mayores detalles de la forma 
cómo ocurrieron los hechos que en la primera. Por otra parte, ambas versiones 
coinciden en gran porción de sus contenidos con los que virtieron (sic) los 
testigos, ya analizadas y valoradas. Al mismo tiempo, la descripción que el 
acusado produce del lugar de los hechos y de la forma en que los homicidas 
se parapetaron, coincide con la inspección ocular ministerial del mismo lugar 
de los hechos y con la descripción que produjo del sub-jefe (sic) de la policía 
judicial, también del mismo lugar. Además de lo anterior, las versiones del 
acusado no se encuentran desvirtuadas por prueba eficaz alguna. De esta suerte, 
satisfacen los requerimientos establecidos por el artículo 275 del Código de 


Procedimientos Penales y, por ende, tienen el carácter de confesiones plenas, 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


86 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


ya que se trata de una aceptación del acusado de haber participado en los hechos 
como actor, es decir, como uno de los responsables de los actos materiales de 


privación de las vidas de los ofendidos. 


Al rendir su declaración preparatoria, el acusado J. Jesús no ratificó 
sus anteriores versiones, sino que se retractó afirmando que fue sometido a 
coacción; afirmó que lo golpearon a las diez de la noche; que se encontraba en 
México cuando ocurrieron los hechos y que a esa ciudad llegó Juan y le dijo 
que habían hecho esas muertes, refiriéndole los nombres de los muertos; que 
le platicó cómo sucedieron los hechos y que no le dijo la hora, y que sólo le 
dijo que fue en la tarde. Al ser interrogado manifestó que dijo que los hechos 
fueron como a las 5 de la tarde porque Juan le contó que más o menos a esa 
hora habían sucedido; que el declarante dijo puras mentiras pues no estuvo ahí; 
que las personas que refirió que dispararon son efectivamente José, Miguel, 
Ciro, Guadalupe, Francisco y Raúl; que Juan le dijo que los habían matado 
porque habían venido aquí a entregarlos; que es verdad que Alfredo se robó 


unos animales de su padre en 1962. 


Es necesario señalar que el acusado J. Jesús rindió sus declaraciones en 
el mismo día, de suerte que, de haber sido efectivamente golpeado al rendir la 
primera, las huellas de ello hubiesen sido perfectamente visibles. El acusado 
no refiere que tenga alguna huella ni se de fe de que la tuviese. Por otra parte, 
no existe ninguna prueba, ni siquiera un indicio, de que efectivamente el 
acusado hubiese sido obligado a declarar por medio de la coacción. Ahora 
bien, es claro que el acusado declaró con veracidad ante el Ministerio Público, 
según hemos ya expuesto; pero, más aún, basta leer la declaración preparatoria 
para darse cuenta de la inseguridad con que produce su retractación. Incurre 
en contradicción manifiesta al afirmar primero que Juan le platicó que los 
hechos ocurrieron en la tarde, sin mencionar la hora y, después, que los hechos 
ocurrieron a las cinco de la tarde. Incurre en afirmaciones diversas al expresar, 
primero, que se fue a la Ciudad de México el cinco de octubre y, después, que 


fue el cinco de septiembre. Además, afirma haber tenido relaciones con los 
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acusados, ya que incluso dice que Juan fue a la Ciudad de México y que ahí le 
platicó de los sucesos; afirma haber tenido motivo de rencilla con Alfredo ya 
que este robó unos animales al padre del acusado, cosa que también afirmó en 


su declaración ante el Ministerio Publico. 


Cabe agregar que en el careo que el acusado J. Jesús sostuvo con el testigo 


Francisco, éste sostuvo con detalles su primitiva declaración. 


Con todos los anteriores elementos es de concluirse que la retractación 
que el acusado produjo carece de validez probatoria, pues no es veraz. 
Es incuestionable que el acusado no apoya tal retractación en pruebas 
eficientes acerca de la coacción a que dice haber sido sometido, ni tampoco 
probó que efectivamente hubiese mentido en sus primeras versiones, pues 
en su declaración preparatoria incurre en inseguridades y contradicciones 
manifiestas que nos forman la convicción de que fue en esta declaración donde 
incurrió precisamente en falsedades. Por todo ello, es aplicable aquí el criterio 
sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en Jurisprudencia 79, 
visible en recopilación de Imprenta Murguía, México, 1965, que dice: “Para 
que la retractación de la confesión anterior del inculpado tenga eficacia legal, 
precisa estar fundada en datos y pruebas aptas y bastantes para justificarla 
jurídicamente”. Debemos agregar a lo anterior, que en las dos primeras 
versiones existe corroboración plena proveniente de otras probanzas, como al 


principio lo establecimos, de suerte que éstas nos parecen incuestionables. 


Con todas las pruebas que hemos valorado positivamente es posible 
tener ya por comprobada la responsabilidad penal del acusado Miguel, en 
la comisión del delito de homicidio en agravio de los cuatro ofendidos ya 
mencionados. La confesión del acusado J. Jesús, debidamente apoyada en otros 
elementos de prueba eficientes, es bastante para así considerarlo, toda vez que 
este acusado señala directamente a Miguel como uno de los autores materiales 
del homicidio de los ofendidos y refiere que fue uno de los que se parapetaron 


tras las cercas y que dispararon en contra de tales ofendidos, existiendo además 
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el antecedente de que Miguel fue uno de los que se presentaron para invitar a J. 
Jesús en la muerte de los mismos. Debemos agregar que el móvil que impulsa 
la conducta de Miguel lo fue el que dos de los ofendidos denunciasen otros 
hechos delictuosos cometidos por el acusado y que ocasionasen con ello su 


privación de libertad, situación que J. Jesús definió claramente. 


No consideramos que tenga eficiencia la declaración que el acusado 
Miguel expuso; tampoco estimamos con validez probatoria los testimonios que 


pretenden establecer coartadas en favor del acusado. 


Miguel manifestó, al rendir su declaración preparatoria, que no está 
de acuerdo con la acusación porque desde que se fugó de la cárcel en 1971, 
juntamente con Olivares, se fue a la ciudad de México; que ahí supo por el 
periódico de las muertes; que de los ofendidos sólo conocía a Alfredo, con el que 
no tenía rencillas; que desde la fuga no ha vuelto al rancho y ha permanecido en 
México trabajando; que en los primeros días de octubre de 1971 trabajaba en 
una cantera con un señor Pancho, del cual no recuerda su nombre; no recuerda 
el nombre de sus compañeros de trabajo; que tenía como siete años de estar 
viviendo en la colonia Santo Domingo en México. Al sostener careos con el 


coacusado, Miguel se sostiene en lo expresado anteriormente. 


En el caso no se trata de dilucidar si el acusado Miguel se encontraba 
viviendo en la ciudad de México durante la época en que sucedieron los hechos, 
sino de precisar si en el momento mismo en que estos ocurrieron, día y horas 
exactas, el acusado se encontraba en esa ciudad. Los testigos de descargo, Tomás 
y Adelaido, establecen que el acusado: participó en una invasión de terrenos en 
la ciudad de México y que les consta que del mes de septiembre al de octubre 
de 1971, el acusado estuvo en ese lugar sin ausentarse ningún día. Agregaron 
tales testigos que el acusado incluso estuvo colaborando en la construcción de 
casas juntamente con el segundo de los testigos y que diariamente celebraban 
juntas a las cuales acudía siempre el acusado. Consideramos que para que la 


prueba testimonial hubiese sido perfecta a efecto de demostrar la coartada 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 89 


del acusado, hubiese sido necesario apoyarla con otras pruebas eficientes, 
fundamentalmente la de que efectivamente hubo tal invasión de terrenos en 
la época en que sucedieron los hechos de este proceso, lo de que ciertamente 
se realizaron construcciones de casas en esa colonia durante la misma época. 
En ausencia de tales probanzas, es claro que las declaraciones de los testigos 


(sic) carecen de corroboración y que se convierten en elementos meramente 


indiciales a los que no es posible concederles mérito probatorio. Cabe 
considerar también que el acusado Miguel no refiere tales circunstancias en 
su declaración preparatoria ni en el careo que sostuvo en autos, lo que era 
de suma importancia para establecer dónde y en qué momento se encontraba 
trabajando en la ciudad de México. Esta omisión es significativa, pues como 
era de vital importancia para el acusado señalar específicamente el lugar donde 
se encontraba al suceder los hechos, señalar el nombre de las personas que 
estuvieron con él en tales momentos y señalar otras circunstancias como la de 
su ocupación en esos mismos momentos, al no establecer lo anterior y al venir 
a establecerlo testigos presentados por la defensa, todo se nos aparece como 
una argucia prefabricada para desvirtuar la acusación. En otras palabras, era al 
acusado a quien correspondía describir todas y cada una de sus acciones en el 
momento de los sucesos que nos ocupan y a los testigos corroborarlo; pero tal 
cosa no aconteció y fueron los testigos los que expresaron esas circunstancias 
para construirle el acusado una coartada a la que el no se había referido en 
concreto, ya que sólo manifestó genéricamente que se encontraba en la ciudad 


de México. 


Es claro, como correctamente lo establece el juez natural, que tales testigos 
revelan parcialidad. Aun cuando no han sido interrogados por el juzgador, 
espontáneamente manifiestan que Miguel se encontraba con ellos en la ciudad 
de México durante los meses de septiembre y octubre de 1971 y Adelaido 
incluso insiste en que “menos aún notó que se ausentara los primeros días de 
octubre de 1972”. Lo anterior reveló aleccionamiento. Pero, más aún lo revela 


el hecho de que deponen, también espontáneamente, sin previo interrogatorio, 
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sobre los mismos hechos y en forma muy semejante. Necesariamente fueron 
advertidos sobre lo que debían declarar y sobre lo que debían especificar más 


determinadamente. 


Por lo tanto, todas las argumentaciones que el a-quo produce para estimar 
inhábiles los testimonios en estudio nos parecen correctas. Por otra parte, la 
declaración del acusado, sin apoyo probatorio sustancial, omisa en los aspectos 
mencionados, no nos parece cierta, máxime que existen las probanzas que al 


principio valoramos positivamente y que la desvirtúan con eficiencia. 


Ante todo lo anterior, concluimos que no existe duda acerca de que el 
acusado sea responsable plenamente, en forma dolosa de la comisión del ilícito 
de homicidio en agravio de los cuatro ofendidos. La resolución recurrida nos 


parece, por lo mismo, correcta y justa en todos los aspectos estudiados. 


Nos parece incuestionable que en el caso se comprobó la existencia de la 
circunstancia califcativa (sic) de premeditación, pues se demostró que se realizó 
una planeación previa. Esto porque el acusado fue a entrevistarse con J. Jesús 
para invitarlo a participar en el homicidio, situación que denota claramente que 
todo fue planeado con anticipación por el mismo acusado, lo que presupone 


necesariamente un proceso de reflexión. 


Es incuestionable también que efectivamente la conducta desplegada 
por el acusado fue actualizadora del supuesto jurídico de calificativo de 
alevosía, pues el acto de disparar sobre las víctimas ocasionándoles la muerte 
fue imprevista para ellos, es decir, inesperado y sin posibilidades de defensa 


alguna. 
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Es también indudable que la conducta del acusado materializó la 
hipótesis de calificativa de ventaja, tanto porque el número de atacantes, del 
que formaba parte el acusado, como porque se encontraban éstos armados, 
fueron situaciones que significaron invulnerabilidad para el acusado y demás 


agresores y significaron superioridad manifiesta de ellos sobre las víctimas. 


En razón de todo lo anterior, entonces, es procedente confirmar el fallo 
recurrido en todos los aspectos hasta ahora estudiados, pues no se causó 
agravio alguno al acusado. Nos parece definitivo que los agravios expresados 
por la defensora de oficio no fueron operantes, pues si bien es cierto que solo 
J. Jesús mencionó como autor del homicidio al acusado Miguel, también lo 
es que este testimonio no constiuye (sic) prueba singular, ya que se encuentra 
debidamente corroborada por otras probanzas, según hemos expuesto, y nada 
hay en el sumario que pueda eficientemente desvirtuarlo o hacernos dudar de 


su veracidad. 


Nos parecen operantes los agravios expresados por la defensora de oficio 
en la (sic) que respecta a la individualización de sanciones, pues es cierto que 
el a-quo toma en consideración circunstancias que son ajenas a las constancias 


de autos. 


Es verdad que sí se probó el móvil de las acciones del acusado, como 
lo señalamos en el punto anterior; es verdad también que los daños morales 
y materiales causados a los familiares de las víctimas fueron de extrema 
consideración, pues se vulneró el valor más apreciable, es decir, la vida humana, 
es verdad formalmente que los hechos ocurrieron en forma emboscada y que 
la conducta del acusado actualizó hipótesis de calificativas. Sin embargo, no 
se demostró que el acusado fuese un homicida a sueldo ni que se acompañase 
siempre de otros delincuentes para perpetrar diversos delitos diferentes a 
los de este proceso, ni tampco (sic) que la existencia de una banda a la que 
supuestamente perteneciera el acusado hubiese ocasionado inseguridad a los 
habitantes de la región. Todas estas circunstancias probablemente constan al 
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juzgador por referencias prticulares (sic) o por la existencia de expedientes 
en trámite en el juzgado de origen, pero al no obrar prueba de todo ello en 
este sumario, el juzgador sí incurrió en violación en perjuicio del acusado al 


tomarlas muy en cuenta para la individualización de sanciones. 


Por otra parte, es erróneo el criterio del juez natural de que en el caso 
no existe complicidad correspectiva pues no basta, según dice, que hayan 
participado varias personas en el hecho sino que es indispensable la ausencia 
de preordinación, conforme lo determina el Magistrado atinadamente. 
Consideramos erróneo lo anterior porque el juez natural no debió aplicar el 
criterio del Magistrado al caso, dado que se fundó en una disposición relativa 
al Código Penal de vigencia anterior; debió, en cambio, aplicar favorablemente 
el contenido del artículo 27 del Código Penal de carácter actual. Pero, a más 
de ello, y aun cuando esta última disposición ya no admite semejante criterio 
interpretativo expresado por el Magistrado a que se refiere el a-quo, el caso 
concreto de Miguel, no puede ser contemplado como semejante al de J. Jesús. 
En éste hubo efectivamente esa característica de “preordinación”, pero no la 
hubo en el del acusado que nos ocupa, pues no existe prueba de que haya 
percibido sueldo alguno por cometer el homicidio o de que estuviese a las 


órdenes de algún otro delincuente. 


El artículo 27 del Código Penal vigente establece la complicidad 
correspectiva, que se da en cualquiera de las formas de participación establecidas 
por la misma ley, tal complicidad correspectiva consiste propiamente en el 
supuesto de que varios sujetos activos intervengan en la comisión de un delito 
y de que se ignore el grado o la forma de participación de cada uno de ellos. 
Tal dispositivo es aplicable, aclaramos, en todos los casos, exista o no acuerdo 
previo entre los sujetos activos, hayan o no agravantes o calificativas en la 


comisión del delito. 


En el caso que nos ocupa, es incuestionable que no se demostró 
específicamente cuál fue la forma o grado de participación de Miguel en la 


comisión del delito de homicidio en agravio de los cuatro ofendidos. Ignoramos 
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a cuál de estos ofendidos privó de la vida el acusado, o bien, si privó a todos 
o solamente a algunos de ellos. Estamos ciertos de que efectivamente (sic) fue 
autor material de los homicidios, pero no sabemos con precisión el grado de 
su intervención. Por lo tanto, y al haber participado otros sujetos activos más, 
el caso debe apreciarse como de complicidad correspectiva, para imponer las 


sanciones que correspondan dentro de los márgenes establecidos por el mismo 


precepto en cita. 


Ahora bien, como se ha demostrado que estamos en presencia de un 
homicidio calificado, debemos tomar como base la norma sancionadora 
contenida en el artículo 204 del Código Penal, que establece como sanción de 
veinte a treinta años de prisión. Al aplicar lo prescrito por el artículo 27 del 
mismo ordenamiento, resulta que la sanción imponible fluctúa entre los cuatro 
quintos del mínimo a los cuatro quintos del máximo de la pena establecida 
por el dispositovo (sic) sancionador invocado en primer término. La operación 
matemática da como resultado un mínimo de diez y seis años y un máximo de 


veinticuatro años. 


Ahora bien, en tanto que las circunstancias a que el juzgador se refiere 
como antecedentes fundamentales para la imposición de sanciones no derivan 
de probanzas de autos, como ya hemos señalado, esta situación debe favorecer 
al acusado. Por lo tanto, estimamos justo y legal imponerle una sanción privativa 
de libertad de diez y ocho años de prisión, debiéndose modificar la resolución 
recurrida en este particular. Tal sanción deberá compurgarse en el lugar que 
designe el Ejecutivo del Estado; se extenderá en calidad de retención hasta por 
un tercio más ele su duración, se entenderá con privación ele derechos civiles 
y políticos y se descontará a favor del acusado el tiempo que ha estado privado 
de su libertad, es decir desde el día 27 de noviembre de 1978 hasta la fecha de 


la presente resolución. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Febrero-Marzo 1984. No. 26. pp. 77-91. 
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Legítima defensa improcedente.- segunda Sala Penal.- Toca 


número 269/984.- Magistrado: Mariano González Leal. 


s del todo inexacto que del análisis de las probanzas se desprenda dato 
alguno sobre la auténtica existencia de la eximiente legítima defensa 


que se pretendió presentar como favorable a Antonio. 


El análisis de las declaraciones de los agentes de la policía judicial que al 
ocurrir los hechos eran subordinados del acusado Antonio, evidencia que todos 
ellos, y el propio acusado, se condujeron con notoria mendacidad. Enseguida 


se apuntan algunas de las referidas contradicciones: 


En diligencia de 10 de agosto de 1982 se asentó, como consta a fojas 
4, la ya transcrita declaración de Jesús, uno de los agentes de la policía que 
acompañaban al acusado al producirse los hechos. En este atesto, el referido 
testigo aseveró que el ciclista que venía en sentido contrario era desconocido 
para los agentes de la policía judicial; que Antonio, jefe de grupo, les ordenó que 
se detuvieran para ver quién era esa persona (luego, desconocía su identidad); 
después corrió el agente Jesús para alcanzar al desconocido y entonces éste 
último hizo un disparo. No hizo este declarante referencia alguna al momento 
en el cual le encontraron los carrujos de mariguana que se presentaron como 


recogidos de la persona del occiso. 


En la misma diligencia el agente Juan dijo que efectivamente vieron al 
sujeto desconocido y que los hechos se produjeron sin que supieran quién era 


éste. 


En otra diligencia, Antonio declaró en 11 de agosto de 1982 ante el propio 
Ministerio Público, diciendo que se encontraba en el lugar de los hechos con 
la específica finalidad de detener a Inocencio, alias “el Calendario Galván”, 


de quien sabían que Francisco le cambiaba objetos robados por mariguana (lo 
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que pone de manifiesto que no se trataba el occiso de un desconocido para los 
agentes de la policía judicial); por otra parte, el mismo acusado, en la misma 
diligencia, dijo que “habiéndoles dicho “Panchillo” que él era “Inocencio”, 
intentaron interceptarlo, pero el individuo quiso correr en la bicicleta habiéndolo 
seguido Jesús”. Consecuentemente no se trataba ya, en esta declaración, de un 


desconocido, sino de una persona perfectamente identificada para los agentes. 


En la misma declaración dijo Antonio que después de que se disparó sobre 
el occiso “el declarante vio que en la cintura y por debajo del pantalón dicho 
individuo traía unos paquetitos de periódico, por lo que procedió a sacarle esos 
paquetes que traía en la cintura, y al hacerlo vieron que eran cuatro carrujos al 


parecer conteniendo mariguana”. 


Enrique se refirió también a que el sujeto era perfectamente identificado 
porque “Panchillo” les había dicho “ese es”, en cuya virtud el jefe Antonio 
ordenó que lo detuvieran. Dijo que él fue quien vio los envoltorios de periódico 
en la cintura del occiso y quien los sacó para luego entregárselos al jefe de la 


policía. 


El declarante Jesús dijo que el sujeto a quien iban a buscar andaba 
armado y el jefe de grupo ya había ordenado el dispositivo correspondiente 
para detenerlo (lo cual evidencia que no se trataba de ningún deconocido (sic), 
sino de una persona perfectamente identificada); señalando además “que él 
no escuchó cuando Francisco les dijo que el ciclista era la persona a quien 
habían ido a buscar, pero que lo imagina”. Pero agregó un elemento al que 
nadie había hecho referencia: “vio que el ciclista le echó la bicicleta encima y 
que el ciclista se cayó, por lo que inmediatamente se fue el declarante detrás 
de él para alcanzarlo corriendo”. Esta circunstancia no es narrada por ninguno 
de los testigos presenciales, a pesar que se refiere a una maniobra importante 
en la secuela de los hechos y susceptible de ser percibida sensorialmente por 
todos los agentes que sobre los mismos declararon. Dijo que él no se fijó quién 


le sacó al occiso los carrujos de mariguana. 
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Juan tampoco se refirió a que el sujeto de la bicicleta le hubiera echado 


encima ésta al agente que había descendido en su persecución. 


Francisco, en su primera comparecencia, dijo que el individuo que 
iba a bordo de la bicicleta hacía disparos a todos los agentes que iban en la 
camioneta (lo que ninguno de los agentes narró) y que “tiraba balazos como 
queriendo matarlos, ya que les tiraba a matar” (lo cual tampoco es referido por 
los agentes); se conduce con notoria mendacidad al afirmar que no se recuerda 
si los agentes llevaban o no armas, insistiendo en que el ciclista “se echó a 
correr por arriba del bordo tirando balazos”. Esto no es mencionado por ningún 
otro de los agentes, salvo hasta que posteriormente volvió a declarar en su 
preparatoria Antonio, contradiciendo también con ello los atestos de todos los 


demás agentes de la policía judicial. 


Todo lo anterior debe adminicularse a la circunstancia de que el cadáver 
de Inocencio presentó orificio de entrada, según objetivamente está probado 
merced al dictamen médico de autopsia, en la novena vértebra torsal, línea 
media, columna vertebral, cara posterior. Esto no es, como la defensa pretende, 
producto de la movilidad con la que los hechos ocurrieron, sino simple y 
sencillamente de que se le disparó por la espalda, lo que evidencia que ninguno 
de los testigos que hasta ahora se han analizado se condujo con veracidad al 


narrar los hechos. 


Es evidente, por otra parte, la mendacidad de tales testigos, si se toma en 
cuenta todas las contradicciones que ya se apuntan. Mientras que algunos de 
ellos, los que primero declararon, dicen que se trataba de un desconocido que 
empezó a disparar repentinamente, otros aseveran que se trataba de un sujeto 
altamente peligroso y bien identificado, al que exprofeso se iba a perseguir, 
mientras que otro más afirma que el occiso se les fue encima con la bicicleta y 
luego se cayó de ella. La forma como localizaron los cartuchos de mariguana 


en el occiso es también narrada en forma diversa, por lo que es notorio que a 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 97 


pesar de que todos ellos tienen la determinación de favorecer al acusado con sus 
declaraciones, incurren en contradicciones que revelan la notoria mendacidad 


con la que se conducen. 


Portodo ello, los testimonios que se analizan carecen de validez probatoria, 


del mismo modo que el contenido de la declaración preparatoria de Antonio 


quien, al advertir que Francisco había incurrido en una contradicción, pretendió 
enmendarla diciendo que el occiso les había disparado a todos. También en este 


caso se evidencia la mendacidad con la que se condujo Antonio. 


Por todo ello, adquiere, a la luz de los artículos 274 y 275 del Código 
de Procedimientos Penales, validez probatoria la declaración posterior 
de Francisco, vertida el 7 de agosto de 1984, ya sin las presiones a las que 
evidentemente fue sometido cuando virtió (sic) por primera vez. En el más 
reciente atesto de este declarante, que en párrafos anteriores se deja transcrito, 
se narra verosímilmente la forma en la cual Antonio se apoyó en un árbol y le 
disparó al occiso, que todavía se encontraba en la bicicleta y de la cual cayó 
a raíz del disparo, hechos que se produjeron cuando el occiso huía a bordo de 
su vehículo. Está explicado perfectamente el sitio y trayectoria objetivamente 
probados del disparo, por lo que no es exacto, como la defensa pretende, 
que el dicho posterior de Francisco sea un indicio aislado sin respaldo de 
credibilidad, cuenta habida de que el respaldo se lo proporciona la objetiva 
evidencia constituida por el dictamen médico de autopsia y la circunstancia 
de que al no encontrarse ya sometido a las presiones a las que él mismo hace 
referencia y que resultan perfectamente creíbles en el contexto de los hechos, 


pudo conducirse con veracidad. 


Por otra parte, a pesar de que la defensa sostiene que el ofendido fue 
detenido en flagrante delito porque portaba consigo cuatro carrujos de 
mariguana, la Sala disiente de la asevaración (sic) apuntada. En efecto, no 
está probado debidamente que los carrujos de estupefacientes de que en autos 


se dio fe, y que fueron presentados precisamente por el acusado, hubieran 
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sido extraídos del cadáver, cuenta habida de que quienes así lo señalan son 
testigos cuya mendacidad ha sido suficientemente demostrada en los párrafos 
anteriores. Pero aún suponiendo, sin conceder, que efectivamente el ofendido 
hubiese portado consigo el estupefaciente referido, cuando los hechos se 
produjeron los agentes de la policía judicial no sabían que el occiso lo hubiese 
llevado consigo, por lo que ninguna legitimación halla su conducta, la que no 
se produjo porque existiese un flagrante delito de ellos conocido; delito que, 


por otra parte, en modo alguno se encuentra probado. 


Así las cosas, lo cierto es que la probanza de la legítima defensa que el 
defensor alega como existente en favor de Antonio brilla hasta ahora por su 
ausencia, y que por el contrario se encuentran datos suficientes para presumir 
con todo fundamento legal su presunta responsabilidad en el homicidio que se 
le imputa, por lo que el fallo que se revisa es justo y legal en el punto que así 


lo resuelve. 


Se agrega solamente que la circunstancia de que el expediente hubiese 
sido archivado, de ninguna manera obstaculiza al órgano jurisdiccional para 
resolver sobre la situación jurídica del acusado, una vez que consignado el 
expediente tuvo lugar al advenimiento del término constitucional, cuenta 
habida de que la eventual irregularidad administrativa que pudiese advertirse 


no se traduce en impedimento alguno para la actuación jurisdiccional. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Octubre-Noviembre 1984. No. 30. pp. 308-313. 
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Homicidio.- Relación causal.- Tercera Sala Penal- Toca número 
30/985.- Magistrado: Gilberto Martiñón Moreno. 


ara que una lesión no se repute como mortal, cuando deviene la muerte, 
debe quedar plenamente demostrado que intervino en el proceso causal 


una concausa autónoma que fue la productora inmediata de la muerte. 


Acorde con lo expuesto, si en el caso se tiene la plena certeza de que las lesiones 
padecidas por el pasivo fueron catalogadas en principio, como de las que ponen 
en peligro la vida y si posteriormentel en el dictamen de autopsia se especifica 
que son incompatibles con ella, es manifiesto que las heridas sufridas por el 


occiso fueron condición para que sobre viniera la muerte. 


La circunstancia de que el Shock haya acaecido por la hipersensibilidad 
del pasivo a los medicamentos en lo particular a la prodolina, no excluye el 
nexo causal, máxime que no se ofreció prueba alguna orientada a demostrar 


que tal fármaco fuera contraindicado. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Febrero-Marzo 1985. No. 32. pp. 70-71. 
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Legítima defensa.- No existe si la agresión se hace consistir en 
injurias.- Tercera Sala Penal.-Toca número 59/985. Magistrado: 
Gilberto Martiñón Moreno. 


l artículo 33 del Código Punitivo, en su fracción II expone que el hecho 


se justifica: “cuando se obrare en defensa de bienes jurídicos propios o 


ajenos contra agresión ilegítima actual o inminente siempre que exista 
necesidad razonable para repelerla o impedirla”. De lo anterior se infiere que 
las solas injurias vertidas contra el acusado, por parte de Félix no exculpan su 


conducta pues, a lo más, tales expresiones implican una provocación. 


Debe recordarse que agresión es la conducta de un ser viviente que 


amenaza o lesiona bienes jurídicamente protegidos. 


El daño ocasionado por la injuria concluye juntamente con ésta por lo 
que la conducta del acusado no puede ser orientada a repelerla o impedirla y, al 
lesionar a su ofensor lo que hace es vengarse o, en el mejor de los casos aceptar 


el reto que tales injurias ordinariamente significan. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Abril-Mayo 1985. No. 33. pp. 151-152. 
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Tentativa.- Requiere prueba plena en torno al elemento 
subjetivo.- Sexta Sala Penal.- Toca número 8/985.- Magistrada: 
María de Lourdes Vélez Moreno. 


n la fórmula que estatuye el artículo 17 del Código Penal la tentativa 


determina, en proyección de una figura delictiva concreta, la adecuación 


típica de actos que se encaminan inequívocamente a la realización de 
dicho injusto, si éste no se consuma o el resultado no se produce por causas 
extrañas a la voluntad del agente. Según sus términos, la tentativa se integra 
cuando contra el deseo del agente activo, no se alcanza la consumación del 
delito pese al comportamiento que para ese objeto desplegó, por ello es que su 


estructura lógica, el elemento finalístico tiene suma importancia. 


En el caso, se dice que el grupo que atacó a los agraviados tenían 
intenciones de matarlos pues ésto lo expresaron a voces y utilizaron en su 
contra armas potencialmente adecuadas para ese fin; no obstante, diferentes 
circunstancias llevan a que en la especie resulte insostenible esa intención 


específica. 


Se pretende que los acusados querían matarlos a todos ¿cómo entonces 
no consumaron tal designio sobre los agraviados que, atados, quedaron a su 
merced por espacio de varias horas?, ¿por qué no dispararon sobre P. G. y su 
hermano en vez de perseguirlos con intenciones de golpearlos, según pudo 
apreciar el mencionado?, ¿por qué le dispararon a los pies cuando por fin huyó 
del lugar?, ¿por qué no dispararon sobre R. G. C. cuando este encañonado por 
varios de los atacantes bajo la amenaza de “no te muevas porque si no te mato” 
permaneció en el sitio mientras su hermano corría al encuentro de su padre?. 
Lógicamente ninguna de dichas interrogantes podría tener lugar si la intención 


de los atacantes hubiese sido realmente la de matar a los ofendidos. 
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Recuérdese, sólo dan lugar a la tentativa actos unívocos y por éstos solo 
puede tenerse a aquéllos que por su propia naturaleza, sin ambigúedades en 
su significación, se presentan como integrantes de un proceso dirigido a la 


realización del hecho típico de que se trate. 


En la situación que concretamente se resuelve se conoce que sobre los 


agraviados fueron repetidamente accionadas vanas armas de fuego más, si 
en las condiciones que se apuntan, no se sabe de cierto si con ello se intentó 
lesionar o matar, es imposible considerar probado plenamente el elemento 
subjetivo que, integrado por la finalidad que persigue el sujeto, está incluido 
en la estructura típica de tentativa que, así, tampoco puede considerarse 
materialmente establecida porque al efecto, es necesario prueba plena, no 


bastan las probabilidades. 


Es entonces el caso de que la primera de las figuras subsidiarias 
establecidas en el artículo 234 del Código Penal pueda tener aplicación, pues 
siendo un hecho que por efecto de los disparos, los agraviados vieron en peligro, 
de menos, su integridad corporal, cabe modificar la apreciación que de estos 
hechos se hizo en la Primera Instancia enmarcándolos ahora en el supuesto 
delictivo que se comenta, cuya materialidad viene a quedar establecida en los 
autos con apego a la regla general de comprobación señalada en el artículo 158 


del Código Procesal de la Materia. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Abril-Mayo 1985. No. 33. pp. 160-161. 
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Instigación.- Requisitos para que se configure.- Primera Sala 
Penal.- Toca número 188/985.- Magistrado: Miguel Valadez 
Reyes. 


n el considerando tercero del fallo se combate, sostiene el a quo que 


de las constancias que sirvieron para acreditar la responsabilidad de 


Oliverio en la comisión de los delitos que motivaron la causa, se infiere 
también plenamente la responsabilidad de Guadalupe a título de instigador, en 
la del homicidio que en perjuicio de Felipe de Jesús se perpetrara. Sostiene el 
sentenciador que los hechos que nos ocupan tuvieron su inicio en la provocación 
hecha por Guadalupe al ahora occiso y posterior convocatoria a sus amigos 
para que agredieran al ofendido y sus acompañantes. Sostiene que Guadalupe 
mandó llamar a sus amigos al sitio del evento criminoso, a sabiendas de que 
Oliverio portaba armas y solicitando su ayuda al decirles “háganme un paro”. 
Afirma que con esa frase, utilizada en el medio en el que se desenvuelven 
los partícipes en los hechos, constituye una conminación a agredir y que fue 
eficaz para determinar a Oliverio a desplegar la conducta lesiva que causó el 
fellecimiento (sic) de Felipe. 


Es cierto que de las constancias sumariales se infiere la existencia de 
los hechos que a juicio del de Primera Instancia responsabilizan a Guadalupe 
como instigador del delito de homicidio que en autos se consigna. Sin embargo, 
a juicio de esta Sala, tales hechos en forma alguna colman los supuestos 
exigidos por el artículo 21 del Ordenamiento Sustantivo Penal, para que se dé 


la instigación. 


Establece el legislador en el dispositivo mencionado líneas arriba que 
“Es instigador el que dolosamente determina a otro para la comisión dolosa 
de un delito”. De ello se infiere que a efecto de atribuir a un sujeto el carácter 
de instigador en la perpetración de un antijurídico, menester es que se pruebe 


la plena existencia de un doble dolo: el que debe estar presente en aquel que 
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instiga, revelado mediante una conducta persuasiva por la cual se determina, 
con una dañada intención, a un sujeto para que delinca; y aquel que se presenta 
en quien es instigado, el que se decide a perpetrar materialmente el hecho 
antijurídico, obedeciendo a la conducta persuasiva que sobre él se desplegó 
con antelación al mismo. Debe existir entonces, una relación de casualidad 


(sic) entre las conductas de los dos sujetos que en la instigación intervienen. El 


instigador quiere que se cometa un delito y el instigado se resuelve a ejecutarlo 


en virtud del influjo psicológico que sobre él se ejerció. 


Todo lo anotado supone necesariamente que el autor material del hecho 
criminoso era, en principio, un sujeto absolutamente ajeno al mismo y renuente 
a ejecutarlo. El instigador tiene que poner en juego una serie de maniobras para 
vencer el obstáculo que representa la efectiva oposición de aquel que pretende 
ejecute el delito. Tendrá que hacer uso de medios adecuados y eficaces para 


ello. 


No podemos considerar, entonces, como conducta instigadora aquella 
que despliega quien solamente invita a un sujeto a participar en un suceso del 
que pueden derivarse resultados dañosos. Colocados en ese supuesto habría 
instigación siempre que en la realización de un injusto criminoso intervinieran 
más de dos sujetos, puesto que ello presupone necesariamente que uno de ellos 
tuvo la iniciativa y la comunicó al otro. La instigación es, por naturaleza, algo 
más que un simple llamado a delinquir, que un comunicar el deseo de hacerlo y 
que otro se adhiera a ello; implica la realización de una conducta persuasiva, la 
utilización de medios idóneos para vencer la resistencia de otro a comportarse 


en forma antisocial. 


Acordes con lo anterior, bien claro resulta que la conducta de Guadalupe 
desplegada el día de los hechos y que a juicio del sentenciador constituyó una 
instigación para que Oliverio realizara el delito de homicidio, no puede en forma 
alguna considerarse como tal. De autos se infiere con claridad meridiana que el 


mencionado Guadalupe se limitó a hacer un llamado, una invitación a Oliverio 
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y demás amigos para que en su auxilio intervinieran en una contienda que él 
había provocado, mismo que obtuvo una inmediata y espontánea respuesta por 
parte de sus receptores. Guadalupe no desplegó ninguna conducta a efecto de 
persuadir a Oliverio para que participara en los hechos que en el sumario se 
consignan, le bastó con hacer un simple llamado para obtenerla. En situaciones 


como la que en autos se consigna, en las que intervienen dos grupos de sujetos 


entre los que existe una muy peculiar noción de la amistad, sus integrantes 
están siempre predispuestos a acudir en auxilio de aquel que consideran como 
su amigo como miembro del grupo, aun cuando ello implique el comportarse en 
forma contraria a derecho. No hay entonces ninguna resistencia que vencer por 
medio de la persuasión, para determinarlos a cometer un delito. La amistad mal 
entendida que había entre Guadalupe y Oliverio fue la causa que determinó a 
éste último a intervenir en la contienda de obra que Guadalupe provocó; no fue 
necesario que Guadalupe influyera psicológicamente en Oliverio para que éste 
decidiera delinquir. Oliverio sabía del conflicto que existía entre Guadalupe 
y Felipe de Jesús y estaba dispuesto a intervenir en el mismo en cuanto las 
circunstancias se lo exigieran, bastando con que se enterara de que la contienda 
se había actualizado para que acudiera con el ánimo de reñir a la misma, tan así 
que en cuanto el sujeto apodado “Oly” le informó sobre ello, de inmediato se 


trasladó al punto preciso de los hechos. 


Así las cosas, debe modificarse ese aspecto del fallo que se revisa por 
agraviar a Guadalupe, absolviéndolo entonces de toda responsabilidad por lo 
que hace al delito de homicidio que se cometió en perjuicio de Felipe de Jesús 


y en el que fue considerado como instigador. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Junio-Julio 1985. No. 34. pp. 224-226. 
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Responsabilidad imprudencial por atender un parto sin tener 
los conocimientos técnicos necesarios.- Segunda Sala Penal.- 


Toca número 143/985.- Magistrado: Mariano Gonzalez Leal. 


| perito, doctor C.M.O. manifestó ante el Representante Social, según 


consta a fojas 6 vuelta, que “el parto ... fue anormal ya que después de la 


expulsión del producto la matriz no se contrajo, habiéndose encontrado 
además una placenta previa que no fue detectada a tiempo ... circunstancia que 
debería haber ocasionado indiscutiblemente que se le practicara cesárea a esta 
mujer”.- Tal circunstancia no puede valorarse sino adminiculada a lo vertido 
por la acusada A.S. de J. en el sentido de que “yo no ví que en lugar de la 
cabeza estuviera en primer lugar la placenta, en cuyo caso no se hubiera podido 
llevar a cabo ese parto, pues en todo caso sería necesario que se practicara 
cesárea”.- Es incuestionable, por lo tanto, que la valoración conjunta de estos 
dos elementos ponen de manifiesto la impericia notoria de la acusada, puesto 
que no fue capaz de percatarse de una circunstancia objetiva señalada por 
el médico y que incuestionablemente fue la causa eficiente de la muerte de 
la víctima.- Es indudable que a la producción del resultado letal concurrió 
también, como concausa, la irresponsabilidad de la propia occisa al no recurrir 
a una persona capacitada técnicamente para atenderla, no menos que la de 
sus propios familiares que recurrieron para ello a una persona sin capacidad 
profesional, pero ello no elimina la temeridad de quien, en primer lugar, no 
fue capaz de percatarse de la anormalidad del parto que atendía, ni, después 
de éste, puso de su parte todo lo necesario, como hubiera sido proporcionar la 
atención médica para reparar el mal que ya era evidente y ostensible dado el 
abundante sangrado del que ella misma se percató, dado que en lugar de ello, 
se concretó, según su propio dicho al administrar una inyección de vitaminas y 
retirarse a su domicilio, según declaró en su preparatoria, “confiada”... porque 


ya había indicado la necesidad de atención médica. 
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Las circunstancias anteriores, apreciadas en conjunto y adminiculadas las 
unas a las otras, son más que suficientes para establecer una fundada presunción 
de la responsabilidad imprudencial de A.S. de J. en el hecho que se le imputa, 


dada la existencia del nexo causal entre su impericia y el resultado. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Junio-Julio 1985. No. 34. pp. 227-228. 
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Ventaja: Calificativa inexistente.- Tercera Sala Penal. Toca 


número 153/985.- Magistrado: Gilberto Martiñón Moreno. 


s verdad que ante el Representante Social el acusado dijo que cuando 
disparó “tomó en cuenta que no corrió el riesgo de sufrir ni la muerte 


ni lesión alguna”, pero ello, independientemente de que fue una 


respuesta por demás inducida no es suficiente para demostrar la calificativa 
de que se trata. En efecto, dispone el artículo 217 de la Ley Punitiva que hay 
ventaja cuando el delincuente no corre riesgo de ser muerto ni lesionado por 
el ofendido. Ahora bien, objetivamente no puede considerarse que el acusado 
no haya corrido riesgo en su integridad física y en el caso es notorio que esa 
posibilidad existió pues dentro de la cantina había varias personas, incluso el 
acusado fue perseguido por uno de los testigos después de su ilícita conducta. 
Basta la hipótesis verosímil de que el activo pudiera haber sido afectado en su 
integridad física para que la calificativa de ventaja se considere inexistente. 
Su operancia debe derivar de circunstancias objetivas y concierne al Juzgador 
determinarlas independientemente de que el acusado vierta expresiones 
prácticamente idénticas a las que el Legislador usó para definirlas. Por otra 
parte, debe tenerse presente que los acontecimientos tuvieron lugar en forma 
meramente ocasional. Al calor de las bebidas embriagantes, lo cual excluye la 


mencionada calificativa. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Junio-Julio 1985. No. 34. p. 228. 
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Premeditación.- Requiere dolo específico.- Sexta Sala Penal.- 
Toca número 372/984.- Magistrada: Ma. de Lourdes Vélez 
Moreno. 


l acusado revela que por tener la impresión de que el agraviado se 


propasaba con su esposa tomándose con ella “mucha confiancita”, 

en su mente ya había fulgurado la idea de dañarlo y que incluso 
estuvo esperando la oportunidad de hacerlo pero esta reflexión no basta para 
configurar la calificativa de premeditación cuya esencia reside en la persistencia 
del propósito delictivo durante un período más o menos largo, porque no 
existe prueba evidente de que previamente a los hechos el activo hubiese 
concebido intenciones concretas de matar a la víctima por lo que el dolo de 
sus reflexiones, con relación al homicidio, sólo puede considerarse eventual 
cuando la premeditación exige dolo específico respecto a un hecho delictivo ya 
perfectamente definido en la voluntad del sujeto. 


Publicado originalmente en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato. Junio-Julio 1985. No. 34. p. 235. 
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Los chichimecas racticaban el cultivo de 
subsistencia. Cultivaban, frijol, garambullo, 
biznaga, etc. 
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De la nueva condena al estado mexicano, por el nefasto arraigo y 


la ilegal prisión preventiva oficiosa. 
José Carlos Guerra Aguilera. 


“Pero cuando un Estado ha ratificado 
(...) la Convención Americana, sus jueces, 
como parte del aparato del Estado, también 
están sometidos a ella, lo que les obliga a 
velar porque los efectos de las disposiciones 
de la Convención no se vean mermadas por 
la aplicación de leyes contrarias a su objeto 
y fin, y que desde un inicio carecen de efectos 


jurídicos. ” 


Parte del párrafo 124 de la sentencia 


del Caso Almonacid Arellano vs Chile. 


1.- En el año de 1981, México, país soberano, en el período de José López 
Portillo, se adhirió a la convención americana sobre derechos humanos. Este es 
un tribunal internacional cuya sede está en San José, Costa Rica. Al hacerlo, sus 
sentencias condenatorias obligan al estado mexicano a acatarlas. muchos países 
del continente americano reconocen ello al haberse sometido a esa jurisdicción 


internacional. Los Estados Unidos de Norteamérica no están vinculados. 


2.- En el año 2001, Chile recibió una sentencia muy especial, ya que la 
aludida convención americana sobre derechos humanos, la condenó a modificar 
su constitución, en lo que se llamó el caso Olmedo Bustos y otros contra Chile, por 
“La última tentación de Cristo”, que es una película de producción estadounidense- 


canadiense, dirigida por Martin Scorsese y escrita por Paul Schrader. 
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3.- Son varios los casos que ha conocido la corte interamericana de derechos 


humanos de San José, Costa Rica, contra México. Quizás los más notables son: 


3.1.- El caso Castañeda Gutman vs. México. El caso se refirió a la 
responsabilidad internacional del estado mexicano, por la inexistencia de un 
recurso adecuado y efectivo, en relación con el impedimento de Jorge Castañeda 


Gutman, para inscribir su candidatura independiente a la presidencia de México.' 


3.2.- El caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México.? El caso 
se refirió a la responsabilidad del Estado Mexicano, por la falta de diligencia en su 
actuar, y la desaparición de tres personas del sexo femenino. En realidad, fueron 
más de tres mujeres, las llamadas “Muertas de Juárez”, precisamente en Ciudad 
Juárez en el estado de Chihuahua, pero el caso se llevó por familiares de sólo tres 


mujeres. En el párrafo 295 de la sentencia, es notable lo siguiente: 


“(...) El Tribunal analizará la controversia entre las partes sobre alegadas 
irregularidades relacionadas con 1) la custodia de la escena del crimen, 
recolección y manejo de evidencias, elaboración de las autopsias y en 
la identificación y entrega de los restos de las víctimas; 2) actuación 
seguida contra presuntos responsables y legada de fabricación culpables; 
3) demora injustificada e inexistencia de avances sustanciales en las 
investigaciones; 4) fragmentación de las investigaciones; 5) falta de 
sanción a los funcionarios públicos involucrados con irregularidades, y 
6) negación de acceso al expediente y demoras o negación de copias del 


mismo. (...)” 


1 Corte Interamericana de Derechos Humanos: Ficha Técnica: Castañeda 
Gutman Vs. México. Recurso digital disponible en https://www.corteidh.or.cr/cf/ 


jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nld_Ficha=298 consultado el 9 de marzo de 
2023 


2 Corte Interamericana de Derechos Humanos: Ficha técnica: González y otras (“Campo 
Algodonero”) Vs. México. Recurso digital disponible en https://www.corteidh.or.cr/cf/ 
Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nld_Ficha=3478lang consultado el 9 de marzo de 2023 
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La indebida parálisis, y la lenta inercia de los agentes del ministerio público, 


la falta de sensibilidad, y la abulia burocrática, común, aun hoy. 


3.3.- El famoso -y poco conocido- caso Rosendo Radilla Pacheco vs. 


México. Hay este texto elocuente que copio: 


“(...) Rosendo Radilla Pacheco nació el 1 de marzo de 1914 en Las 
Clavellinas, un pequeño rancho a tres kilómetros de Atoyac de Álvarez, 
Guerrero. Cuando tenía 28 años se casó con Victoria Martínez Neri, con 
quien tuvo once hijas y un hijo. Fue campesino, pero sobre todo fue 
un líder social ejemplar. Gran parte de su vida la dedicó al cafetal, al 
cultivo y venta del café cereza. Hombre de congruencia con cada acto 
apuntaló ideales y acciones solidarias. Cantautor, sus corridos —sobre la 


realidad de México, Lucio Cabañas, Genaro Vázquez o el Partido de los 


Pobres, entre más— comenzaron a pasar de boca en boca, de guitarrero a 
guitarrero, de casa en casa: las personas encontraban en su palabra hecha 
canto y ritmo ecos de su realidad, motivos para su luchar, su organizarse 


para la defensa de sus derechos humanos. 


A Rosendo, el cantar la cabal memoria histórica, los abusos, la 
indignación ante la injusticia, y las condiciones de su pueblo lo llevó a la 
presidencia municipal de Atoyac, ocupó esa función entre 1955 y 1956. 
Durante su gestión construyó los primeros cuatro puestos del mercado 
municipal, adquirió el primer recolector de basura e irónicamente 
construyó el primer cuartel militar en Atoyac. Cuentan que ha sido el 
único presidente municipal que ha salido más pobre de cómo entró, 
pues en muchas ocasiones tuvo que poner de su dinero para terminar las 
obras que se había propuesto. También participó en la organización del 
Congreso Campesino en Atoyac, con la Liga Agraria del Sur “Emiliano 
Zapata”, promoviendo la autonomía colectiva y cuestionando la tenencia 


y repartición de la tierra. 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


114 GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


Sus acciones y cuestionamientos lo colocaron en la mira del 
Gobierno, y el 25 de agosto de 1974 fue desaparecido por los militares. 
Eran los tiempos de la Guerra Sucia. Rosendo viajaba en autobús con su 
hijo, desde Chilpancingo hacia Atoyac. Entre Cacalutla y Alcholoa, un 
retén militar de la Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA) detuvo 
al camión. Uno de los militares lo reconoció y no le permitió continuar 
su viaje. Cuando Rosendo les preguntó de qué se le acusaba, los militares 
le respondieron “De componer corridos a Lucio Cabañas”. Se lo llevaron 
preso al ex Cuartel Militar de Atoyac de Álvarez... donde fue visto por 
última vez. Víctima de desaparición forzada, nada se sabe aún de su 


23 


paradero. (...) 


3.3.1.- Cuando lo detuvieron cerca de un campo militar, le expresó a su 


pequeño hijo, que les dijera a sus hermanas dónde estaba. Sus hijas peregrinaron 


para tratar de encontrarlo, y por supuesto, las autoridades callaron. Por fortuna, sus 
hijas pudieron acudieron a la corte de Costa Rica, la que dictó la sentencia del caso 


4 


“Radilla Pacheco vs. México”* por la responsabilidad del estado mexicano, por la 
desaparición forzada de Rosendo Radilla Pacheco por parte de las fuerzas armadas 


mexicanas, así como por la falta de investigación y sanción de los responsables. 


3 Comisión nacional de derechos humanos: Rosendo Radilla Pacheco-Desaparición forzada. 
Recurso digital disponible en https://www.cndh.org.mx/noticia/rosendo-radilla-pacheco- 
desaparicion-forzada consultado el 9 de marzo de 2023 


4 Comisión nacional de derechos humanos: Rosendo Radilla Pacheco-Desaparición forzada. 


Recurso digital disponible en https://www.cndh.org.mx/noticia/rosendo-radilla-pacheco- 
desaparicion-forzada consultado el 9 de marzo de 2023 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 115 


3.3.2.- Por ser parte del Estado, la suprema corte de justicia de México, 
ejemplarmente, históricamente, creó el expediente “Varios 912/2010”, cuando 
era presidente de dicho tribunal el ministro Juan N. Silva, en donde estableció 
las medidas a adoptar por el poder judicial federal de México, para el debido 
cumplimiento de la sentencia contra el estado mexicano, que posteriormente fue 
justipreciada muy positivamente por la corte interamericana, señalándola como 
de gran trascendencia para la región, y como un buen precedente para otras 


resoluciones. 


3.3.3.- Varios tratadistas abordaron el tema, y me llama poderosamente la 
atención lo escrito por Javier Dondé, en su ensayo “Comentarios al expediente 


912/2010”, en donde resalto el epígrafe de este trabajo: 


“(...) Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional 
como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato 
del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar 
porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 
mermados por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, que 
desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder 
Judicial debe ejercer un “control de convencionalidad” ex officio entre 
las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el 
marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta 
no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo 
ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 


Americana. 


5 Suprema Corte de Justicia de la Nación: Seguimiento de Asuntos Resueltos por el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Varios 912/2010. “Caso Rosendo Radilla 
Pacheco”. Recurso digital disponible en https://www2.scin.gob.mx/AsuntosRelevantes/ 


pagina/SequimientoAsuntosRelevantesPub.aspx?ID=1215898SeqguimientolD=225 
consultado el 9 de marzo de 2023. 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


116 


GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


Este párrafo -así lo refirió- fue determinante para entender la 
importancia del expediente Varios porque provocó que el entonces 
presidente de la SCJN se preguntara cuál era el alcance de la sentencia del 


6 


tribunal regional con relación al Poder Judicial de la Federación. (...) 


3.3.4.- Es decir, la corte mexicana, empezó a utilizar el, ahora famoso, 


párrafo que hace nacer el control de la convencionalidad, que se atribuye a Don 


Sergio Garcia Ramírez, en la sentencia del caso Almonacid Arellano vs. Chile. Ver 


Cuadernillo de la Corte de Costa Rica al respecto.” 


3.4.- Y el caso Digna Ochoa y familiares contra México.* Por sentencia de 25 


de noviembre de 2021, en el tristemente célebre caso “Digna Ochoa y familiares 


vs. México”, la corte interamericana de derechos humanos, con sede en Costa 


Rica, 


ordenó entre otras cosas, que: 


El estado mexicano, deberá, en un plazo razonable, promover y continuar 
las investigaciones que sean necesarias para determinar las circunstancias 
de la muerte de la señora Digna Ochoa y Plácido, y en su caso juzgar, 
y eventualmente sancionar, a la persona o personas responsables de su 
muerte, en los términos del párrafo 159 de la sentencia. 


El estado mexicano, realizará un acto público de reconocimiento de 


Cfr. Dondé, Javier: Comentarios al expediente Varios 912/2010, en Salazar Ugarte, Pedro, 
Niembro Ortega, Roberto y Alonso Beltrán, Carlos Ernesto: Diez sentencias emblemáticas 
de la suprema corte. Universidad Nacional Autónoma de México. Instituto de Investigaciones 
Jurídicas. México, 2019. pp. 52-53. Recurso digital disponible en https://archivos juridicas. 


unam.mx/www/bjv/libros/12/5539/5.pdf consultado el 9 de marzo de 2023. 


Vid. in extenso Corte Interamericana de Derechos Humanos: Cuadernillo de Jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos No. 7: Control de Convencionalidad. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. San José, Costa Rica. 2021. Recurso digital 


disponible en https://www. corteidh.or.cr/sitios/libros/todos/docs/cuadernillo7 2021.paf 


Vid in extenso Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Digna Ochoa y familiares 
vs. México. Sentencia de 25 de noviembre de 2021. Recurso digital disponible en https:// 


www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_447_esp.pdf 
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responsabilidad internacional, en los términos del párrafo 170 de la 
Sentencia. 

El estado mexicano creará un reconocimiento en materia de defensa de 
derechos humanos, que llevará el nombre “Digna Ochoa y Plácido”, en los 
términos del párrafo 177.1 de la Sentencia. 

El estado mexicano, diseñará e implementará una campaña para reconocer 
la labor de los defensores de derechos humanos, en los términos del párrafo 
177.2 de la Sentencia. 

El estado mexicano, elaborará un plan de fortalecimiento calendarizado 
del “Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas”, en los términos del párrafo 177.4 de la Sentencia. 
El estado creará e implementará un “Mecanismo de Protección de Testigos 
que intervengan en el Procedimiento Penal”, en los términos del párrafo 
177.5 de la sentencia. 


El estado mexicano, elaborará, presentará e impulsará una iniciativa de 


reforma constitucional, para dotar de autonomía e independencia a los 
Servicios Periciales, en los términos del párrafo 177.6 de la sentencia. 

El estado mexicano, elaborará, presentará e impulsará una iniciativa de 
reforma a la “Ley Federal Para la Protección a Personas que intervienen 
en el Procedimiento Penal” para que “incluya los parámetros y estándares 
internacionales sobre la materia para la creación y operación efectiva de 
un Mecanismo de Protección a Testigos”, en los términos del párrafo 177.7 
de la sentencia. 

El estado mexicano, creará e implementará a nivel federal, un protocolo 
específico y especializado, para la investigación de ataques contra los 
defensores de derechos humanos, en los términos del párrafo 178 de la 
sentencia. 

El Estado mexicano, dentro del plazo de un año contado a partir de la 
notificación de la sentencia, rendirá al tribunal un informe sobre las 


medidas adoptadas para cumplir con la misma. 
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3.4.1.- “(...) El caso de Digna es emblemático por varias razones, no sólo 
porque su crimen fue cometido contra una defensora y mujer, sino por el papel 
de las autoridades. Tenemos una investigación plagada de estereotipos de género, 
que no es objetiva, es una “sobre investigación” de 40 mil hojas no útiles que 
hizo la procuraduría para fortalecer un perfil de Digna. (...)”” Ello lo refirió Karla 


Michel Salas, abogada defensora en el caso de Digna Ochoa y Placido. 


3.4.2.- La abogada Digna Ochoa y Plácido, fue encontrada sin vida en su 
despacho ubicado en colonia Roma, el 19 de octubre de 2001 por la tarde, en la 
ahora ciudad de México. Digna Ochoa fue una sobresaliente abogada defensora 
de los derechos humanos, galardonada con numerosos premios internacionales en 
reconocimiento por su trabajo. Durante varios años, trabajó en casos en los que 
funcionarios públicos, entre ellos, miembros de la procuraduría general del D.F. 
y de las fuerzas armadas, estaban involucrados en graves violaciones de derechos 


humanos. 


3.4,3.- Después de casi dos años, la Corte interamericana de derechos 
humanos, dio por concluidas las medidas provisionales otorgadas a Digna Ochoa 
y demás integrantes del Centro PRODH. “(...) El papel de las autoridades del 
entonces Distrito Federal, se dice que fue una investigación plagada de estereotipos 


de género, una “investigación” de 40 mil hojas no útiles (...)”, según su defensora. 


4.- El Estado Mexicano debe verificar reformas legales necesarísimas. A 
veces, esas muertes y esos casos dan fruto: el caso Rosendo Radilla Pacheco es 
un ejemplo. Otros casos graves como este, se archivan a pesar de la vergilenza 


internacional por desacato. 


9 El financiero: Digna Ochoa: A 21 años del asesinato de la abogada y defensora de 
derechos humanos, recurso digital disponible en  https://www.elfinanciero.com.mx/ 
nacional/2022/10/19/digna-ochoa-a-21-anos-del-asesinato-de-la-abogada-y-defensora-de- 


derechos-humanos/ consultado el 9 de marzo de 2023 
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5.- Para el suscrito, el precedente más memorable, es el caso Almonacid 
Arellano vs Chile. Pero de muy particular importancia, también es que tres jueces 
mexicanos; el Doctor Héctor Fix-Zamudio, el Doctor Sergio García Ramírez, y 
el Doctor Eduardo Ferrer Mac-Gregor, han sido los tres, presidentes de la Corte 
de San Jose, Costa Rica. ¡Como hubiera deseado que los dos últimos fueren sido 


ministros de la Corte Mexicana! 


6.- Pues hace poco la Corte de San José, Costa Rica, resolvió el caso 
“Tzompaxtle Tecpile y otros vs. México”, donde se estableció que “(...) El 
presente caso se refiere a la detención ilegal y arbitraria en enero de 2006 de 
Jorge Marcial Tzompaxtle Tecpile, Gerardo Tzompaxtle Tecpile y Gustavo 
Robles López por parte de agentes policiales en una carretera entre las ciudades 
de Veracruz y Ciudad de México, así como la aplicación de la figura del arraigo 
y la falta de garantías judiciales en el proceso penal que se siguió en su contra. 


En su Informe de Fondo la Comisión concluyó que las víctimas fueron retenidas 


y requisadas por agentes policiales sin orden judicial y que tampoco se evidenció 
que fuera posible percibir una situación de flagrancia. Asimismo, consideró que la 
retención resultó ilegal y arbitraria. Agregó que la posterior requisa del vehículo 
constituyó una afectación al derecho a la vida privada, así como que las víctimas 
no fueron informadas sobre las razones de su detención ni que fueron llevadas sin 
demora ante una autoridad judicial. Por otra parte, analizó la figura del arraigo 
y su aplicación al presente caso, estableciendo que la aplicación de la figura del 
arraigo constituyó una medida de carácter punitivo y no cautelar, señalando que 
la dicha figura resulta contraria a la Convención Americana y, en el presente caso, 
constituyó una detención arbitraria. Finalmente, consideró que el Estado violó 
el derecho a la notificación previa y detallada de los cargos a la defensa técnica 
en los primeros días posteriores a la detención, puesto que durante ese tiempo 
tuvieron lugar diligencias relevantes en donde se recabo prueba en su contra y se 


dispuso de su arraigo. (...)”' 


10 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Tzompaxtle Tecpile y otros vs. 
México. Información del caso. Recurso digital disponible en https: //www.corteidh.or.cr/docs/ 
tramite/tzompaxtle_tecpile_y_otros.pdf 


Abril-Junio 2023 | Año 5 | No. 2 


120 GACETA JUDICIAL + PODER JUDICIAL DEL ESTADO 


7.- Conocimos por los medios periodísticos, el año pasado, que Daniel 
García, de 56 años y Reyes Alpízar, de 54, pisaron la prisión, y jamás imaginaron 
que pasarían casi veinte años encerrados, ya que estuvieron 17 años con el castigo 
preventivo, llamado jurídicamente prisión preventiva. Ambos, recluidos por el 
probable homicidio de la regidora María de los Ángeles Tamés, ocurrido en el año 
de 2001. Ya fueron liberados, en agosto de 2019. " 


7.1.- Es posible la condena a México por su prisión preventiva. Y leo y 


copio el ensayo de Simón Hernández León, abogado de los citados. 


“(...) México está en la antesala de una condena internacional con 
implicaciones estructurales para el sistema de justicia penal y el derecho 
constitucional. El caso de Daniel García y Reyes Alpízar, quienes 


permanecieron 17 años y medio en prisión preventiva sin una sentencia, 


será analizado en la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 26 de 
agosto y es altamente probable que se ordene eliminar de la Constitución 
la prisión preventiva de carácter oficioso, para que subsista únicamente 


en una modalidad justificada. 


El caso revela las peores prácticas de las instituciones de 
investigación del delito: detenciones arbitrarias, tortura, fabricación 
de pruebas, sustracción de evidencia, el uso de arraigo y del aparato 
de Estado, incluyendo a la policía, fiscales y jueces para favorecer los 
intereses de los actores políticos sobre el legítimo reclamo de verdad y 


justicia. 


De todo esto, lo que llama la atención de la Corte Interamericana 
es que México —un país supuestamente democrático—, mantenga figuras 


consideradas violatorias de derechos humanos como la prisión preventiva 


11 Ver en revista Lex del mes de agosto de 2022, ensayo de mi autoría Del vergonzoso castigo 
preventivo, la medida cautelar de la prisión preventiva, pagina 35 y siguientes. 
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oficiosa y el arraigo. Detener sin elementos para intentar conseguir 
pruebas y posteriormente solicitar una investigación o ser detenido 
únicamente bajo el criterio del delito sin ninguna alternativa a la prisión, 
nulificando la presunción de inocencia y el control judicial sobre el 
riesgo para la víctima, las pruebas o el desarrollo del juicio, constituyen 


prácticas profundamente autoritarias. 


Resulta más grave que estas figuras fueron constitucionalizadas 
para garantizar su aplicación y brindarles eficacia jurídica. Cuando 
en 2005 la Suprema Corte señaló que el arraigo local carecía de base 
constitucional, indirectamente generó un efecto pedagógico perverso para 
los poderes públicos: en 2008 el arraigo y la prisión preventiva oficiosa 
se constitucionalizaron y en 2019 se amplió el catálogo de delitos en la 


Constitución. 


Los tres Poderes de la Unión son responsables de esta condena 
inminente: El Legislativo por constitucionalizar la prisión preventiva 
oficiosa y ampliarla en 2019 —en contra de los llamados de Naciones 
Unidas a través de varios órganos de tratado, el Alto Comisionado de 
Derechos Humanos y la Comisión Interamericana—, administraciones 
federales de distintos partidos que desde el Ejecutivo han impulsado un 
política de populismo punitivo y la propia Suprema Corte de Justicia de 
la Nación que estableció que las restricciones constitucionales expresas 


de derechos prevalecen sobre los tratados internacionales (...)” ” 


7.2.- Realmente, es vergonzoso que el sumiso poder legislativo federal, 


obedezca iniciativas contra los derechos humanos, y legisle, aparentemente 


“constitucionalizando”, el arraigo y la inconvencional prisión preventiva. Es 


12 


Hernández León, Simón: Prisión preventiva oficiosa: La condena internacional inevitable, 
en “El Universal” 20 de agosto de 2022. Recurso digital disponible en https://www. 


eluniversal.com.mx/opinion/simon-hernandez-leon/prision-preventiva-oficiosa-la-condena- 
internacional-inevitable consultado el 9 de marzo de 2023 
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necesaria la anulación del artículo 167 del código nacional de procedimientos 
penales, que prevé un catálogo de 45 delitos que también ameritan prisión 


preventiva. 


7.3.- El segundo párrafo del artículo 165 del código nacional de 
procedimientos penales establecía: “(...) La prisión preventiva no podrá exceder 
de un año, salvo que su prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa 
del imputado. Si cumplido este término no se ha dictado sentencia, el imputado 
será puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello 


obste para imponer otras medidas cautelares. (...)” 


7.4.- Ahora establece: “(...) La prisión preventiva no podrá exceder del 
tiempo que como máximo de pena fije la ley al delito que motivare el proceso 
y en ningún caso será superior a dos años, salvo que su prolongación se deba al 


ejercicio del derecho de defensa del imputado. Si cumplido este término no se ha 


pronunciado sentencia, el imputado será puesto en libertad de inmediato mientras 


se sigue el proceso, sin que ello obste para imponer otras medidas cautelares. (...)” 


7.5.- El artículo 112, fracción X, del código nacional de procedimientos 
penales, establece -y no se cumple- como derecho del inculpado: “(...) A ser 
juzgado en audiencia por un Tribunal de enjuiciamiento, antes de cuatro meses si 
se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes 
de un año si la pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para 


su defensa. (...)” 


8.- Evidentemente, eso no liberaría la muy probable condena internacional, 
prevista para resolverse este viernes 26 de agosto, en el caso “Daniel García 
Rodríguez y otro contra México”, en donde la Corte de San Jose Costa Rica, 


informa. 
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“(...) El caso se relaciona con la responsabilidad internacional de 
México por las torturas, violaciones al debido proceso y a la libertad 
personal en contra de Daniel García Rodríguez y Reyes Alpízar Ortíz, 
quienes permanecieron detenidos en prisión preventiva por más de 17 
años. En su Informe de Fondo la Comisión observó que las víctimas 
fueron detenidas sin que se les presentara una orden judicial expedida 
con anterioridad a su detención y sin cumplir con las condiciones 
establecidas en el Código de Procedimientos Penales. Al respecto, 
la Comisión concluyó que los señores Daniel García y Reyes Alpízar 
solo conocieron formalmente las razones de la detención y los cargos 
formulados cuando fueron puestos a disposición de un juez, 45 y 34 días 
luego de su privación de libertad, lapso que estuvieron detenidos bajo 
arraigo. En el presente caso, la Comisión estableció que la aplicación 
de la figura del arraigo constituyó una medida de carácter punitivo y no 


cautelar, y por lo tanto una privación de la libertad arbitraria y violatoria 


del principio de presunción de inocencia. Asimismo, concluyó que la 
prisión preventiva posterior al arraigo, la cual se extendió por diecisiete 
años, resultó arbitraria. Concluyó, además, que se violó el derecho de 
defensa dado que, entre otros, las víctimas en el proceso penal no lograron 
presentar las pruebas de descargo ofrecidas como esenciales y el juez de 


la causa no tomó medidas para asegurar el envío de información.'* (...)” 


9.- Por otra parte, sería una ocasión magnifica, para que el poder judicial 
estableciera que los derechos humanos sí se respetan en México. La corte mexicana 


crecería en su prestigio, hoy por algunos, dubitado. Necesitamos que la corte 


13 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso García Rodríguez y otros vs. 
México. Información del caso. Recurso digital disponible en https: //www.corteidh.or.cr/docs/ 
tramite/garcia_rodriguez y otro.pdf consultado el 9 de marzo de 2023 
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nacional crezca. Necesitamos, como escribiera el jurista Diego Valadez Ríos, a 
la corte de justicia más que nunca; Necesitamos, en el camino de las libertades, ir 


cuesta arriba siempre, sin freno, no hacia atrás.'* 


10.- Es interesante lo escrito sobre el tema por Arturo Zaldívar, ministro de 


la corte mexicana en el periódico Milenio, el 2 de agosto de 2022. 


“(....) El arraigo y la prisión preventiva oficiosa son medidas que, aunque 
están previstas en nuestra Constitución, resultan indudablemente contrarias 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues restringen 
desproporcionadamente la libertad personal sin que exista una sentencia 


condenatoria y desconocen la presunción de inocencia. (...)”'* 


11.- Don Sergio García Ramírez indica al respecto: 


“(...) Hace unos días, la Corte Interamericana acaba de resolver que el 


arraigo y la preventiva oficiosa violan derechos humanos. Esta decisión 
se tomó dentro de una línea bien conocida de la jurisprudencia de aquel 
tribunal (por eso digo que fue una condena esperada). México está 
obligado a cumplir la sentencia, que es inapelable. Pero el cumplimiento 
implica reformas constitucionales, legales e institucionales de gran 
fondo. En otros casos, diferentes países también condenados por la Corte 
a raíz de distintas violaciones, han reformado sus leyes, incluso preceptos 


constitucionales. 


14 Chorny, Vladimir: Una amenaza y otra defensa a los derechos humanos, en Animal Político. 
10 de enero de 2013. Recurso digital disponible en https://www.animalpolitico.com/blog- 


invitado/una-amenaza-y-otra-defensa-a-los-derechos-humanos/ consultado el 22 de mayo 
de 2021. 


15 Zaldívar, Arturo: Arraigo y prisión preventiva oficiosa son inconvencionales, en Milenio. 2 
de agosto de 2022. Recurso digital disponible en: https://www.milenio.com/opinion/arturo- 


zaldivar/los-derechos-hoy/arraigo-y-prision-preventiva-oficiosa-son-inconvencionales 
consultado el 9 de marzo de 2023. 
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La resistencia de algunos opinantes frente a las decisiones de la Corte 
Interamericana deriva probablemente (quiero entenderlo así) de que 
ignoran cómo se creó la Corte (con participación de México), qué 
competencia se le confirió (con aprobación de México) y cómo se ha 
sostenido el carácter vinculante de sus sentencias (con apoyo en la 


jurisprudencia de México). (...)”** 


12.- Es importante conocer parte de la sentencia: 


“(...) Sobre la figura del arraigo. Con respecto a esta figura, la 
Corte indicó que por tratarse de una medida restrictiva a la libertad de 
naturaleza pre-procesal con fines investigativos, resultaba contraria al 
contenido de la Convención, en particular vulneraba per se los derechos a 
la libertad personal y la presunción de inocencia de la persona arraigada. 
Sobre el artículo 12 de la Ley Federal contra la Delincuencia de 1996 
así como en el artículo 133 bis al Código Federal Procesal Penal de 
1999 indicó que: a) no permitían que la persona arraigada fuera oída 
por una autoridad judicial antes de que fuese decretada la medida; b) 
restringían la libertad de una persona sin contar con elementos suficientes 
para vincularla formalmente a un delito concreto; c) no se referían a los 
supuestos materiales que se debían cumplir para aplicar esa medida; d) 
establecían una finalidad para la medida restrictiva a la libertad que no 
resultaba compatible con las finalidades legítimas para la restricción a la 
libertad personal, y e) afectaban el derecho a no declarar contra sí mismo 
de la persona arraigada. En ese sentido, la concluyó que el Estado vulneró 
su obligación de adoptar disposiciones de derecho interno contenida en 
el artículo 2 de la Convención Americana en relación con el derecho a 


no ser privado de la libertad arbitrariamente (art. 7.3), al control judicial 


García Ramírez, Sergio: Una condena anunciada (y merecida), en El Universal. 11 de 
febrero de 2023. Recurso digital disponible en https://www.eluniversal.com.mx/opinion/ 


sergio-garcia-ramirez/una-condena-anunciada-y-merecida consultado el 9 de marzo de 
2023. 
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de la privación de la libertad y la razonabilidad del plazo de la prisión 
preventiva (art. 7.5), a ser oído (art. 8.1), a la presunción de inocencia 
(art. 8.2) y a no declarar contra sí mismo (art.8.2.g), en perjuicio de Jorge 


Marcial y Gerardo Tzompaxtle Tecpile, y Gustavo Robles López. 


Sobre la prisión preventiva. La Corte encontró que el artículo 
161 del Código Federal Procesal Penal de 1999, el cual establece la 
prisión preventiva, y que fue aplicado en el caso, no hace referencia a 
las finalidades de la prisión preventiva, ni a los peligros procesales que 
buscaría precaver, ni tampoco a la exigencia de hacer un análisis de la 
necesidad de la medida frente a otras menos lesivas para los derechos de la 
persona procesada, como lo serían las medidas alternativas a la privación 
a la libertad. Además, el referido artículo establece preceptivamente la 
aplicación de la prisión preventiva para los delitos que revisten cierta 


gravedad una vez establecidos los presupuestos materiales, sin que 


se lleva a cabo un análisis de la necesidad de la cautela frente a las 
circunstancias particulares del caso. En esa medida, la Corte concluye 
que el Estado vulneró su obligación de adoptar disposiciones de derecho 
interno contenida en el artículo 2 de la Convención en relación con los 
derechos el derecho a no ser privado de la libertad arbitrariamente (art. 
7.3), al control judicial de la privación de la libertad (art. 7.5), y a la 


presunción de inocencia (art. 8.2) en perjuicio de las víctimas. (...)” 


13.-.- La pregunta, ¿será cumplirá por el estado mexicano? ¿Cumplirán los 


jueces mexicanos, la condena? 

14.- Siempre hemos sostenido que el nefasto arraigo es inconstitucional; 
ahora, ésta sentencia considera que el arraigo y la prisión preventiva son contrarios 
a la convención americana sobre derechos humanos. La que en su artículo 1, indica 


con toda claridad conceptual: 


“(...) Parte I - Deberes de los estados y derechos protegidos. 
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Capítulo I. Enumeración de deberes artículo 


1. Obligación de respetar los derechos 


1. Los estados partes en esta convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su 
libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 


posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. (...)” 


15.- Y el repetido párrafo 124 de la sentencia del caso Almonacid Arellano 


contra Chile, es también harto elocuente: 


“(...) La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos 


están sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las 
disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado 
ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, 
sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos 
a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de 
la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias 
a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En 
otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de 
convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en los 
casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el 
tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 


Interamericana, intérprete última de la Convención Americana. (...)” 
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16.- Ojalá se cumpla la sentencia de condena a México, por todos los que 
están obligados. ¿Podría haber condenado la Corte de Costa Rica a México, para 


que modifique la Constitución en donde “constitucionaliza” el arraigo y la prisión 


a 


Representación de armas chichimecas hechas con 
madera de pirul. 


preventiva? 
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El ritual de luto chichimeca consiste en 
tiznarse de negro. Cuando termina el 
período de duelo, hacen fiesta y se lavan en 
comunidad. 
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La lengua de los chichimecas ha permitido la 
permanencia de su concepción del mundo, y 
de la naturaleza de los elementos sagrados. 


TERCERA SECCIÓN 


JUDICANTES 
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El aspecto ético de la reparación del daño en materia penal 


Comentarios a la tesis de la primera sala de la suprema corte de 
justicia de la nación de rubro “Reparación del daño. lineamientos 
para decidir en qué casos debe postergarse su cuantificación hasta la 


etapa de ejecución de sentencia” 
Mtro. Israel González Ramírez 


¡empre he dicho que en esta vida no hay casualidades, y esta ocasión es 
una oportunidad que lo corrobora. Entre que fui invitado a escribir esta 
colaboración, y el momento en que ahora escribo, se dio la presentación de 
un libro escrito por el doctor Gilberto Martiñón Cano.' Inmediatamente me di a 
la tarea de leerlo, y encontré ideas muy interesantes. Algunas bastante polémicas 
que, ciertamente, generarán intensos debates críticos; pero la más importante, para 
la tarea que aquí cumplo, es la que me va a permitir desarrollar la que he puesto 


en el enunciado que encabeza estas líneas. 


En este trabajo seguiré el método del ensayo jurídico, por lo que no acudiré 
a la cita de autores, sino en lo esencial, y más bien, trataré de exponer los que 
me parecen los aspectos medulares para la práctica judicial, a partir de la tesis 


jurisprudencial que es objeto de estos comentarios. 


Así, para iniciar, afirmo que existen en el mundo de relación social? derechos 


que son inalienables, que no pueden restringirse, sino cuando otro de la misma 


jerarquía axiológica los hace sucumbir y que nos pertenecen por el simple hecho 


1 Vid in extenso: Martiñón Cano, Gilberto: El fin del derecho penal. Apuntamientos para la 
construcción de una teoría del restablecimiento del tejido social. Ubijus. México. 2019 


2 Es la “realidad” conceptualizada en términos sociológicos. Se supone que estamos 
inmersos en un mundo constituido a partir de relaciones sociales, de constructos, que le 
dan sentido a nuestra existencia, pero que nos vienen impuestos por ese mundo, es decir, 
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de ser humanos. Entenderemos estos derechos, de modo muy general, como 
toda suerte de situaciones favorables a las personas, traducidas en libertades, 
pretensiones, poderes e inmunidades. * Estoy convencido, siguiendo a la filósofa 
Adela Cortina,* de que a ellos se refiere el concepto de justicia cuando habla de 
darle a cada quien lo que corresponde, y lo que a cada quien corresponde es el 


respeto amplio de estos derechos cuyo único límite es el derecho de los demás. 


Uno de esos derechos, de importancia superlativa en el entramado social, es 
el de acceso a la justicia, pues éste implica que la vulneración a cualquiera de los 
demás, podrá ser reivindicada a través del accionar de los órganos jurisdiccionales. 
La intervención de los órganos del Estado, para resolver el conflicto derivado 
de la vulneración de estos derechos, tiene distintas naturalezas: puede recaer en 
el ámbito del derecho privado, familiar, laboral, administrativo, etcétera. Lo que 
tendrán en común las decisiones que se pronuncien en los conflictos es que, cuando 
esté justificada la tutela impetrada, la decisión no podrá menos que tener como 
objetivo llevar las situaciones al estado en que se hallaban antes de la vulneración, 
en la medida de lo posible; y si lo anterior no fuera materialmente posible, deberá 
crear una nueva situación, en virtud de la cual, quien resintió la vulneración, 
considere enmendado el agravio que sufrió; aunque aquí cabría plantearse si con 
miras a esos fines, bastaría con que la sociedad, a través de los órganos legitimados 
para emitir la decisión definitiva en este rubro, estuviese satisfecha con la solución 
del entuerto para considerar que se alcanzaron estándares de justicia, pero este 


podrá ser tema de otra discusión. 


no accedemos a ellos voluntariamente, sino que nos son implantados en un primer acto 
de violencia social de nuestras vidas, siguiendo en esta última idea a Emile Durkheim: Las 
reglas del método sociológico, trad. González Noriega, Santiago. Altaya. Barcelona, 1994, 
pp. 9-20. 


3 Para una revisión extensa de esta idea, vid. Barberis, Mauro: Ética para juristas. Trad. 
Núñez Vaquero, Álvaro, Trotta, Madrid , 2008, pp. 13-35 


4 Vid. Cortina, Adela: ¿Para qué sirve realmente...? La Ética. Paidós. Barcelona. 2013, pp. 
161-168 
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Una concepción de la impartición de justicia de esta naturaleza implica 
que un grupo social ha identificado valores cuya relevancia es de tal magnitud, 
que su protección se ha establecido a través de normas jurídicas, es decir, de 
conminaciones al respeto de los derechos de cada una de las personas que integran 
el grupo, con la advertencia de determinadas consecuencias para el caso de que 
esos valores resulten dañados, y su daño pueda imputarse a alguien para que 
responda por él. En tanto este sistema de conminaciones funciona, la sociedad 
guarda un valioso equilibrio entre las expectativas que tiene cada miembro respecto 
del comportamiento de los otros y los derechos que se encuentran jurídicamente 
protegidos. Existe un actuar ético, respetuoso de las normas y valores, por parte 
de los miembros del grupo. Digamos, acudiendo a una metáfora organicista, que 


existe una especie de equilibrio homeostático * en el organismo social. 


Siguiendo con la metáfora organicista, diremos que el conjunto de valores 
identificados y sacralizados jurídicamente por el grupo, conforman lo que 
podemos identificar como tejido social, el cual se rompe, se quiebra, se fractura, 
se desgarra, o se rasga, cuando es dañado, vulnerado, o lesionado, cualquiera 
de los valores jurídicamente tutelados. Aparece, entonces, en el tejido social, 
un espacio de solución de continuidad * que el organismo social debe reparar, 
precisamente, a través de la actuación de las entidades que se encargan de la 
interpretación y aplicación del derecho, con la finalidad evidente de reconstruirlo. 
Tal fin, es posible alcanzarlo jurídicamente a través de las instituciones, previstas 


en distintos instrumentos legales tendentes a garantizar, lato sensu, la reparación 


5 Para una mejor comprensión del concepto equilibrio homeostático, vid. http://www. 


facmed.unam.mx/Libro-NeuroFisio/FuncionesGenerales/Homeostasis/Homeostasis.html, 
consultada el 23 de julio de 2021 


6 Del mismo modo, para una comprensión adecuada del uso del sintagma solución de 
continuidad, sugerimos consultar Pérez-Álvarez, Halina, Ferrer-Marrero, Daisy et. al.: 
Síndrome de Muerte Súbita Infantil (SMSI) desde una óptica patólogo-forense, en Revista 
Mexicana de Medicina Forense y Ciencias de la Salud, Vol. 6, Núm. 1. Instituto de Medicina 
Forense de la Universidad Veracruzana. Recurso digital disponible en https: //revmedforense. 
uv.mx/index.php/ReviINMEFO/article/view/29 12/4808, consultado el 23 de julio de 2021. 
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del daño causado a partir de una conducta o acto ilícitos. Podemos decir, entonces, 
que se busca reafirmar la perspectiva ética del grupo, con el fin de lograr que 


perviva la cohesión que le une. 


Sentadas estas bases generales, cambiemos ahora un poco la línea discursiva 
para señalar que, en nuestros días, una enorme cantidad de grupos sociales, se 
encuentran organizados bajo la forma de gobierno que se denomina democracia 
constitucional, forma de gobierno en la que es posible advertir la indisoluble 
relación entre moral y derecho, y en el seno de estos grupos, justamente el juicio 
moral más intenso y de más drásticas consecuencias, es el reproche penal. Una de 
las finalidades de este juicio tiene todo que ver con otra consideración de índole 
ética, según hemos dejado expuesto antes, y es la de restablecer el tejido social 
roto por causa de la comisión de un delito, lo cual intenta alcanzarse a través de la 


aplicación de las consecuencias jurídico-penales. 


Dicho restablecimiento no puede ser sólo de orden material; es más, ese 
no es siquiera su principal elemento -si bien es indispensable-, pues no puede 
predicarse restañado el tejido roto, sin haber cerrado las heridas que en el espíritu 
deja un ataque a cualquiera de los valores más caros a la sociedad, significados 
en los bienes jurídico penalmente tutelados. En tal virtud, coincidiendo con el 
doctor Martiñón en la tesis propuesta en el trabajo citado en la parte liminar de 
este ensayo, considero que el fin del derecho penal moderno debe ser lograr que 
el espíritu dañado supere la injusta agresión, y que en lo material se retorne, en la 


medida de lo posible, al estado de cosas previo a la perpetración del delito. 


Todo lo que hasta aquí he mencionado, adquiere sentido al encontrar que 
tal es precisamente la intención en la construcción argumentativa, establecida en 


la resolución del amparo directo en revisión 4069/2018”, del índice de la primera 


7 “Resolución  consultable en  https://www2.scin.gob.mx/consultatematica/paginaspub/ 
DetallePub.aspx?AsuntolD=238636, consultada el 30 de marzo de 2023” 
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sala de la suprema corte de justicia de la nación,* que es precisamente, de la que 
deriva la tesis jurisprudencial que aquí se comenta. Para sustentar este aserto, hago 
referencia a los hallazgos que me parecieron relevantes en su lectura. En primer 
lugar, debo destacar la reseña que hace la sala, sobre la doctrina de la reparación 
integral del daño, que ha construido en diálogo con la corte interamericana de 
derechos humanos, a partir de la interpretación del artículo 63.1 de la convención 


americana sobre derechos humanos (párr. 132 a 148). 


De dicha doctrina, nace la obligación de losjueces penales de procurarreparar, 
más allá de la mera causación del daño material que resulte cuantificable en dinero, 
derivado de la comisión de un delito. En ese sentido, la sala ha declarado que “(...) 
el derecho a una reparación integral o justa indemnización es un derecho sustantivo, 
cuya extensión debe tutelarse en favor de los gobernados y no debe restringirse de 
forma innecesaria, salvo en función de una finalidad constitucionalmente válida 
que persiga el bienestar general. Además... la reparación debe —en la medida de 
lo posible— anular todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación 


que debió haber existido con toda probabilidad, si el acto no se hubiera cometido. 


(aa 


En un resumen de las ideas principales expuestas al respecto en la sentencia, 
encontramos que la sala precisó que, la reparación integral se rige por los principios 
constitucionales de indemnización justa e integral, o sea, proporcional a la 
gravedad de las violaciones, y al daño sufrido, y que debe atender las directrices y 
principios establecidos por organismos internacionales en la materia, entre cuyos 


parámetros más relevantes se encuentran los siguientes:!" 


8 Vid Recurso digital disponible: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_ 
dos/2020-02/ADR-4069-2018-200228.pdf 


9 Vid párrafo 140, p. 43 de la sentencia, disponible en https: //www.scjn.gob.mx/sites/default/ 
files/listas/documento_dos/2020-02/ADR-4069-2018-200228.paf 


10 Vid párrafo 143, p. 45 de la sentencia, disponible en https://www.scjn.gob.mx/sites/default/ 
files/listas/documento_dos/2020-02/ADR-4069-2018-200228.paf 
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1.- La reparación integral, la cual tiene como objetivo, que con la restitución 
se devuelva a la víctima u ofendido, a la situación anterior a la comisión del delito, 
aspecto que comprende cualquier tipo de afectación generada: económica, moral, 
física, psicológica, etcétera; 

11.- La restitución material, que comprende la devolución de bienes afectados 
con la comisión del delito y, sólo en caso de que no sea posible, el pago de su 
valor; y, 

111.- La efectividad de la reparación del daño, que depende de la condición 
de resarcimiento que se otorgue a la víctima u ofendido del delito, que deberá 
ser proporcional, justa, plena e integral; de lo contrario, no se permitiría una 


satisfacción del resarcimiento de la afectación. 


Finalmente, determinó que una indemnización será justa, cuando su cálculo 
se realice con base en dos principios: el de reparación integral del daño, y el de 


individualización de la condena, según las particularidades de cada caso. 


Me parece que el aspecto más relevante de la tesis que analizamos, se 
encuentra en el reto que plantea a la capacidad de construcción argumentativa 
de los jueces, para concretar las exigencias de la reparación del daño, aun ante la 
ausencia de un marco probatorio bien definido, con lo que se les obliga a operar 
directamente a partir de parámetros constitucionales, mediante la ponderación 
de principios que van más allá de las meras reglas contenidas en disposiciones 
infraconstitucionales, lo cual, es un ejercicio propio y natural de las democracias 
constitucionales, caracterizadas por el irrestricto respeto e insoslayable tutela de 


los derechos humanos. 


Aunque en esta resolución, la decisión se refiere únicamente a la situación 
jurídica de menores en circunstancias específicas, es evidente que el tratamiento 
debe hacerse extensivo a toda víctima de un delito, debido a la universalidad 
de los derechos humanos; sin dejar de observar, desde luego, que en tratándose 
de personas que se encuentren en cualquiera de las categorías constitucionales 


sospechosas, la argumentación para su tratamiento jurídico debe tener calidad 
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reforzada. Como conclusión, pues, me gustaría señalar dos cosas: de cara a lo aquí 
expresado, la reparación del daño constituye un momento ético en la sanción penal 
y, para alcanzar plenamente los fines atinentes a ese momento, argumentación es 


el nombre del juego. 
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Más de diez años de un subsistema y un cambio de paradigmas: la 


reinserción social y el juez de ejecución 


Juez Mtra. Karen Marisol Rodríguez Onofre 


Resumen: La reforma constitucional de 2008 rediseñó el sistema de justicia penal, y se hicieron 
ajustes al marco normativo para migrar al sistema acusatorio, en cuya etapa de ejecución, 
tiene como paradigma: la reinserción social. Además, se dio un cambio integral en la forma de 
organización y funcionamiento de múltiples instituciones, entre ellas, el Poder Judicial, surgiendo 
novedosas clases de juzgadores, entre ellos, el Juez de Ejecución. 


Palabras clave: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; Reinserción social, Ley 
Nacional de Ejecución Penal; Subsistema de ejecución de sanciones penales y Juez de Ejecución. 


Introducción 


n 2021, se cumplieron diez años de la implementación del subsistema 
de ejecución penal, cuya labor, ha posibilitado la aplicación del Derecho 
Penal en la última etapa del proceso: la de ejecución de sanciones. Ello, 
para ajustarse a la reforma constitucional de 2008, que al reformar integralmente 
el sistema de justicia penal, modificó el paradigma del sistema penitenciario, 


estableciendo un objetivo claro: la reinserción social de los sentenciados. 


Para la correcta implementación del sistema acusatorio, conforme a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se crearon tres tipos de 
juzgadores: El juez de control, cuya función es resolver de forma inmediata, y por 
cualquier medio las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y 
técnicas de investigación de la autoridad, procurando que se respeten las garantías 
de las partes, y que la actuación de la parte que acusa sea conforme a derecho; los 


jueces de tribunal de enjuiciamiento, quienes conocerán del juicio y emitirán la 
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sentencia; y los jueces de ejecución, quienes se encargarán de vigilar y controlar 
la etapa de ejecución de las consecuencias jurídicas, que sean impuestas en una 


sentencia condenatoria. 


Artículo 18 Constitucional: De la regeneración a 


la readaptación, y de ésta a la reinserción social. 


El paradigma de la reinserción social, implica que las personas privadas de la 
libertad dejan de ser tratadas de acuerdo con su personalidad, para considerárseles 
sujetos de derechos y obligaciones. Ahora, la autoridad penitenciaria centrará 
su actividad en favorecer la civilidad, la gobernabilidad y la seguridad de los 
centros de reclusión; pero, el cumplimiento de las consecuencias jurídicas que se 
derivan de las resoluciones judiciales, habrán de estar vigiladas por la autoridad 
judicial. Para llegar a este modelo, se tuvo que pasar por dos esquemas anteriores, 
establecidos en las Constituciones de 1917 y posteriormente, en la reforma del 
año 1965. 


Inicialmente, el modelo del sistema penitenciario, contenido en la 
constitución de 1917!, partía de categorías psicológicas o morales, bajo la premisa 
de que los acreedores a una pena de prisión eran sujetos degenerados, y por tanto, 
se buscaba transformar su personalidad, aplicando un tratamiento cuya base era el 


trabajo y así, lograr su regeneración. 


1 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Artículo 18. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob. 
mx/LeyesBiblio/ref/cpoeum/CPEUM orig OSfeb1917.pdf consultado el 9 de marzo de 
2023: 


ia 


Sólo por delito que merezca pena corporal habrá lugar a prisión preventiva. El lugar de ésta 
será distinto y estará completamente separado del que se destinare para la extinción de las 
penas. 
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Posteriormente, al reformarse la Constitución Federal en 1965, en el artículo 
18?, se migró a una tendencia en la cual, los únicos conocimientos válidos, son 
los adquiridos mediante las ciencias positivistas, siendo la base, la criminología. 
Entonces, el objetivo era alcanzar la readaptación de quien cometía un delito, al 
considerarlo como una persona desadaptada, mediante un tratamiento científico 
que permitiera estudiar su personalidad, y a partir de ello, trabajar en su 


reincorporación a la sociedad. 


Fue a partir de la reforma constitucional de 2008, que en el segundo párrafo 
del artículo 18, se eliminó el término “readaptación”, y con ello, se excluyó la 
posibilidad de que se opere bajo la premisa de que la persona que está cumpliendo 
una pena privativa de la libertad, es desadaptada. Así también, al suprimir 
el término “delincuente”, se dejó clara la intención de vedar la posibilidad de 


estigmatización, de aquellas personas que han cometido un ilícito. 


La reinserción social, es una situación jurídica que se sustenta en la restitución 
del pleno ejercicio de las libertades y los derechos de la persona, en contra de 


quien se ha dictado una sentencia condenatoria. Va a depender del tiempo que una 


Los gobiernos de la Federación y de los Estados organizarán, en sus respectivos territorios, 
el sistema penal -colonias penitenciarias o presidios- sobre la base del trabajo como medio 
de regeneración (...).” 


2 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Artículo 18. Texto de la reforma del 23 de noviembre de 1965: Recurso 
digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM 
ref 062 23feb65 ima.pdf consultado el 9 de marzo de 2023 
“(..) 


Los gobiernos de la Federación y de los estados organizarán el sistema penal, en sus 
respectivas jurisdicciones, sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo y la 
educación como medios para la readaptación social del delincuente (...).” 
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persona esté albergada en un centro penitenciario, cumpliendo una pena privativa 
de la libertad, o una medida ejecutada con apego a los derechos humanos, siendo 


el fin, alcanzar que la persona recobre un sentido de vida digna al ser externado”. 


No debe olvidarse que, anteriormente, el sistema penitenciario formaba 
parte del Poder Ejecutivo, por ende, las autoridades administrativas se encargaban 
de decidir lo relativo a la ejecución de las penas, medidas de seguridad, y también 
la vigilancia de los sentenciados en libertad. Así, en la etapa de ejecución, las 
autoridades penitenciarias podían operarconamplios márgenes de discrecionalidad, 
y era cuestionable la transparencia en sus actuaciones; y si a lo anterior, se suma la 
carencia de recursos humanos y monetarios, así como circunstancias reales como 
la sobrepoblación, no podía más que concluirse que los centros penitenciarios, son 
establecimientos indignos para la condición humana. De ahí que fuese muy difícil 


que se cumpliera con la preparación de la persona para regresar a la sociedad. 


Jueces que operan el sistema acusatorio. 


Jueces de control y jueces de tribunal de enjuiciamiento. 


Con el cambio del sistema de justicia penal, surgió un nuevo modelo de 
jueces que operarían en el sistema acusatorio. De estos funcionarios públicos, en 
lo que hace a los jueces de control y los de tribunal de enjuiciamiento, desde la 


Norma Fundamental se establecieron sus atribuciones, puesto que en el artículo 


3 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución penal. 
Artículo 4. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
LNEP_090518.pdf consultado el 9 de marzo de 2023. 

Mus) 


Artículo 4. “Principios rectores del Sistema Penitenciario. 
El desarrollo de los procedimientos dentro del Sistema Penitenciario debe regirse por los 
siguientes principios: 


Reinserción social. Restitución del pleno ejercicio de las libertades tras el cumplimiento de 
una sanción o medida ejecutada con respeto a los derechos humanos (...).” 
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16 se hizo lo propio respecto de los jueces de control. En tanto que, la fracción IV 
del apartado A del artículo 20, dispuso también de manera concreta la figura del 


juez de enjuiciamiento, y se hicieron precisiones sobre su actuar. 
Juez de Ejecución 


Sin embargo, por lo que hace al Juez de ejecución, no se hizo un señalamiento 
de forma tan concreta y clara, pues la figura se desprende de la redacción del 
artículo 21 Constitucional, en la porción que reza “(...) la imposición, duración y 
modificación de las penas son exclusivas de la autoridad judicial (...)”, señalando 
dentro de sus atribuciones (únicamente) la facultad que se retiró a la autoridad 
penitenciaria, para resolver las cuestiones atinentes al tiempo de duración de la 


penas privativas de libertad y medidas de seguridad. 


En la realidad, las atribuciones de los jueces de ejecución, van más allá 
de vigilar el cumplimiento de las sanciones penales, o de ajustar los tiempos 
de las penas privativas de la libertad o medidas de seguridad, ya que dentro 
de sus obligaciones, deben garantizar el goce de los derechos y garantías que 
se reconocen a las personas sentenciadas, tanto en la constitución como en los 
tratados internacionales*. Por tanto, como parte de su labor, analizan cuestiones 
propias de las condiciones de internamiento, así como controversias derivadas de 


la posible afectación a los derechos fundamentales de las personas sentenciadas. 


4 H. Congreso del estado de Guanajuato: Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato. Artículo 116. Recurso digital disponible en https://congreso-gto.s3.amazonaws. 
com/uploads/reforma/pdf/3023/Ley Org _nica_del Poder Judicial_del Estado de 
Guanajuato_PO_22dic2020.pdf consultado el 10 de marzo de 2023. 

(ei) 


Artículo 116. Son atribuciones de los jueces de ejecución: 

|. Velar porque se organice el sistema penitenciario sobre la base del respeto a los derechos 
humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud, el deporte y la 
cultura física como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad; 

11. Procurar la aplicación de medios idóneos para que el sentenciado no vuelva a delinquir; 
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Con base en lo anterior, cabe observar que el artículo 21 establece la 
investigación del delito, así como el ejercicio de la acción penal, existiría mayor 
congruencia si el párrafo que deja ver la existencia de un juez especializado en 
ejecución penal, se hubiese ubicado en el diverso 18 Constitucional, que es donde 
se establecen las bases del modelo actual del sistema penitenciario, así como los 
medios para lograr la reinserción social y además, alude a las condiciones de 
internamiento de las personas privadas de la libertad, siendo todo ello, parte de las 


atribuciones del juez de ejecución. 


Ante la falta de precisión en el texto constitucional, hemos de acudir a lo 
dispuesto por la Ley Nacional de Ejecución Penal, puesto que regula la asignación 
de jueces especializados para garantizar los derechos de las personas privadas de 
la libertad, con motivo de una sentencia condenatoria. 


111. Buscar las formas más adecuadas para que se observen los beneficios que prevé la ley 
en favor del sentenciado; 


XX. Las demás que le asignen las leyes o reglamentos. (...).” 


5 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución penal. Artículos 
4, 24 y 25. Recurso digital disponible en https: //www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
LNEP_090518.pdf consultado el 9 de marzo de 2023. 
laa) 


Artículo 4. “Principios rectores del Sistema Penitenciario. 
El desarrollo de los procedimientos dentro del Sistema Penitenciario debe regirse por los 
siguientes principios: 


Reinserción social. Restitución del pleno ejercicio de las libertades tras el cumplimiento de 
una sanción o medida ejecutada con respeto a los derechos humanos. 


Artículo 24. Jueces de Ejecución 

El Poder Judicial de la Federación y Órganos Jurisdiccionales de las entidades federativas 
establecerán jueces que tendrán las competencias para resolver las controversias con 
motivo de la aplicación de esta Ley establecidas en el Capítulo Il del Título Cuarto de esta 
Ley. 

Artículo 25. Competencias del Juez de Ejecución 

En las competencias a que se refiere el artículo anterior, el Juez de Ejecución deberá 
observar lo siguiente: 
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Y más aún al contenido de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 
de Guanajuato, en donde no sólo se acoge la disposición constitucional, sino que 


establece de forma clara las atribuciones de los jueces de ejecución(. 


El contexto que vivimos, ha permitido no sólo cumplir con las atribuciones 
que tienen los jueces de ejecución, sino que ha permitido ejercer la noble labor, 
y mostrar la sensibilidad con que se debe contar para laborar en el subsistema de 
ejecución, pues en este año se realizaron las gestiones atinentes a conseguir que 
se autorizara, y llevara a cabo, la aplicación de la vacuna contra el COVID-19 
a las personas privadas de la libertad, quienes, por su condición de reclusión, y 
sus características particulares, son más vulnerables.” Ello, sin duda, muestra que 
la actividad de los funcionarios públicos que operan el subsistema de ejecución, 
va más allá de vigilar el cumplimiento de las sanciones que se deriven de una 
sentencia condenatoria, sino que refleja el compromiso que se tiene de velar 


que las personas sentenciadas, puedan hacer efectivos los derechos que les son 


l. Garantizar a las personas privadas de la libertad, en el ejercicio de sus atribuciones, 
el goce de los derechos y garantías fundamentales que le reconoce la Constitución, los 
Tratados Internacionales, demás disposiciones legales y esta Ley; (...).” 


6 H. Congreso del estado de Guanajuato: Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato. Artículos 112 fracción IIl y 116. Recurso digital disponible en https://congreso- 
ato.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/pdf/3023/Ley Org nica del Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato PO_22dic2020.paf consultado el 10 de marzo de 2023. 


o) 


Artículo 112. Los jueces de partido que operen el sistema penal acusatorio y oral podrán 
ejercer como: 


111. Jueces de ejecución. 


Artículo 116. Son atribuciones de los jueces de ejecución (...).”. 


7 A manera de referencia, se menciona el cuadernillo 4/2021 del Juzgado de Ejecución sede 
Acámbaro, Guanajuato, en donde puede observarse el trámite seguido para obtener la 
autorización de la aplicación de la vacuna contra en COVID 19 de personas privadas de la 
libertad. 
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inherentes, y que no se les han sido suspendidos o restringidos, por el hecho de 
estar en cautiverio, como en el caso, que es la salvaguarda de su derecho a la 
salud. Esto, sin duda, hace visible el cambio paradigmático en el subsistema de 


ejecución penal. 


La medicina chichimeca se basa de la 
herbolaria. 
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Conclusión 


erivado de lo anteriormente aseverado, aquí se hace una propuesta de 


tesis, en el sentido de que sirva como guía sobre lo tratado en este paper: 


Juez de ejecución. A falta de precisión de la figura y sus atribuciones en el 
texto constitucional, debe acudirse a la ley nacional de ejecución penal y a la 
ley orgánica del poder judicial del estado de Guanajuato. (Interpretación de 
los artículos 18 y 21 Constitucionales, 24 y 25 de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, fracción IM del artículo 112 y el artículo 116 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado de Guanajuato). 


Hechos: En el año 2021 se llevó a cabo la brigada correcaminos para 
la aplicación de la vacuna contra COVID19, lo que implicó el registro de la 
ciudadanía en el Portal de Internet de la Secretaría de Salud, atendiendo a su edad. 
Los sentenciados privados de la libertad del grupo de la tercera edad recluidos en 
el Centro Estatal de Prevención y Reinserción Social de Acámbaro, Guanajuato, 
no estaban en aptitud de hacer su propio registro y su condición de cautiverio no 


les permitiría acudir a las sedes en donde se aplicaría la vacuna. 


Criterio jurídico: Al ser atribución del Juez de Ejecución garantizar a los 
sentenciados el goce de los derechos y garantías fundamentales que les reconoce 
la Constitución, los Tratados Internacionales y demás disposiciones legales, se 
determinó solicitar a la Secretaría de Salud del Estado de Guanajuato, autorizara la 
vacunación de las personas privadas de la libertad que estaban en mayor riesgo de 
contraer el virus. Y en mayo de 2021 se aplicaron las vacunas en las instalaciones 
del Ce.Re.So. 


Justificación: El artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 


Unidos Mexicanos establece que la imposición, duración y modificación de las 


penas son exclusivas de la autoridad judicial, pero soslaya que las atribuciones del 
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Juez de Ejecución, están íntimamente relacionadas con el artículo 18 que establece 
las bases del Sistema Penitenciario. Y si uno de los ejes rectores del Sistema es 
el respeto a los derechos humanos de las personas privadas de la libertad, para 
garantizar su derecho a la salud como cualquier otro derecho fundamental que 
pueda verse transgredido, es necesario apoyarse en las disposiciones de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal y en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 
de Guanajuato y en el caso concreto, posibilitarles tener acceso a las vacunas a los 


internos del grupo vulnerable. 


Juzgado de Ejecución Penal sede Acámbaro, Guanajuato. Cuadernillo 
4/2021. 


Las principales minas donde trabajaban los 
chichimecas durante el virreinato eran las 
del mineral de Pozos y Santa Brígida, de 

donde extraían oro y plata. 
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Ineficacia de la necropsia cuando el médico legista no intervino en 


el levantamiento del cadáver 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Resumen: Las exigencias científicas actuales demandan más que en el pasado al médico legista 
cuando realiza la necropsia; pues ahora debe acudir al lugar de descubrimiento del cadáver y ahí 
asentar las evidencias atmosféricas, ordenar el levantamiento del cuerpo y el traslado a la morgue. 
Su omisión se traduce en una práctica acientífica y, el dictamen, en ineficaz como elemento de 
prueba. 


Palabras clave: Necropsia. Medico legista. Protocolo de Minnesota. Cientificidad de prueba 
pericial. Prueba irreproducible. 


a resolución de la corte interamericana de derechos humanos sobre el 
caso Digna Ochoa es paradigmática por muchas cosas, pero destaca el 
hecho de que subraya muchos vicios de la investigación criminal que van 
desde la invención de pruebas para fabricar o exonerar culpables, hasta prácticas 


acientíficas y anquilosadas en viejas rutinas. ' 


1 “(...) Deficiencias en la recolección de prueba (...) el Tribunal advierte (...) hubo numerosas 
falencias en el manejo de la escena del crimen y especialmente, en la documentación de 
esta, destacando importantes errores ocurridos en la descripción de hallazgos, tanto en 
el cuerpo como en el lugar de los hechos, en la realización de los exámenes externo e 
internos, así como en la necropsia médico legal (...).” Corte interamericana de derechos 
humanos: Caso Digna Ochoa y Familiares Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2021. Sentencia adoptada en 
San José de Costa Rica por medio de sesión virtual. En https://www.corteidh.or.cr/docs/ 
casos/articulos/seriec_447_esp.pdf. Consultada el 133 de enero de 2023; p. 33. 
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Uno de los temas en los que hace énfasis la resolución, es una reiterada 
actuación que se da en muchas partes del país, herencia de caducos entendimientos 
sobre la investigación criminal consistente en que el médico legista no acude al 


lugar donde se encontró el cadáver. Espera en la morgue y ahí hace su análisis.? 


Si el médico legista no acude al escenario del hallazgo, definitivamente sus 
conclusiones serán incompletas e ineficaces para ser tomadas en cuenta en una 


resolución jurisdiccional. 


La obligación del médico legista 


de disponer el levantamiento del cadáver 


La cientificidad de toda prueba pericial descansa en el cumplimiento de un 
método y, sencillamente, quita ese carácter si no se cumple con una sistemática, 
lo que, trasladado a la necropsia, aquella que debe explicar la causa de la muerte 


y Sus pormenores, no es la excepción. 


2 “(...) hubo numerosas falencias en la necropsia del cadáver, destacando que los médicos 
del Servicio Médico Forense que realizaron dicha necropsia omitieron acudir al lugar de los 
hechos y no participaron en el levantamiento del cadáver, lo cual provocó que no pudieron 
verificar que se tomara información adecuada de aspectos importantes (...).” Corte 
interamericana de derechos humanos: Caso Digna Ochoa..., p. 34. 
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Precisamente, para determinar la causa de la muerte y sus circunstancias 


no puede omitirse la primera fase científica de la elaboración de la necropsia? 


consistente en el análisis del sitio del hallazgo y el levantamiento del cadáver.* 


Es claro que ambas actuaciones son parte de la necropsia ya que el cadáver 


es la máxima o una de las máximas evidencias en la escena del crimen y, más aún, 


el de levantamiento del cadáver es un acto propio de la medicina legal y propio del 


médico legista llamado para ese fin. 


Cfr. Adam, Aurora: El levantamiento de cadáver: la primera fase de cualquier autopsia. Gaceta 
científica forense. N* 6. Enero-Marzo, 2013; passim. Palomo Rando, José Luis y Ramos 
Medina, V: Papel del médico forense en la inspección ocular y levantamiento del cadáver. 
propuesta de documento. (Recomendaciones, guías, normas o protocolos de actuación 
profesional). En cuadernos de medicina forense. No. 36 Málaga, España. Abr. 2004; passim. 
En el mismo sentido Muñoz Hernández, Valeriano y Viéitez López, Ángela: La investigación 
en el lugar de los hechos. la intervención del médico forense en el levantamiento de cadáver. 
En https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=4767889. Consultado el 17 de enero 
de 2023; p. 36. Gisbert Calabuig, Juan Antonio: Fenómenos Cadavéricos. En Villanueva 
Cañadas, E. y Gisbert Calabuig, J.A. Medicina Legal y Toxicología. 6*? ed. Barcelona: Mason 
2004, pp. 163 y ss. Mercado Salomón, Alejandra: Guía para la valoración judicial de la 
prueba pericial en materia de medicina forense (necropsia). En https://www. cjf.gob.mx/PJD/ 
PJD_resources/guias/lib/P01010.paf. Consultado el 17 de enero de 2023; p 225. 


“(...) Sobre este punto, la patóloga forense venezolana Antonietta De Dominicis cita como 
ejemplo de la participación del médico forense en esta diligencia lo siguiente: “Cuando 
fallecen personas por causas naturales y en vista de que no disponen de médico tratante 
que certifique la muerte, le corresponde a la Medicatura Forense resolver el problema; por lo 
tanto, el médico forense se traslada al sitio del suceso y luego de examinar detenidamente 
el cadáver, recabar todos los informes médicos que demuestren su patología, y corroborar 
el tipo de muerte, dicho experto puede proceder a firmar el certificado de defunción (...).” 
Pachar Lucio, José Vicente: La participación del médico forense en la escena del crimen. 
En medicina Legal de Costa Rica edición virtual. Vol. 35 (1) Marzo 2018; p 4. 
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Tan es propio de la medicina legal que sus objetivos específicos son: 
1.- Comprobar la muerte, 2.- estimar el intervalo post mortem, 3.- contribuir 
a determinar el modo, mecanismo y manera de muerte y 4.- contribuir con 


información sobre la presunta causa de muerte.* 


Dicha actuación es la única e irrepetible oportunidad de verificar todos los 
signos del cuerpo sin vida y el lugar donde se localizó. Teniendo presente que al 
realizarse el levantamiento se borran o se modifican las huellas relacionadas con 


su entorno ambiental.* 


Por lo que necesaria y rigurosamente para descubrir, registrar y que no se 
pierdan las evidencias, el médico forense debe comenzar su diagnóstico en ese 


lugar y ahí mismo debe disponer la manera de levantar el cadáver.” 


Esta actividad no puede ser delegada, ni al fiscal, ni a la policía investigadora, 
ni a un fotógrafo, ni a un criminalista; precisamente por ser un área que requiere 


el conocimiento profesional de la medicina. 


5 Cfr. López, Hilda: La importancia del médico legista en el levantamiento de cadáver. En 


https://medicinalegalunivia.wordpress.com/2015/05/11/la-importancia-del-medico-legista- 
en-el-levantamiento-de-cadaver/. Consultado el 18 de enero de 2023. 


6 Cfr. Roger, David: Levantamiento del cadáver. En diccionario jurídico de derecho. En http:// 
www.enciclopedia-juridica.com/d/levantamiento-del-cad%C3%A 1ver/levantamiento-del- 
cad%C3%A1ver.htm. Consultado el 17 de enero de 2023. 


7 “(...) Para lograr una conclusión en los estudios que se realizan tras la comisión de un 
delito o en la identificación de un cadáver en mal estado de conservación, es necesario 
disponer de dos tipos de muestras biológicas: - Muestras dubitadas o evidencias: son restos 
biológicos de procedencia desconocida, es decir, no sabemos a quién pertenecen —por 
ejemplo, las muestras recogidas en la escena del delito o de un cadáver sin identificar (...).” 
Prieto, Lourdes y Carracedo, Ángel: La prueba de ADN. En manual de prueba pericia. 
Suprema corte de justicia de la nación. Ciudad de México. 2022; p. 203. 
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La necropsia, acorde a la intervención del médico legista, implica 3 fases:* 
1.- Fase de médico legista — criminalista 


El médico forense debe acudir al lugar donde se localizó el cadáver para: 
A.- realizar la declaratoria de muerte en términos del artículo 343 de la ley general 
de salud, B.- localizar evidencias acordes a la colocación del cuerpo sin vida y su 


entorno y C.- disponer el levantamiento del cadáver.? 

Con lo obtenido, el médico legista, debe realizar sus hipótesis iniciales, con 
el grado de probables; sobre la hora de la muerte, si fue por causas naturales o fue 
provocada y precisar cuáles fueron. 

2.- Fase médico legista — diseccionador 

Ya en la morgue el médico legista reanaliza la parte exterior de cuerpo 
y procede a su disección a fin del análisis interno y, si es necesario dispone de 
estudios complementarios. 

3.- Fase de perito patólogo 
Este el momento en que el médico, con las evidencias encontradas confirma 


o descarta sus hipótesis iniciales sobre la hora de la muerte, causas del deceso y 
mecánica de los hechos. 


8 Vid in extenso Adam, Aurora: El levantamiento de ..., p. 2. 


9 Cfr. Pachar Lucio, José Vicente: La participación del..., p. 7. 
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El uso jurisdiccional del conocimiento experto 


El juez, como peritus peritorum, debe decidir si las conclusiones emitidas 
sobre la necropsia sirven en todo, en algo o en nada para la comprobación de la 


acusación sustentada por la fiscalía.'% 


Resultando que la necropsia realizada por un médico legista que no acudió 
al sitio del descubrimiento del cadáver, ni se hizo cargo del levantamiento del 
cuerpo, ni hizo un análisis de las evidencias ambientales; sencillamente no puede 


alcanzar valor probatorio.” 


10 Cfr. Vázquez, Carmen: El juez ante el perito. Una breve introducción a los temas tradicionales 
de la prueba pericial. En manual de prueba pericia. Suprema corte de justicia de la nación. 
Ciudad de México. 2022; pp. 8 y ss. Como Vázquez, Carmen: Guía sobre los contenidos de 
los informes periciales y su impacto en del debido proceso. Consejo de la judicatura federal. 
Escuela federal de capacitación judicial. Ciudad de México. 2022; passim. 


11 Algo de lo aquí asumido se asoma en criterios de los tribunales federales que no afirman 
categóricamente que el médico legista debe ir al escenario de los hechos si aseguran el 
imperativo de un análisis integral del lugar de los hechos y del cuerpo sin vida, como consta 
en tesis aislada con los datos de localización: Décima Época. Registro digital: 2009086. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: la. CLXIl/2015 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. 
Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 18, Mayo de 
2015, Tomo |, página 437, y que literalmente señala: 


Feminicidio. Diligencias que las autoridades se encuentran obligadas a realizar en su 
investigación. Cuando se investiga la muerte violenta de una mujer, además de realizar 
las diligencias que se hacen en cualquier caso (identificación de la víctima, protección de 
la escena del crimen, recuperación y preservación del material probatorio, investigación 
exhaustiva de la escena del crimen, identificación de posibles testigos y obtención de 
declaraciones, realización de autopsias por profesionales competentes y empleando los 
procedimientos más apropiados, y determinación de la causa, forma, lugar y momento de 
la muerte), las autoridades investigadoras deben identificar cualquier patrón o práctica que 
pueda haber causado la muerte y verificar la presencia o ausencia de motivos o razones 
de género que originan o explican la muerte violenta. Además, en dichas muertes se deben 
preservar evidencias específicas para determinar si hubo violencia sexual y se deben hacer 
las periciales pertinentes para determinar si la víctima estaba inmersa en un contexto de 
violencia. Además, las investigaciones policiales y ministeriales por presuntos feminicidios 
deben analizar la conexión que existe entre la violencia contra la mujer y la violación de 
otros derechos humanos, así como plantear posibles hipótesis del caso basadas en los 
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Y no puede alcanzar valor probatorio por no haberle dado el trato de prueba 


irreproducible como por incumplir los requisitos de cientificidad — fiabilidad que 


se exigen para toda pericial. 


En efecto, acorde a los artículos 271 y 274 del código nacional de 


procedimientos penales, la necropsia es una prueba irreproducible, en atención a 


que los indicios se alteran con el levantamiento del cadáver. 


Por lo que el médico forense, en unión con un grupo interdisciplinario de 


criminalistas, debe asistir al lugar del hallazgo, dar la declaratoria de muerte, 


levantar y registrar las evidencias descubiertas y disponer del levantamiento del 


cadáver. 


hallazgos preliminares que identifiquen la discriminación o las razones de género como los 
posibles móviles que explican dichas muertes. En ese sentido, se debe investigar, de oficio, 
las posibles connotaciones discriminatorias por razón de género en un acto de violencia 
perpetrado contra una mujer cuando dicho acto se enmarca en un contexto de violencia 
contra la mujer que se da en una región determinada. En específico, los protocolos de 
investigación de muertes de mujeres incluyen diversos peritajes específicos, entre los 
que destacan los tendientes a determinar si el cuerpo tenía alguna muestra de violencia 
y, especificamente, violencia sexual -para lo cual se tienen que preservar evidencias al 
respecto-. La exploración ante una posible violencia sexual debe ser completa, pues es 
difícil rescatar las muestras que no se tomen y procesen en las primeras horas. Además, 
siempre deben buscarse signos de defensa y lucha, preponderantemente en los bordes 
cubitales de manos y antebrazos, uñas, etcétera. En homicidios de mujeres relacionados 
con agresiones sexuales suelen encontrarse, en la parte exterior del cuerpo, entre otros, 
mordeduras de mamas y/o contusiones al interior de los muslos. Además, los peritajes en 
medicina forense tienen el propósito de determinar si la occisa presenta signos o indicios 
criminalísticos de maltrato crónico anterior a su muerte. Aunado a lo anterior, algunas 
diligencias específicas en este tipo de muertes consisten, por un lado, en que el perito que 
realiza la autopsia esté familiarizado con los tipos de tortura o de violencia que predominan 
en ese país o localidad y, por otro, que además de la necropsia psicológica practicada 
a las occisas, se realice complementariamente un peritaje psicosocial, el cual se centra 
en la experiencia de las personas afectadas por las violaciones a los derechos humanos, 
mediante el cual se analice su entorno psicosocial. 
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Así las cosas, sin el registro de los indicios ambientales que acompañaban 
al cuerpo sin vida descubiertos por un experto en la medicina forense; deja a la 
defensa sin oportunidad de ejercitar el contradictorio, como lo indica el artículo 
6 del código nacional de procedimientos penales y da razón suficiente para 


desestimar la necropsia. 


Por otro lado, como otro argumento independiente, la necropsia con las 
omisiones indicadas, al momento de la valoración que dispone el ordinal 359 de 
la ley adjetiva de la materia, no resiste el examen de cientificidad, que implica dos 


rubros: *? 


Analizar el rango de error conocido o posible, si se trata una técnica 
científica, así como la existencia de estándares de calidad y su cumplimiento 


durante su práctica 


12 Vid in extenso Caso Daubert desarrollado en Estados Unidos en 1984 en el que los padres 
de los menores Jason Daubert y Eric Schuller promovieron un juicio civil por daños tóxicos 
contra de Merrel Dow Pharmaceuticals Inc. argumentando malformaciones congénitas 
resultado de la ingesta materna, durante el embarazo, de Bendectin un antihistamínico 
para aliviar náuseas y mareos. Mas no hubo evidencia científica que probará un nexo 
causal entre el consumo de tal medicamento y las malformaciones; por lo que el tribunal 
emitió criterios para la admisión y valoración de la prueba pericial acorde a su cientificidad. 
Vid in extenso Vázquez Rojas, Carmen: Sobre la cientificidad de la prueba científica en el 
proceso judicial. En anuario de psicología jurídica. Volumen 24. Número 1. Madrid, España. 
2014, disponible en https://doi.org/10.1016/j.apj.2014.09.001 passim. En el mismo sentido 
Alcoceba Gil, Juan Manuel: Los estándares de cientificidad como criterio de admisibilidad 
de la prueba científica. En https://doi.org/10.22197/rbdpp.v4i1.120. Consultada el 18 de 
enero de 2023; passim. 


Los parámetros del causa Daubert por los que la suprema corte de los estados unidos 
abandono el criterio de valoración de la pericial llamado estándar (Frye Federal Rules 
of Evidence) fueron: 1.- Falseable. 2.- Publicidad o conocimiento científico afianzado 
y conocido. 3.- Tasa de error en que se puede incurrir. D. Aceptación de la comunidad 
científica. Cfr. Moreno Cruz, Rodolfo: La Suprema Corte y sus malabares con la prueba 
científica. En nexos revista electrónica. En https://eljuegodelacorte.nexos.com.mx/la- 


suprema-corte-y-sus-malabares-con-la-prueba-cientifica/*_ftn3. Consultada el 18 de enero 
de 2023; passim. 
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Como se asentó anteriormente, si el médico legista no acude al escenario 


del hallazgo, deja en duda si los primeros indicios localizados son todos y si 


los descubiertos son los que dicen ser ya que no los registró un especialista en 


medicina. 


Mas aun, el levantamiento del cadáver implica la modificación de los 


indicios del lugar. Luego dado que la determinación de la causa de la muerte, 


exige el escrutinio del principio de trasferencia, por el que el lugar de los hechos 


deja evidencia en el cuerpo sin vida y en el cuerpo sin vida queda evidencia del 


lugar; hay un riesgo evidente de que las conclusiones del médico forense sean 


erróneas o arroje un falso positivo y por ende no fiables. 


Verificar si la teoría o técnica cuenta con una amplia aceptación de la 


comunidad científica relevante 


La medicina legal, en la actualidad, exige que el médico legista acuda al 


sitio del hallazgo del cadáver y el incumplimiento acarrea una deficiencia medular 


en la necropsia, por no fiabilidad de la pericial.'* 


13 


En México la postura Daubert, sin entrar a debates como el que implico el voto particular del 
entonces ministro Cossío, fue en la tesis de materia administrativa pero sus conclusiones 
son aplicables a todas las materias, consultable con los siguientes datos de localización: 
Décima Época, Registro digital: 2011819, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, 
Tesis: 1.10.A.E.154 A (10a.), Materia(s): Administrativa, Tipo: Aislada, Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 31, Junio de 2016, Tomo IV, página 
2964literalmente sostiene: 


Prueba pericial de contenido científico o técnico. estándar de confiabilidad al que debe 
sujetarse para que en los procedimientos jurisdiccionales se le reconozca eficacia 
probatoria. El artículo 211 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo y a la Ley Federal de Telecomunicaciones abrogada, en 
términos de sus artículos 2o. y 8, fracción V, respectivamente, dispone que el valor de la 
prueba pericial quedará a la prudente apreciación del tribunal. La circunstancia precedente 
hace necesario que, ante la presentación de dictámenes científicos o técnicos expertos, el 
juzgador de amparo especializado en telecomunicaciones deba determinar, previamente, 
si los razonamientos subyacentes en ellos y la metodología ahí empleada son científica 
o técnicamente válidos y si pueden aplicarse a los hechos sujetos a demostración. Así, 
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En fin, pese a que el código nacional de procedimientos penales no lo 
disponga literalmente como obligatorio o que el protocolo de Minnesota señale 
que es recomendable o alguna otra dispensa inventada; la necropsia realizada por 
el médico que omitió acudir al lugar donde se encontró a la persona fallecida, no 


es fiable, no tiene calidad científica y no puede asumir valor probatorio. '* 


la calificación de confiabilidad del dictamen experto dependerá directamente del enfoque 
que adopte el juzgador, el cual debe determinarse no por las conclusiones aportadas por el 
perito, sino por los principios y metodología empleados. En ese sentido, se postulan como 
criterios orientadores para admitir o excluir las pruebas periciales de contenido científico o 
técnico, o bien, algunos aspectos específicos de éstas: a) la controlabilidad y falseabilidad 
de la teoría en la que se fundamentan; b) el porcentaje de error conocido o potencial, así 
como el cumplimiento de los estándares correspondientes a la técnica empleada; c) las 
publicaciones de la teoría o la técnica que hubieren sido sometidas al control de otros 
expertos; y, d) la existencia de un consenso general de la comunidad científica o técnica 
interesada. 


14 “(...) Un ejemplo claro de la importancia de contar con la información extraída del 
levantamiento. En marzo de 2006, en Estados Unidos una mujer de 42 años fue hallada 
muerta en su apartamento. Se encontraron múltiples manchas de sangre por toda la 
estancia, que incluso llegaban hasta la puerta de otro apartamento, donde resultó vivir 
uno de los sospechosos. Se hallaron huellas dactilares de varios sujetos, pantalones 
de hombre ensangrentados, importantes signos de violencia, como un agujero en la 
pared, probablemente realizado al golpear con fuerza sobre esta la cabeza de la víctima. 
Conociendo únicamente estos datos lo primero que nos vendría a la mente a cualquiera de 
nosotros sería que se trata de un homicidio. Todo ello previamente al resto de fases de la 
autopsia. Ahora bien. Imaginemos que no sabemos nada acerca de las circunstancias que 
han rodeado la muerte. Y nos encontramos un cadáver, tras 10 días desde su fallecimiento y 
en un estado de descomposición avanzado al haber estado en una estancia sin ventilación 
en un mes de verano con un intenso calor. Es posible llegar a intuir diversos hematomas y 
laceraciones. No se observan signos traumáticos importantes o potencialmente mortales en 
la región craneal ni en otras partes del cuerpo. Sin embargo, en los análisis toxicológicos se 
encuentra una cantidad importante de cocaína y etanol, incluso de cocaetileno, metabolito 
producido en el hígado, tras el consumo conjunto de cocaína y etanol y que produce 
síntomas de euforia, aumento del consumo compulsivo y conductas violentas. A ello se 
añade el efecto sumatorio al riesgo de muerte que proporciona el cocaetileno al que ya 
tienen la cocaína y el etanol por separado, pudiendo llevar a intoxicaciones mucho más 
graves. En estos casos, la muerte se puede producir por hemorragias cerebrales, arritmia 
cardíaca, infarto agudo de miocardio, crisis hipertensivas, hepatotoxicidad, entre otras. Por 
tanto, únicamente con los datos proporcionados por el examen interno y tras las pruebas 
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No escapa que la obligación indicada del médico legista irrumpe una praxis de 
tiempos aun no lejanos y por ello puede tener retractores. Mas, la afirmación de 
que el forense debe ir al sitio del hallazgo y disponer el levantamiento del cadáver 


es una postura de la medicina legal, no del derecho procesal penal. 


Por lo que no puede sostenerse en contrario que, al tenor de la libertad 
probatoria, es opcional o que puede completarse con el análisis que hagan otros 
criminalistas. Llanamente no sirve como prueba aun cuando tenga una disfrazada 


aura científica.!* 


complementarias es comprensible llegar a la conclusión de la muerte accidental por 
sobredosis, como así fue. Dos años después, tras continuar las pesquisas policiales y recibir 
más información, se decidió la exhumación del cadáver. Ya con los datos del levantamiento 
y con un examen más exhaustivo de las lesiones traumáticas, la conclusión fue muy distinta, 
determinando la muerte por homicidio. Tras esto y con el análisis de huellas dactilares, 
muestras de ADN y la obtención de testimonios, un sospechoso fue condenado a cadena 
perpetua y otros dos a 45 y 20 años de prisión, respectivamente. Pese a las consecuencias 
que podría haber tenido el primer examen forense, no es posible decir que fuese deficiente, 
sólo que en el primero no se contaba con la información que en el segundo sí se tuvo. No 
conocer el principio de la historia, de sus circunstancias y de los detalles que la rodearon 
cambió completamente las conclusiones a las que llegó quien trataba de descifrarla. El 
levantamiento puede ayudar al médico forense a introducirse en esta historia que trata 
de contarle el cadáver ante el que se encuentra. Y sin un buen comienzo difícilmente es 
posible llegar a un adecuado final.* Adam, Aurora: El levantamiento de ..., p. 2. 


15 Cfr. Duce, Mauricio: Los errores. La aplicación al caso concreto y los sesgos cognitivos de 
los peritos. En manual de prueba pericia. Suprema corte de justicia de la nación. Ciudad de 
México. 2022; p. 157. 
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Conclusión 


a necropsia es ineficaz si el médico legista practicante no acudió al 
sitio del hallazgo del cadáver. 


La necropsia requisita, como primera fase de su análisis, que el médico 
legista, no otra persona, acuda al sitio de la localización del cadáver, ahí inicie su 


examen y ordene su levantamiento. 


Su omisión y que el legista comience su examen en el punto número dos, 
estudiando el cuerpo sin vida en el depósito de cadáveres, implica un análisis 
incompleto e incompleta sus conclusiones que no atendieron a todos los elementos 


y factores que era menester analizar. 


En esas circunstancias, si no se da tratamiento a la necropsia como prueba 
irreproducible, impidiendo el ejercicio de contradictorio de la defensa; ni se 
satisface el examen de cientificidad; obliga al juez penal a negarle cualquier valor 
probatorio. 
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Representación de una vestimenta 
de guerrero chichimeca. 


continuación... Los chichimecas y el tratado de paz 


Menciona Isauro Rionda que, después de la fundación de ese primer San 
Luis “(...) La guerra continuaba, los chichimecas aumentaban sus ataques y 
crueldades, crecían los robos y muertes en el camino, al grado que en octubre 
de 1560, se le facultó al Alcalde Mayor de Jilotepec, [refiriéndose a San Luis 


Jilotepec] hacer una entrada con alguna gente española al país de los bárbaros 


e 


No obstante, la táctica guerrera fue perdiendo empuje en las altas esferas 
gubernamentales, a pesar de que los castellanos que se encontraban en el terreno 
aseveraban que “(...) las tribus chichimecas no se dejaban persuadir de hacer 
la paz [...]. Además [...] los guerreros del norte siempre se habían mostrado 


tendientes a desconocer según su conveniencia todo tratado de paz que se hubiera 


5 Rionda Arreguín, Isauro: Capítulos de historia... p. 35. 


6 


celebrado con ellos (...)”*.. Lo anterior, muy probablemente hizo ver a las 
autoridades virreinales que de continuar con la táctica militar, lo único que 
provocaría sería un desgaste de armas, hombres, y claro, recursos financieros, 
los que decididamente no le sobraban a la corona. Así pues, optaron por dar 


paso a la “táctica diplomática”. 


El primer aspecto de la táctica diplomática, fue el agasajar a las tribus 
importantes, así como jefes chichimecas, ya debidamente identificados”, con 
regalos que tuvieran valor para los propios indios. Y el segundo aspecto, fue 


la evangelización. 


Dentro de este segundo aspecto, los jesuitas desempeñaron un papel 
fundamental. En 1588 llegó a San Luis Jilotepec el padre Gonzalo de Tapias, 
quien inició la labor evangelizadora de los chichimecas de los alrededores. 
Hay que notar que el esquema jesuita no sólo involucraba la evangelización, 
sino la educación como tal, a través del concepto iglesia-escuela”. Así pues, el 
propio Tapia, reunió a los chichimecas para “(...) enseñarles cuán razonable 
era sembrar la semilla y hacer provisión para el sustento [...] Empezó entonces 


a reducirlos a la vida política actual (...)”" 


Después de ese proceso pacífico, aproximadamente en la década de los 
noventa del siglo XVI, se suscita la “refundación” de San Luis de la Paz, 
-ahora ya ostentando ese nombre como recordatorio del acuerdo a que se 
ha llegado- ya que, al parecer, la política mencionada anteriormente estaba 


empezando a rendir sus frutos, y los chichimecas se avinieron, por fin, a estar 


6 Powell, Philip H.: La guerra chichimeca (1550-1600). Trad. de Juan José Utrilla. Fondo 
de cultura económica. ercera Ed. 2022. México. p. 251 


7 “(...) cuando los españoles llegaron a conocer a sus enemigos no tuvieron gran 
dificultad en descubrir cuáles eran las tribus importantes [y] quiénes eran los principales 
jefes (...).” Powell, Philip H.: La guerra chichimeca... p. 252 


8 Cervera Delgado, Cirila: Pueblos indígenas de Guanajuato en el siglo XVI. Cotidianidad 
y conocimiento. Universidad de Guanajuato. Guanajuato, Guanajuato, México. 2009. 
p. 209 


9 Cervera Delgado, Cirila: Pueblos indígenas... p. 239 


10 Cervera Delgado, Cirila: Pueblos indígenas... p. 241 


en paz. Esto se refleja en lo dicho por Powell", que comenta varios casos 
donde se hacen envíos de ropa, comida, y se construyen casas para los propios 
chichimecas, y estos, por lo menos por períodos más amplios, se conservan 


en calma. 


Un proceso fatigoso que, después de un entendimiento mutuo, derivó 


en la existencia de uno de los municipios de nuestro estado de Guanajuato. 
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